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Evitar el doble peligro de la erudición excesiva y de la vulgarización
alborotadora constituye una de las líneas editoriales de nuestra publica-
ción. Con ella se busca abrir espacios a la controversia o al acuerdo;
pero, con base en la fuerza de las ideas, para que el lector recuerde no
sólo el poder de éstas, sino también el de los elementos materiales que
aquéllas contribuyen a transformar. Este esfuerzo editorial está presen-
te en cada sección de la revista, desde el que da cuenta de las tareas
cotidianas de la CEE hasta el recuerdo/homenaje al poeta Jaime Sabines,
de quien presentamos textos poco divulgados.

En la sección de Sociedad y Gobierno recopilamos materiales que
desarrollan temas sensibles para los veracruzanos, algunos de los cua-
les fueron leídos en reuniones de trabajo convocadas para alimentar el
Plan Veracruzano de Desarrollo 1999–2004. La interrelación y fecun-
dación recíproca entre ideas y estructuras materiales son cada día más
claras entre la política, los medios de comunicación y la democracia. El
desarrollo tecnológico ha puesto a los canales de comunicación en un
pedestal omnipotente. Los adelantos científicos, al tiempo que extien-
den la percepción humana, influyen sobre sus cambios y orientaciones.
La mesiánica intervención de los medios de comunicación audiovisuales
ha generado cambios en la manera de producir política y en el modo
de estructurar la democracia.

Como una tendencia generalizada en el mundo actual, en diver-
sos sectores de la población se ha querido tomar como fórmula mágica
sustituir el contacto personal, el mitin y la concentración multitudinaria
por el mensaje a través de los medios masivos de comunicación, todo
ello con la finalidad de solucionar la crisis en las ideas, en los proyectos,
en la cultura y –ya en el terreno político– la crisis en  las ideologías y las
ofertas democrático–electorales.

Lenta pero sistemáticamente, se intenta suplir al ciudadano com-
prometido con los ideales civilizatorios más nobles, por el ciudadano
consumidor de seducciones publicitarias. El marketing político se con-
vierte en un componente esencial de los hombres y de los partidos en
su estrategia para conquistar los mercados electorales. Con los medios
de comunicación, el binomio publicidad/propaganda busca motivar al
«hombre de la calle» para que, mediante su voto, realice el acto de com-
pra de un mensaje, de una persona, de una institución. La interrelación
de medios masivos de comunicación y publicidad política puede inducir
o incluso, moldear el deseo de los ciudadanos, más allá de las necesida-
des personales de los individuos en una circunstancia determinada. Des-
de luego, la propaganda y los medios no sólo se ponen bajo la esfera de
las necesidades de la política, sino que constituyen elementos económi-
cos y culturales per se, sujetos, a su vez, a una lógica propia de reproduc-
ción económica.

La importancia de este proceso para nuestra sociedad, nuestra
política y nuestra democracia exige su estudio y análisis desde diferen-
tes ópticas. Por esta razón, URNA/ ha cedido la voz a un grupo selecto
de trabajadores de los medios para que expresen sus puntos de vista
sobre las experiencias político–electorales vividas en Veracruz. Aspecto
importante si consideramos que el papel de los medios de comunica-
ción es fundamental en el proceso democratizador por el que nuestro
país ha apostado.

El lector encontrará en esta cuarta entrega de nuestra publicación
una equilibrada propuesta de asuntos locales y nacionales, con una va-
riedad de temas que abarcan diversos aspectos del quehacer electoral,
social y político de la sociedad veracruzana.
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os años electorales de 1997 y 1998, por su importancia e influjo, de-
jaron una serie de asuntos pendientes, cuya resolución culminó en la
primera etapa de actividades de la CEE. La instancia fue la primera
sesión extraordinaria del Consejo General de la Comisión Estatal Elec-
toral de Veracruz–Llave, celebrada en el presente año, el día 30 de
abril.

Como resultado de esta sesión extraordinaria, el Consejo Gene-
ral aprobó el «Reglamento para la presentación, revisión y evaluación
de los informes de los partidos políticos relativos al origen, monto y
aplicación del financiamiento». Este primer punto amerita un pequeño
comentario. Si bien el Código de Elecciones no le señala facultades de

fiscalización al Consejo General, sí le concede como atri-
bución “vigilar el origen, monto y aplicación de los recur-
sos, tanto de carácter público como privado, que utilicen
los partidos políticos”. Esta facultad, sin embargo, se venía
realizando con cierto grado de incertidumbre, debido a la

falta de reglamentación y de procedimientos adminis-
trativos específicos que pudieran regular los infor-
mes sobre el control y la supervisión del manejo

de los recursos. Contra todo, la calidad de los infor-
mes de los partidos políticos se mejoró de un año a

otro.
Es necesario resaltar que el Reglamento fue un

proyecto largamente trabajado, que facilitará, en
posteriores procesos electorales, la tarea de los

partidos políticos, de la Coordinación Eje-
cutiva de Prerrogativas y partidos políti-

cos; así como del Consejo General en
sus respectivos ámbitos de compe-

tencia, en lo relacionado a la pre-
sentación, revisión y evaluación
de los informes de los partidos

políticos, y en la elaboración de
los informes técnicos relativos al

origen, monto y aplicación del finan-
ciamiento público y privado que re-

ciban los partidos políticos.

L

   General

Actividades
del Consejo



Por otro lado, es necesario resaltar que antes
que violentar las actividades de los partidos, el Re-
glamento constituye, también, una valiosa ayuda que
les otorga certidumbre para recabar, sistematizar y
presentar la información referente al manejo de sus
finanzas, en los aspectos relacionados con las obliga-
ciones establecidas en la ley electoral.

En cuanto a su estructura, el Reglamento bus-
ca ser claro y específico. Se divide en tres grandes
títulos: título primero, sobre las disposiciones ge-
nerales, con un solo capítulo: ámbito de aplicación. El
título segundo, de los ingresos y egresos, con dos ca-
pítulos: uno que regula los ingresos y otro que regu-
la los egresos. El más extenso es el título tercero,
relativo a los informes, y lo conforman cinco capítu-
los: el primero de los informes anuales; el segundo
de los informes de gastos de campaña; el tercero de
la presentación y revisión de los informes anuales de
gastos de campaña; el cuarto de los informes técni-
cos y, por último, el quinto que se ocupa de la eva-
luación de los informes.

En otro punto desarrollado en esa sesión, seña-
laremos que el Coordinador Ejecutivo de Prerroga-
tivas y Partidos Políticos presentó a los integrantes
del Consejo General el informe técnico sobre el ori-
gen, monto y aplicación de gastos de campaña y fi-
nanciamiento público y privado que presentaron los
partidos políticos respecto al proceso electoral mu-
nicipal de 1997; y dio a conocer otro más, dentro
del mismo apartado legal, sobre el proceso electoral
para la renovación de los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo del Estado en 1998.

En relación a los informes técnicos presentados
por la Coordinación Ejecutiva de Prerrogativas y Par-
tidos Políticos, el Consejo General de la Comisión
Estatal Electoral, en la sesión celebrada en la fecha

señalada, aprobó un dictamen que representa el fru-
to de la voluntad para mejorar el cumplimiento de
las facultades propias del Consejo General, estipula-
das en el Código de Elecciones. El dictamen ilustra
dos situaciones:

a) que en el proceso electoral de 1997 los par-
tidos políticos PAN, PRI, PRD, PT, PVEM y PPS rindieron en
tiempo y forma ante la Coordinación Ejecutiva de
Prerrogativas y Partidos Políticos los informes sobre
el origen, monto y aplicación de los recursos de gas-
tos de campaña y financiamiento público y privado y,
además, que los mismos se ajustaron a los topes de
gastos de campaña fijados el 25 de agosto de 1997.
Los partidos políticos Cardenista y Demócrata Mexi-
cano, no justificaron ante la Coordinación Ejecutiva
de Prerrogativas y Partidos Políticos el origen, mon-
to y aplicación de los recursos de gastos de campaña
y de financiamiento público y privado en ese proce-
so electoral, por lo que no es posible determinar si
rebasaron o no el tope de gastos señalado.

b) que en el proceso electoral de 1998 los par-
tidos políticos PAN, PRI, PRD, PT, y PVEM rindieron en
tiempo y forma ante la Coordinación Ejecutiva de
Prerrogativas y Partidos Políticos los informes sobre
el origen, monto y aplicación de los recursos de gas-
tos de campaña y financiamiento público y privado y,
además, que los mismos se ajustaron a los topes de
gastos de campaña fijados el 27 de junio de  1998.

Con base en lo señalado se puede decir que el
dictamen aprobado fortalece la importante tarea de
supervisión que venía realizando el Consejo Gene-
ral, pues en este documento se vierten las experien-
cias obtenidas en la preparación de los informes
anteriores, al tiempo que mantiene un escrupuloso
respeto a la ley y al funcionamiento interno de los
partidos políticos.
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En otro rubro, el Consejo General aprobó la
razón, certificación y firma del Auto de Radicación
de las denuncias presentadas por los partidos políti-
cos por presuntos actos violatorios cometidos en la
fijación de la propaganda electoral, durante el pro-
ceso electoral de renovación de los poderes Legisla-
tivo y Ejecutivo del Estado en 1998.

Del Auto de Radicación se observa que los par-
tidos políticos presentaron 14 denuncias, a las cuales
se les dio entrada con base en el Reglamento del
Artículo 136, fracción XXI del Código de Elecciones
y Derechos de los Ciudadanos y las Organizaciones
Políticas del Estado Libre y Soberano de Veracruz–
Llave, de las cuales se desprenden: seis denuncias
de PAN en contra del PRI, y una denuncia del PRI con-
tra el PAN, en las cuales se da inicio al procedimiento
que marca el Código de Elecciones en los Artículos
324 y 325, con base en el artículo cuarto del Regla-
mento del Artículo 136, fracción XXI del citado Códi-
go. Además, otras seis denuncias del PAN contra el
PRI y una denuncia del PRI en contra del PAN, en las
cuales no se inicia el procedimiento que marca el
Código de Elecciones en los artículos 324 y 325,
con base en el artículo tercero del Reglamento del
Artículo 136, fracción XXI, del citado Código.

Por otro lado, también se aprobó la razón, cer-
tificación y firma del Auto de Radicación de la de-

nuncia presentada por el Partido Acción Nacional ante
la Comisión Distrital Electoral del Puerto de Vera-
cruz, por presuntos actos violatorios cometidos en
la fijación de la propaganda electoral durante el pro-
ceso electoral de renovación de los poderes Legisla-
tivo y Ejecutivo del Estado de 1998; de donde se
desprende que el caso se sujetará al procedimiento
establecido por los artículos 324 y 325 de la ley elec-
toral.

Con esto se comprueba la pertinencia de los
acuerdos del Consejo, en consonancia con el Códi-
go de Elecciones, para mejorar el trabajo de prose-
litismo que realizan los partidos políticos durante los
años electorales. Por otro lado, también se deja cons-
tancia del buen funcionamiento de las comisiones de
Apoyo y Seguimiento –creadas por el Consejo Ge-
neral para atender asuntos específicos relevantes–,
así como de la tarea del mismo órgano de dirección,
para aplicar los ordenamientos del Código de Elec-
ciones cuando se habla de presuntas violaciones al
mismo.

Como puede apreciarse, con el despacho de
los asuntos registrados en la agenda se finiquitaban
tareas pendientes de los procesos electorales de
1997 y de 1998. Concluyendo así, una etapa impor-
tante de las actividades del órgano máximo de direc-
ción de la CEE.



Antecedentes

ara dar continuidad a las actividades institucionales y acceder a una
etapa superior de funcionamiento en la Comisión Estatal Electoral (CEE),
se utilizaron algunas herramientas propias de la planeación estratégica.
De esta manera se busca reducir los márgenes de error e incertidum-
bre en la realización de las futuras tareas y encaminar a la institución
hacia su operacionalidad óptima.

Con el Presupuesto y el Programa General de Actividades se pre-
tende atacar tres desafíos básicos para la Comisión. En principio, cubrir
los rezagos en las áreas de Infraestructura Administrativa, de Control
Interno y Reglamentación y de Sistemas de Información. Otro aspecto
importante radica en prever y planear minuciosamente las tareas sus-
tantivas de la CEE de frente a los acontecimientos político–electorales
del año 2000. En este sentido, las líneas de trabajo definidas apuntan,
primero, a la realización del Programa de Actividades, del Manual Ge-
neral de Operación y los Manuales de Procedimientos del Proceso
Electoral del año 2000; segundo, al desarrollo del Servicio Profesional
Electoral y, tercero, a la elaboración del Reglamento Interno y al Ma-
nual de Organización.

Un último desafío, aunque no menos relevante, está formado por
el impulso a tareas complementarias, pero influyentes, tales como: el
estudio y la revisión de la Ley Electoral; el fortalecimiento de la imagen
del Sistema de Partidos Políticos y la promoción de valores y conductas
cívico–democráticas entre la población en general.

La mecánica de trabajo

Una labor tenaz y coordinada marca la pauta a seguir. Por tal razón, y
con el fin de asegurar el respaldo institucional del personal de la Comi-
sión, debe promoverse su integración funcional y alentarse un ambien-
te de trabajo armónico. Bajo esta perspectiva, cada órgano ejecutivo
realizó su Programa de Actividades y el Consejo General, por su parte,
integró seis comisiones de trabajo para brindar apoyo y seguimiento a
las tareas de los órganos ejecutivos. Al interior de estos grupos de tra-
bajo participan comisionados electorales, representantes de los parti-
dos políticos y órganos ejecutivos.

Para organizar y sistematizar esta actividad, y para llevar a cabo la
evaluación institucional, se diseñaron formatos que contribuyeron a
ordenar categóricamente la información requerida.

P

    Primera evaluación

CEE:
Diseño
delcambio.



QUEHACER/
7



Construyendo
el diseño del cambio

Este primer esfuerzo de autoevaluación institucional
y de vigilancia, en el cumplimiento de las obligaciones
derivadas del Programa General, arroja un conjunto
de realizaciones que, con base en sus logros, ya marca
un precedente en la construcción del cambio.

Las actividades del Consejo
General

El Consejo General de la CEE ha realizado, en 17
reuniones de trabajo, el desahogo de puntos rele-
vantes de su agenda de trabajo, las cuales concluye-
ron con la realización de dos sesiones extraordinarias.

La Sesión Extraordinaria del 19 de diciembre
de 1998, en la que se aprobaron los proyectos de
las actas de las sesiones celebradas por el Consejo
General los días 23 de julio y 2, 5 y 25 de agosto de
1998. Se presentó el proyecto de acuerdo del Con-
sejo General para la aprobación de los «Lineamientos
Generales del Programa de Actividades y del Presu-
puesto de la CEE para 1999». Además se presentó
el proyecto de acuerdo del Consejo General por el
que se crearon las «Comisiones de Trabajo para el
apoyo, seguimiento y evaluación del programa de
actividades de la Comisión Estatal Electoral». Tam-
bién se dio a conocer el informe de actividades de la
Dirección General de la CEE, sobre el proceso elec-
toral de renovación de los poderes Ejecutivo y Le-
gislativo del Estado; y el informe del Presidente del
Consejo General de la CEE sobre el mismo proceso
electoral.

En la Sesión Extraordinaria del 30 de abril se
aprobó el proyecto de acta de sesión del Consejo
General del 19 de diciembre de 1998 y el proyecto
de «Reglamento para la presentación, revisión y eva-
luación de los informes de los partidos políticos rela-
tivos al origen, monto y aplicación del financiamiento»;
además se llevó a cabo la razón, certificación y firma
del Auto de Radicación de las denuncias presentadas
por los partidos políticos, en general, por presuntos
actos violatorios cometidos en la fijación de la pro-
paganda electoral, durante el proceso de renovación
de los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado en
1998 y, asimismo, se presentó la razón, certificación
y firma del Auto de Radicación de la denuncia pre-
sentada por el Partido Acción Nacional ante la Co-
misión Distrital Electoral del Puerto de Veracruz, por
presuntos actos violatorios cometidos en la fijación
de la propaganda electoral, durante el proceso de
renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo del
Estado de 1998.

Por su parte, el Coordinador Ejecutivo de Pre-

rrogativas y Partidos Políticos presentó su informe
técnico a los integrantes del Consejo General sobre
el origen, monto y aplicación de los gastos de cam-
paña y del financiamiento público y privado que pre-
sentaron los partidos políticos, respecto a los proce-
sos electorales para la elección de alcaldes de 1997
y la renovación de los poderes Ejecutivo y Legislati-
vo del Estado de 1998.

Sobresale la revisión y aprobación del dictamen
del Consejo General en relación al origen, monto y
aplicación de gastos de campaña y el financiamiento
público y privado que presentaron  los partidos po-
líticos en los procesos electorales de 1997 y 1998.

Actividades
de la Junta General Ejecutiva

La Junta General Ejecutiva de la CEE celebró dieci-
siete  reuniones de trabajo. Varias fueron las activi-
dades realizadas, entre las cuales destacan: el diseño
y la formulación del Proyecto del Programa General
de Actividades, sometido posteriormente a la consi-
deración del Consejo General.

Sobresale también la realización de la estrate-
gia de aplicación, desarrollo y evaluación del Progra-
ma General de Actividades. Esta tarea abarcó el di-
seño y elaboración de formatos sobre la presenta-
ción de informes basados en los resultados finales;
de formatos para la descripción de labores específi-
cas de los proyectos ejecutivos a desarrollar y el for-
mato de revisión y evaluación de los informes de
resultados finales, presentados por las áreas ejecuti-
vas y las comisiones de apoyo al Programa General
de Actividades.

La promoción de la capacitación y adiestramien-
to del personal de la CEE es un rasgo importante,
porque a través de este rubro se concretó la partici-
pación de algunos elementos pertenecientes a di-
versas áreas del personal de la Comisión en los
diplomados Función Pública y Análisis Político, que
ofrece el Centro de Estudios para la Transición De-
mocrática, A. C., al cual asisten Jéssica Carrillo Cue-
vas, Anselmo Viñas, Hugo Enrique Castro Bernabé,
Rutilio Rosas Peralta; y el diplomado en  Derecho
Electoral,  promovido por el Tribunal Federal Electo-
ral, al cual asisten los abogados María Alejandrina Ruiz
Pimentel, Isaías Bello Gallardo, Lourdes Marín Olvera,
Raymundo Vera Santos y Romeo Estrada Ríos.

Otro aspecto preponderante sin duda, es la re-
dacción del  Manual de Procedimientos para el Re-
gistro de Asociaciones Políticas Estatales ante la CEE.

Destaca a su vez el inicio de los trámites para el
registro de una asociación política estatal (Movimiento
Civilista Independiente) ante la CEE, así como la do-
tación de equipo de cómputo a la oficina de los co-
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misionados electorales y la elaboración de la creden-
cial para los integrantes del Consejo General y de
los coordinadores ejecutivos.

Una actividad estratégica implica llevar a cabo el
reforzamiento de la imagen institucional, a través de
una mayor presencia en los medios de comunica-
ción, esfuerzo que contempla la elaboración de guio-
nes temáticos para la producción de tres videos sobre
la historia de la formación de la CEE: «¿Qué es la
CEE?», «¿Cómo está conformada?» y «¿Qué hace en
tiempos de proceso electoral?» Aunado a ello, apa-
rece la realización de un tríptico informativo acerca
de la estructura de la CEE y el anteproyecto de la
memoria  del proceso electoral de 1998.

La divulgación del quehacer de la Comisión,
específicamente sobre la concreción del Programa
General de Actividades 1999, mediante la publica-
ción de seis boletines informativos en varios medios
impresos del Estado; la presentación de la Memoria
del Proceso Electoral Municipal 1997 y la edición de
la revista URNA/ 3, el órgano informativo y de difu-
sión de la Junta General Ejecutiva, constituyen otras
de las tareas de difusión consideradas como impres-
cindibles para el acercamiento de nuestra organiza-
ción con el resto de la sociedad.

Primeros resultados

Un Programa General de Actividades concreto y
apegado a los requerimientos y realidades de la Co-
misión, permitió alcanzar las metas fijadas para el
primer tercio del año en curso. La política de accio-
nes encauzó cada proyecto hacia resultados óptimos,
mismos que servirán de base para la concatenación
del quehacer ejecutivo y funcional de la CEE. Seis
fueron las actividades que se desarrollaron en este
periodo inicial.

Desarrollo organizacional y control
de gestión

En este apartado se busca diseñar y aplicar los regla-
mentos, manuales e instrumentos administrativos
adecuados que permitan hacer más eficiente la or-
ganización en el manejo de los recursos, fortalecer
la responsabilidad profesional del personal y la reali-
zación de las tareas de la CEE.

Con  tal perspectiva, se diseñaron las bases de
funcionamiento del Departamento de Control de
Gestión y se definieron sus tareas; se realizó el ante-
proyecto del Manual de Políticas y Normas para la
Administración de Recursos Financieros y se llevó a
cabo una revisión y análisis de los reglamentos inter-
nos de los organismos estatales electorales de Hi-

dalgo, Puebla y Baja California, como punto de par-
tida para el diseño de un reglamento interno propio.

Estudio y revisión de la ley electoral

Con miras a conseguir un diagnóstico de la situación
jurídico–electoral que impera en Veracruz, se esta-
blecieron los indicadores para la estructura
metodológica del diagnóstico, a saber: funcionalidad
normativa, congruencia con el sistema general de la
Federación, esquema de antinomias, conflictos en los
criterios de aplicación, eficacia de las reglas de cono-
cimiento, aplicación interna de las normas y efectos
de aplicación en las elecciones. Paralelamente, se ha
realizado un diagnóstico del Código y se compara-
ron las normas electorales de doce entidades: Baja
California, Nuevo León, Campeche, Puebla, Estado
de México, Jalisco, Michoacán, Guanajuato, Distrito
Federal, Chihuahua, Zacatecas e Hidalgo.

Profesionalización del servidor público electoral

Mucho se ha hablado sobre las virtudes de crear un
Servicio Profesional Electoral que permita elevar los
niveles de productividad laboral y que compense
equitativamente los esfuerzos, tanto del personal que
labora en la CEE como de todos los que participan
en la organización y desarrollo de los procesos elec-
torales; ahora es tiempo de acciones. Por tal motivo,
se realizaron actividades encaminadas a hacer reali-
dad el Servicio Profesional Electoral, como son la fir-
ma del convenio de colaboración entre el Instituto
de Administración Pública del Estado de México
(IAPEM) y la CEE, la elaboración de un prediagnóstico
del personal y de la situación de la CEE y el estableci-
miento de los criterios para el análisis comparativo
de los estatutos del Servicio Profesional Electoral en
otras instituciones electorales como las de Guanajua-
to, del Estado de México, del Distrito Federal y del
Instituto Federal Electoral.

Sistema de información
y documentación electoral

Otro requerimiento básico para que la CEE cumpla
con sus funciones radica en su capacidad para esta-
blecer un canal de comunicación eficiente con la
población en general. Así fue como se diseñó un sis-
tema integral de información que permitiera orde-
nar y generar datos de calidad para producir nuevos
conocimientos útiles, tanto a la  institución como a la
ciudadanía y a los diferentes sectores sociales intere-
sados en el fenómeno democrático–electoral.



Dentro de una primera fase, se procedió a re-
cabar información socio–demográfica sobre el Esta-
do de Veracruz para conformar una base de datos.
A continuación se enuncia el acervo bibliográfico re-
copilado:

Aguilera Mejía, María de la Luz (coordinado-
ra): Veracruz: cifras y perfiles 1970–1990, 3 vv.,
Xalapa, Instituto de Investigaciones y Estudios Supe-
riores Económicos y Sociales / Universidad Veracru-
zana, 1995. Volumen I: El territorio y sus característi-
cas. Volumen II: La población y su bienestar; tomo 1:
“La población y sus principales características demo-
gráficas”, tomo 2: “Análisis de la población económi-
camente activa”, tomo 3: “El sector educativo y sus
indicadores formales: escolaridad”, tomo 4: “Vivien-
da” y tomo 5: “Salud, población indígena y justicia”.
Volumen III: Las actividades productivas; tomo 11:
“Sector agropecuario y forestal”, tomo 2: “Sector
pesquero”, tomo 3: “Sector industrial”, tomo 4: “Sec-
tor comercio” y tomo 5: “Finanzas y turismo”.

Arias Hernández, Rafael (coordinador): Base
estadística municipal del Estado de Veracruz, Xalapa,
Universidad Veracruzana, 1994.

Arias Hernández, Rafael (coordinador): Infor-
mación básica municipal de Veracruz, Xalapa, Cam-
bio XXI Fundación Veracruz, 1992.

Ávila Devézze, Guillermo (coordinador): A-
tlas Geográfico de Veracruz, Veracruz, Gobierno del
Estado de Veracruz / Secretaría de Comunicaciones,
1992.

Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática: Hechos y datos sobre las metrópolis
mexicanas, México, INEGI, 1996.

Velázquez Ortiz, Flora: Información demográ-
fica municipal del Estado de Veracruz 1900–1990,
Xalapa, Instituto de Investigaciones y Estudios Supe-
riores Económicos y Sociales / Universidad Veracru-
zana, 1991.

———:  Anuario Estadístico de Veracruz, 2
tt., México, INEGI / Gobierno del Estado de Veracruz,
1998.

———: Veracruz: Conteo de población y vi-
vienda. Resultados definitivos, información digitalizada
en disco compacto México, INEGI, 1995.

La elaboración de la guía bibliográfica de las edi-
ciones en materia político–electoral que conforma
nuestro Centro de Información y Documentación,
juntamente con su clasificación y validación, apuntala
el acervo recopilado.

Con la misma intención de abrir canales de co-
municación a la ciudadanía, se han realizado ya los tra-
bajos iniciales para la instalación de la red de Internet.
Asimismo, se adquirió el sistema de programación PERT

para la organización de actividades.

Reforzamiento de la imagen del sistema
de partidos

Para mejorar las relaciones institucionales entre los par-
tidos políticos y el órgano electoral y para reforzar la
imagen del sistema de partidos, se desarrolló un pro-
yecto de reglamento para la presentación, revisión y
evaluación de los informes de los partidos políticos; con
esta finalidad se les hizo llegar unas ministraciones de
financiamiento público.
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Educación cívica, difusión y desarrollo
de la cultura democrática

El afán por divulgar los valores cívicos y democráti-
cos en la sociedad y en los actores políticos deman-
dó a la Comisión elaborar manuales de educación
cívica y material educativo que permitieran la vincu-
lación con instituciones y autoridades educativas y la
participación ciudadana en el diálogo democrático.

El primer paso para cubrir este requerimiento
consistió en reactivar el convenio de colaboración
establecido en 1995 entre la Secretaría de Educación
y Cultura  del Estado y la CEE.

En segunda instancia se impartieron pláticas en
escuelas y bibliotecas públicas de varios municipios
veracruzanos. En Xalapa y en el Puerto de Veracruz,
por ejemplo, se realizaron dos paneles sobre valo-
res cívicos y sobre la democracia, mismos que estu-
vieron acompañados de exposiciones fotográficas y
de material informativo sobre el tema. También se
realizaron dos mesas redondas: una celebrada en la
ciudad de Orizaba y otra en la ciudad de Veracruz.

Es importante señalar que las pláticas informati-
vas en recintos escolares abarcaron los niveles  bási-
co, medio y medio superior. De estas charlas con
estudiantes, destaca la que se llevó a cabo en la tele-
secundaria de Agua Caliente, municipio de Apazapan,
ya que en esta escuela se realizó también un simula-
cro de jornada electoral. A nivel bachillerato, se cu-
brieron los municipios de Xalapa, Banderilla y Vera-
cruz.

Con base en las experiencias obtenidas en la
población escolar, se redactó un proyecto de Guía
para la Organización y Desarrollo de Elecciones Es-
colares, con el fin de generar conocimiento en los
alumnos sobre los procedimientos de preparación,

organización y desarrollo del proceso electoral.
Otra importante actividad realizada por la Co-

misión fue el taller–seminario preparatorio para el estu-
dio situacional sobre la educación cívica del Estado.

Nuevos horizontes

La evaluación realizada hasta ahora nos ha permitido
reflexionar y plantear nuestro Programa General de
Actividades 1999 hacia un nuevo horizonte de ac-
ciones, en busca de su agilización y de un cumpli-
miento eficiente y eficaz. En este sentido, se estable-
ció una nueva orientación de actividades, las cuales
estarán centradas hacia tres grandes rubros priorita-
rios, con base en las funciones y necesidades de tra-
bajo que debe desempeñar la CEE en este año.

El primer punto consiste en la preparación y or-
ganización del proceso electoral del año 2000, con-
cretamente en la elaboración del Manual Operativo
y el de Procedimientos; así como del Programa de
Actividades. El siguiente reto lo representan la ins-
tauración del Reglamento Interno y del Manual de
Organización. Y el último eslabón de la cadena que
consolidaría la estructura ejecutiva de nuestra insti-
tución es el Servicio Profesional Electoral, que se re-
flejaría en elevar el nivel de selección del personal y
en un mejoramiento de los contenidos de los pro-
gramas de capacitación electoral.

De esta forma, con la revisión de las insuficien-
cias y de los aciertos, la CEE se prepara para en-
frentar la difícil empresa que implica la realización
de los comicios mencionados, en un escenario lle-
no de verdadera competencia electoral que exigirá
el mejor de los desempeños por parte de las ins-
tancias electorales.



l fortalecimiento de la Comisión Estatal Electoral (CEE) va. La realiza-
ción de nuestro Programa General de Actividades, aprobado por el
Consejo General, avanza en medio de resistencias, inercias, motiva-
ciones desbordantes y nuevas experiencias: expresiones normales, to-
das, derivadas de enfrentar nuevas formas de desarrollar el trabajo
institucional.

Las evidentes carencias en materia de infraestructura administrati-
va demandan acciones rápidas y bien realizadas, pues, de otra manera,
dejarían sentir sus efectos negativos durante la realización del ya inmi-
nente proceso electoral del año 2000. Para la renovación del Poder
Legislativo y de los ayuntamientos, la CEE se mueve en un ambiente de
incertidumbres y desafíos, a los cuales debe hacer frente. Veamos al-
gunos de ellos.

Por vez primera, se realizarán conjuntamente elecciones de dipu-
tados y ediles. El esfuerzo de organización, de logística, de presupues-
tos y de conciliación política exigirá, de todos los actores involucrados,
enfrentar situaciones inéditas.

Por otro lado, hacia finales de año se renovarán los principales
puestos ejecutivos de la institución. Dadas las complejidades de los
comicios y de la vida política que se avizora para el próximo año, quie-
nes entren al relevo tendrán un margen de tiempo que se antoja redu-
cido para adentrarse en los asuntos propios de nuestro organismo y
para conducir el proceso con entera satisfacción.

Aunada a estas dos circunstancias, es muy probable que haya una
esperada reforma electoral, la cual introducirá nuevos aspectos legales
que repercutirán en la operación y en la organización, tanto de la CEE

como del proceso electoral en sí.
En este contexto, nuestra institución requiere hacer, en 1999, un

amplio y consistente esfuerzo de planeación, prospectiva y estratégica,
para reducir los márgenes de improvisación y de incertidumbre que
siempre acompañan a la innovación. En esta tarea, sus propios medios
y deseos de superación resultan insuficientes para allegarse recursos,
experiencias, consejos. Desde esta óptica, durante la gira de trabajo
para conocer experiencias exitosas sobre el sistema del Servicio Profe-
sional Electoral, se estableció un primer contacto con el titular del Ins-
tituto de Administración Pública del Estado de México (IAPEM), licenciado

E

  IAPEM
Convenio

CEE/
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riesgos inherentes al cambio: la adopción indiscrimina-
da de patrones de organización; el abandono de prác-
ticas que hubiesen probado su eficacia en circunstan-
cias específicas de nuestro entorno; una desbordada
propensión al cambio sólo por el cambio; una reac-
ción emotiva de aferramiento a esquemas ya cadu-
cos para el momento y un pragmatismo que rompe
cualquier posibilidad de hacer eficientes los sistemas
de trabajo.

Este convenio de colaboración posibilita la con-
vergencia y la decisión de avanzar firmemente en el
camino de una mayor democratización, con la ex-
periencia de una administración científica operativa
en nuestra realidad.

El enfoque científico será útil para hallar la solu-
ción a los problemas de operación y proporcionará
a la administración ayuda en la toma de decisiones o
reglas para la toma de decisiones derivadas de una
orientación del sistema total, de métodos científicos
de investigación y de modelos de la realidad, basa-
dos en mediciones y técnicas cuantitativas.

Apoyándonos en estos principios, tendremos la
posibilidad de superar los riesgos críticos del cam-
bio, como pueden ser: un hacer anárquico y a veces
exuberante que impida la buena marcha administra-
tiva; una administración repetitiva que duplique es-
fuerzos sin resultados tangibles; una gestión sin
tiempos, con metas desdibujadas o, en el mejor de
los casos, con atención sólo a lo contingente; un deve-
nir administrativo, que sin control, deje perder es-
fuerzos dignos de mejor suerte.

Éste es el inicio de un esfuerzo sistemático que
habrá de unir sus esfuerzos al programa de Servicio
Civil de Carrera que impulsa el Gobierno del Esta-
do. La CEE es un organismo autónomo y reforzará
su autonomía, no con el aislacionismo, sino gracias a
la colaboración y a la interrelación, sino gracias a la
colaboración y a la interrelación institucional con
aquellos organismos públicos y privados que nos ayu-
den a situarnos, desde el punto de vista institucional,
como ejemplo de una organización profesional, éti-
ca y científicamente conducida.

El conjunto de acciones que se desarrollarán a
corto y largo plazos,  adquirió un compromiso com-
partido en el marco de las cláusulas del convenio
firmado. Por su importancia y trascendencia, repro-
ducimos a continuación los compromisos que am-
bas instituciones adquirieron de mutuo acuerdo.

CLÁUSULAS

PRIMERA. Las partes se obligan a presentarse mutua-
mente asesoría y apoyo, así como a intercambiar
servicios en las áreas de interés común, lo que se
hará constar en un anexo técnico por cada proyecto
ejecutivo específico.

Samuel Espejel, quien ocupó recientemente la pre-
sidencia del Instituto Estatal Electoral de la misma
Entidad federativa.

El rápido entendimiento de nuestras necesida-
des de desarrollo organizacional y la voluntad de pres-
tar los servicios profesionales que ofrece el IAPEM

facilitaron la firma de un convenio de colaboración
institucional. Durante el acto protocolario de la fir-
ma, al cual asistieron como testigos de honor el doc-
tor Mauricio Merino Huerta, Consejero Electoral del
Instituto Federal Electoral, y la doctora Mireya Toto
Gutiérrez, Coordinadora del Sistema del Servicio
Civil de Carrera del Gobierno del Estado de Vera-
cruz–Llave, Samuel Espejel expresó:

El Instituto de Administración Pública del Estado de
México, consciente de la importancia que represen-
ta incentivar la enseñanza, el estudio, difusión y ex-
tensión de la ciencia público–adminitrativa busca
fortalecer la inculcación de valores y orientaciones
que mantengan la perspectiva de consolidar y difun-
dir estas acciones, [...] encaminadas a la superación
académica y al desarrollo profesional, como elemen-
tos que conformen el sustento de nuestra cultura.

Para Espejel, los servidores públicos deben po-
seer una sólida formación profesional y deben conju-
gar su ejercicio con la sensibilidad, capacidad de
concentración, honestidad, voluntad y creatividad;
atributos indispensables para un servidor público
moderno. Por otro lado, considera que la moderni-
zación no sólo debe circunscribirse al ámbito políti-
co–electoral, también debe abarcar al sector admi-
nistrativo y, conjuntamente, al económico, político
y social, con el fin de propiciar mejores niveles de
bienestar.

Por último, el director de la institución mexi-
quense se refirió a la dignificación y a la profesio-
nalización de la función pública, sobre la cual afirmó
que requiere ser fomentada, en el sentido de que se
debe proveer al servidor público de los medios e
instrumentos necesarios para aprovechar su capaci-
dad productiva y creativa.

El cambio interno

El equilibrio entre conservación y transformación
debe guiar nuestro desarrollo organizacional. De ahí
que, apoyándonos en el Plan Veracruzano de Desa-
rrollo, el cual propone diversas políticas para mejo-
rar a los órganos electorales de la Entidad, propusié-
ramos una orientación de nuestros trabajos, en
colaboración con el IAPEM.

Ahora bien,  en el umbral de un nuevo proceso
electoral, debemos precavernos de algunos de los
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SEGUNDA. “EL IAPEM” otorgará  facilidades para que
su personal docente participe como expositor, en
conferencias que organice “LA COMISIÓN”, sobre te-
mas de interés para ambas partes.

TERCERA. “LA COMISIÓN” facilitará a “EL IAPEM” infor-
mación para la realización de investigaciones sobre
la teoría y práctica de la Administración Pública; asi-
mismo, pondrá a su disposición el acervo que ha ge-
nerado la experiencia electoral del Estado.

CUARTA. Las partes determinarán la conveniencia
de llevar a cabo programas o acciones de intercam-
bio de materiales bibliográficos y audiovisuales; de
acceder a bancos de datos e información relaciona-
da con áreas de interés común, e intercambiar expe-
riencias para el mutuo fortalecimiento.

QUINTA. Los gastos que ocasionen con motivo
de este convenio serán normados por la capacidad
administrativa y económica de ambas partes. Los cos-
tos de los apoyos que no hayan sido objeto de espe-
cificación previa, serán asumidos por cada parte en
lo que corresponda.

SEXTA. Los firmantes convienen que la relación la-
boral se mantendrá, en todos los casos, entre la parte

contratante y su personal respectivo, aun en los tra-
bajos realizados conjuntamente y que se desarro-
llen en las instalaciones o con equipos de cualquiera
de las partes.

SÉPTIMA. El presente convenio entrará en vigor a
partir de la fecha de su firma y tendrá una duración
de un año, sin perjuicio de la facultad de las partes de
reformarlo o adicionarlo en cualquier tiempo.

En la ciudad de Xalapa, Veracruz, el 16 de abril
de 1999, firmaron dicho documento los respresen-
tantes de las instutuciones involucradas; por el IAPEM,
el licenciado Samuel Espejel Díaz González, presi-
dente del Comité Directivo del IAPEM, y por la Comi-
sión Estatal Electoral, el licenciado Antonio Soberanes
Shepard, director general de la CEE, y el doctor Fran-
cisco Montfort Guillén, presidente  del Consejo Ge-
neral de la CEE.

El vínculo contraído con el IAPEM forma parte de
los diversos mecanismos a través de los cuales nues-
tra institución busca hacer frente a los cambios por
venir. El esfuerzo continuo y la superación de los
escollos inherentes a todo cambio, marcarán nues-
tra ruta.



l pasado 15 de abril se dio a conocer la Memoria del proceso electoral
municipal 1997. Testimonio de un esfuerzo democrático en Veracruz. El
acto de la presentación se celebró en el Museo de Antropología de la
ciudad de Xalapa y en dicha ceremonia participaron Leopoldo Alafita
Méndez, consejero electoral; Samuel Espejel Díaz González, presi-
dente del Consejo Directivo del Instituto de Administración Pública del
Estado de México; Dora María Estévez Andrade, presidenta de la Co-
misión Distrital Electoral de la ciudad de Veracruz 1998; y Mauricio
Merino Huerta, consejero electoral del Instituto Federal Electoral.

La obra fue impresa en dos tomos, el segundo de los cuales co-
rresponde a los anexos (estadísticas, preferencias electorales y resul-
tados oficiales); el primer tomo incluye las actividades del Consejo
General y de la Junta General Ejecutiva, las opiniones de los comisio-
nados electorales del Consejo General y una primera serie de anexos,
que contiene, entre otros documentos, el concentrado de los acuer-
dos del Consejo General, un resumen de los delitos electorales y el
desglose del tope de gastos de campaña para cada uno de los partidos
políticos distribuidos por cada uno de los 210 municipios del Estado
de Veracruz.

Leopoldo Alafita Méndez hizo referencia a que uno de los temas
más tratados a lo largo de los últimos quince años en los medios de
información nacionales y locales “han sido sin lugar a dudas las eleccio-
nes” que, asimismo, han acaparado “con mayor interés la atención del
público”. De igual modo, afirmó que las elecciones se han convertido
en “el método democrático para alcanzar la representación regional o
general de una nación”; que éstas han alcanzado, “aunque no sin polé-

/Ángel José Fernández
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mica y diferencias, un estatus muy aproximado de
gobiernos y representantes legítimos en donde la as-
piración del control del gobierno por parte del pue-
blo parece algo próximo y real”.

Para Samuel Espejel Díaz González el proceso
reflejado en Testimonio de un esfuerzo democrático
es una “forma nueva de democracia” y particular-
mente “de los procesos electorales que la sustentan
y dan vida”. Se ha tratado de “organizar, desarrollar y
vigilar los procesos electorales” con una nueva for-
ma, a la que “se incorporó el Estado de Veracruz–
Llave en los comicios de 1997”. Para Dora María
Estévez Andrade, la experiencia electoral de 1997
ha sido “el año de la consolidación de la Comisión
Estatal Electoral” por haberle dado a la ciudadanía
una “mayor confianza y credibilidad”, situación que
da una idea de “la trascendencia en la vida política y,
por ende, democrática para los años siguientes en
que dure el periodo del gobernante a elegir”. Para el
comisionadado del IFE, Mauricio Merino Huerta, ha-
ber editado la memoria ha sido “un verdadero es-
fuerzo democrático, que en eso consiste, finalmente,
la organización de las elecciones”.

La Memoria refleja, en términos de Alafita
Méndez, “algunos aspectos relevantes de esos co-
micios”; su impresión habrá de ser útil para los in-
vestigadores de las disciplinas sociales y “para la ela-
boración de aportes a la ciencia política y a la cultura
electoral”; su utilidad ha de partir de lo que allí se
contiene, de manera ordenada: la labor que realizó
la CEE “apoyada por la participación ciudadana a tra-
vés de los partidos políticos”; porque, además, inclu-
ye los indicadores “propios para el análisis de los
resultados electorales”, así como los aspectos “de un
programa específico que permiten transitar a la ciuda-
danía veracruzana en el camino real y de progresiva
democratización”; la obra, concluye Alafita Méndez,
ha reproducido “suficiente material para interpretar
el esfuerzo que la ciudadanía realiza en la constante
forja de la democracia en nuestra Entidad”.

Espejel Díaz González ha inscrito la Memoria
dentro de los cauces “que perfeccionan paulatina-
mente los sistemas electoral y de partidos políticos
en México”; la ha denominado, además, como un
material que da testimonio de la incorporación de
un Estado al “concierto procedimental electoral”; se
trata, ha dicho, de un mecanismo editorial que le brin-
da operatividad a la CEE. Hizo mención de la parte
medular de su contenido: los treinta acuerdos que
se expidieron, de los que “24 se aprobaron por una-
nimidad y sólo uno por mayoría”, lo que “refleja la
gran labor de concertación y corresponsabilidad que
imperaron durante sus trabajos”. También destacó
las labores de apoyo y seguimiento “a las Comisio-
nes Municipales”.

Destacó, por otra parte, que “todos los actos

que integraron el proceso electoral de 1997 en el
Estado de Veracruz fueron atendidos, en sus diver-
sas etapas, por las partes integrantes de la CEE”. Fi-
nalmente, hizo hincapié en algunas de las actividades
realizadas.

Para la conformación de las 210 Comisiones
Municipales Electorales “se propusieron al Consejo
General 3,780 ciudadanos”. En lo que respecta a la
actualización del padrón electoral, “se instalaron y
operaron un total de 63 módulos, donde se otorga-
ron 42,286 credenciales. Asimismo, habló de la rea-
lización de una serie de acciones pertinentes para la
exhibición de la Lista Nominal y la depuración de la
misma, que, por cierto, llegó a un Padrón Electoral
de 3’974,596 ciudadanos y una Lista Nominal de
3’916,277 electores”.

Posteriormente, se refirió a la integración de los
funcionarios de las mesas directivas de casilla y de los
procesos que la formaron, a través de las fases de
primera insaculación, notificación de insaculados, se-
gunda insaculación, segunda notificación y capacita-
ción, actividades que arrojaron un total de 593,481
ciudadanos insaculados; 359,645 notificados; 92,532
de ellos aptos; 45,702 desginados para un total de
7,617 mesas directivas. También expuso que el rubro
de prerrogativas de los partidos políticos es “un as-
pecto innovador” en lo que se refiere al financiamien-
to público, al acceso a los medios de comunicación y
a los criterios y acciones de comprobación del finan-
ciamiento público y privado. Otro aspecto innova-
dor del que hizo mención fue el de los topes de los
gastos de campaña. Por último, Samuel Espejel Díaz
González calificó a la Memoria como “documento his-
tórico” al erigirse como el primer paso “de la demo-
cracia moderna del Estado”, regida por medio “de la
organización, desarrollo y vigilancia”, actividades to-
das, a cargo de la CEE.

Estévez Andrade quiso resaltar el manejo con-
fiable con que se puso en manos de los diversos me-
dios de comunicación la información de cada una de
las etapas del proceso electoral, lo que habrá de con-
tribuir, expresó, a encauzar una formación cívica “en
beneficio de una nueva cultura electoral” y del bien
común.

 El doctor Merino Huerta advirtió la necesidad
de que, para “que la política se asiente en términos
realmente normales”, debe propugnarse para que
haya “una despolitización creciente de los órganos
encargados del arbitraje y de la organización electo-
ral”. Sólo mediante la despolitización “se cifra la ex-
presión libre, directa, universal y secreta de la volun-
tad de cada uno de los mexicanos con derecho a
voto”.

Merino Huerta se refirió al funcionamiento
del Programa de Resultados Preliminares (PREP).
Le pareció notable que, hacia la medianoche del



día de la elección, “ya se tenían reportadas 7,435
casillas, el 98%, que daban cuenta de los resultados
preliminares en 209 de los 210 municipios; esto es,
el 99% de avance, circunstancia que se concretó una
hora después” con una información del 100% de
“esos resultados electorales preliminares”.

Abundó sobre tres ideas: la de la corresponsa-
bilidad “entre quienes tienen a su cargo la tarea téc-
nica de la organización, y quienes tienen a su cargo
la tarea política de la postulación de candidatos, de la
postulación de programas, del debate, de la disputa,
finalmente, por los cargos públicos”.

Con esta corresponsabilidad, todos, “inclusive
quienes no ganan en una elección un cargo público,
todos salen ganando cuando la democracia por la vía
electoral cumple con el propósito de ser una muy
transparente muestra de la voluntad de los ciudada-
nos”.

La segunda idea fue la de “la responsabilidad
técnica profesional, individual también, que cada uno
de los que pertenecen a los órganos electorales debe
poseer y desarrollar”, para que, con base en el princi-
pio de la imparcialidad, signifique “un compromiso
cierto, firme, cotidiano con la pluralidad que todos que-
remos para el país”.

La tercera “es la idea de que esta combinación
de corresponsabilidad y compromiso firme con la
pluralidad esté acompañada de una mayor profundi-
zación del ejercicio profesional de esta tarea”. Y re-
calcó: “la profesionalización de la organización elec-
toral resulta, desde mi punto de vista, una de las anclas
fundamentales”; se tiene que abandonar “la lógica
de la improvisación”.

Al proseguir con su participación, Merino Huer-
ta expresó que, con base en las ideas expuestas, se
pueden conseguir “resultados objetivos muy puntua-
les y muy vigilados por todas y cada una de las fuer-
zas políticas que, en ese momento, estén disputan-
do un cargo público”; hacerlo “de una manera más
calificada, cada vez más profesional”; sólo semejan-
tes condiciones nos permitirían “entrar en un terre-
no menos dramático en cada jornada electoral, más
habituado al ejercicio periódico de esta voluntad ciu-
dadana que se expresa en el voto”.

Al final de su intervención, Merino Huerta pa-
rodió la frase de Francisco Montfort Guillén, presi-
dente del Consejo General de la CEE: “Hay que
desdramatizar las contiendas electorales, para que
éstas se constituyan en procesos normales de expo-
sición de ofertas políticas”. A lo que abundó el con-
sejero electoral del IFE: “Tiene razón, creo que México
habrá dado un paso más en la construcción de su
propia democracia, el día en que la organización de
los procesos electorales ponga menos acentos en
sus perfiles políticos, en las dificultades del debate
que se plantea en cada una de las contiendas y co-
mience a ver el cambio con más serenidad; que la
organización de estos procesos es una tarea técnica-
mente compleja, que técnicamente, sin embargo,
debe ser desarrollada para garantizar a los conten-
dientes, pero, sobre todo, a los ciudadanos, que su
participación sí importa, que su participación sí de-
termina la conformación, la integración de los órga-
nos del poder y que, gracias a esa feliz combinación,
este país puede darse el lujo de arraigar su vida de-
mocrática a largo plazo”.
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l objeto de este ensayo, que presenté en el encuentro conmemorati-
vo del Cincuentenario de la Sociedad Mont Pèlerin, es ver si la demo-
cracia liberal, por cuya consolidación tanto hemos luchado los miembros
de esa Sociedad a lo largo de medio siglo, corre hoy algún grave peli-
gro político que deberíamos conjurar.

Pero, ¿es juicioso hablar de peligros para la democracia apenas
pasados diez años de la caída del muro de Berlín y del colapso del co-
munismo? ¿No será esta actitud otra muestra de un pesimismo típica-
mente europeo? ¿No será que el cansancio de la civilización nos lleva
a los europeos a percibir la victoria sobre el totalitarismo y el socialis-
mo como menos decisiva de lo que se la ve desde las orillas de Asia y
las fronteras de América?

Antes y después de la Guerra Fría

Aún retumbaba el eco de la recién acabada Guerra Mundial cuando,
en la primavera de 1947, los padres fundadores de la Sociedad Mont
Pèlerin se reunieron en Suiza para debatir sobre el futuro de la demo-
cracia liberal, que por segunda vez en el siglo parecía en peligro de
desaparición.

El pueblecito de Mont Pèlerin, cerca de Vevey, acogió en esa pri-
mavera del 47 a treinta y nueve intelectuales de Europa y América por
iniciativa de Friedrich von Hayek para “discutir sobre el liberalismo y su
declive, sobre la posibilidad de un renacimiento liberal y sobre la con-
veniencia de crear una asociación de personas de comunes conviccio-
nes sobre la naturaleza de la sociedad liberal”, relata el historiador oficial

/Pedro Schwartz*

La desintegración generalizada y el caos social y político que se han apoderado de
Albania deberían ilustrarnos sobre lo precario de nuestra condición, y abrirnos los
ojos respecto de la fragilísima película sobre la que se asientan la modernidad, el
progreso, la cultura democrática [...] Así como es largo y costoso acceder a la ci-
vilización, el retroceso a la barbarie es facilísimo, un riesgo contra el cual no hay
antídoto definitivo.

MARIO VARGAS LLOSA

E
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* Título original: “La precariedad de la democracia liberal: Fukuyama, Buchanan, Hayek”. Ponencia
presentada en la Reunión Conmemorativa del L Aniversario de la “Sociedad Mont Pèlerin”, en
Suiza.
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de la Mont Pèlerin Society, Max Hartwell.1 Entre
los allí reunidos se encontraban personalidades
que luego se han hecho famosas por su inteligen-
te e incansable defensa de las libertades: el pro-
pio Hayek, que presidía; Milton Friedman, Henry
Hazzlitt, Bertrand de Jouvenel, Frank Knight, Fritz
Machlup, Ludwig von Mises, Karlo Polanyi, Karl
Popper, Lionel Robbins, Wilhelm Ropke, George
Stigler, Aaron Director, Walter Eucken, entre otros,
muchos de ellos mis maestros.

El club que nació en aquella ocasión ha sobrevi-
vido, pese a todos los pronósticos, y ha contribuido
notablemente a la superviviencia y difusión de las ideas
liberales. No tiene sede social. No cuenta con em-
pleados. La administración se reparte entre distintos
países en manos de cargos electos gratuitos. No hace
declaraciones corporativas ni publica libros. Pero a
sus sesiones plenarias acuden centenares de profe-
sionales de todo el mundo, unidos por sus distintas
concepciones de la sociedad liberal.

En aquella ocasión de posguerra, los fundado-
res temían que se repitiera la historia de las décadas
de 1920 y 1930, cuando el comunismo, el fascismo
y después el nazismo estuvieron a punto de conse-
guir la extinción permanente de la libertad en Euro-
pa. Terminada la II Guerra Mundial, se cernían nuevos
peligros.

En la sesión dedicada al marco político de la
democracia liberal, marco cuya importancia tantos
defensores del libre mercado suelen olvidar, los allí
reunidos comenzaron por expresar los temores que
les causaba la amenaza externa: los rusos sólo se
detendrían ante la firmeza de las democracias; sólo
EE.UU. podría alimentar las masas del Continente; sin
un continuo estado de apercibimiento de EE.UU. y
Gran Bretaña para mantener abiertas las vías del
Océano Atlántico, Europa sería rendida por hambre.

Adentrándose en el análisis de la situación,
Polanyi avisó contra una debilidad congénita de las
democracias. La propia esencia razonable de los li-
berales les había llevado entre las dos guerras a con-
tentar a los dictadores, con trágicas consecuencias.

El «apaciguamiento» [appeasement] fue la culminación
de un largo proceso de la política liberal desde el
siglo XVII, que crecientemente procuraba basar las
relaciones humanas en los principios de la confianza

entre los hombres y que se enfrentó de repente en
Europa con una herejía que negaba esos principios.2

Frank Knight expresó la casi convicción de que
se repetiría ese mismo tipo de rendición moral ante
la Unión Soviética. Poco sorprendente, pues, que
Popper exclamara al �oírlos: “la situación presente casi
nos lleva a una total desesperación”. Sin embargo,
acertó al matizar esas negras premoniciones en su
derredor: “pero no creo que la situación sea tan des-
esperada como la ha descrito el señor Knight”. En
efecto, en este año 1997 hemos podido celebrar la
sabiduría y el valor de esos peregrinos de la libertad
en el mismo pueblecito suizo en el que se juntaron
por primera vez y bajo un cielo mucho menos car-
gado de nubarrones.

La batalla no está ganada

Han triunfado muchas de las causas por las que he-
mos luchado los liberales de la Sociedad Mont Pèlerin.
El momento culminante ha sido el año de 1989, cuan-
do ante los ojos asombrados del mundo se derrum-
bó el muro de Berlín, el temido símbolo de opresión
física, moral e intelectual del totalitarismo de izquier-
da. Ocurrió exactamente dos siglos después de ini-
ciarse la Revolución Francesa, la revolución raciona-
lista que perdió el camino. Algunas de las trompetas
que resquebrajaron ese nuevo muro de Jericó fue-
ron sin duda las de los Montpelerinos, quienes lleva-
ban decenios denunciando la planificación centrali-
zada, el historicismo, el constructivismo y otros vicios
intelectuales de feo nombre que aquejan a las socie-
dades colectivistas: monstruos que prosperan cuan-
do la razón duerme.

Sería, sin embargo, un error, y peligroso, pensar
que la batalla está definitivamente ganada. Ni pode-
mos estar seguros de que la democracia liberal esté ya
firmemente establecida en los países avanzados ni de-
bemos creer que de forma inevitable la adoptarán los
países en vías de desarrollo, según vayan progresando.

El doctor Frank Fukuyama es el paradigma de
los optimistas que piensan que el barco de la historia
navega ya seguro en aguas liberales.3 Un arraigado
anti–historicismo me llevó, en principio, a rechazar
de plano esta tesis hegeliana. Pero gracias al profe-
sor Buchanan he ido cambiando mi rechazo total y
ahora soy de la creencia más matizada de que tiene
cierto fundamento la confianza de Fukuyama en la
victoria de la libertad y la democracia.

La tesis que ahora sostengo es más limitada que
la de Fukuyama. Creo que la democracia liberal se
está convirtiendo en una forma de organización so-
cial muy atractiva para pueblos de las más diversas
culturas y en fases muy diferentes de desarrollo, so-

1 Hartwell, R.M.: A History of the Mont Pèlerin Society, Indianapolis, Liberty
Fund, 1995, p. 26.
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2 Un resumen muy sucinto de las deliberaciones fue compuesto por el
que luego sería Secretario de la Mont Pèlerin durante muchos años,
Albert Hunolt, del que se repartieron fotocopias con ocasión del
encuentro de 1997.

3 Fukuyama, Frank:  The End of History and the Last Man, New York,
1991.
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bre todo porque refuerza la autonomía individual y
proporciona crecimiento económico. Pero también
creo que de estos elementos no puede deducirse
que esté totalmente asentada y para siempre asegu-
rada su pervivencia. Las razones que me hacen pen-
sar que la democracia liberal se encuentra en situación
de equilibrio inestable se pueden clasificar bajo tres
encabezamientos:

• Las sociedades abiertas están expuestas a los
peligros de la guerra, las luchas intestinas y el terro-
rismo.

• Las economías libres ven limitada su actuación
por coaliciones minoritarias o incluso mayoritarias,
que, aprovechando los instrumentos de la demo-
cracia, ofrecen a sus seguidores ventajas a corto pla-
zo, más claramente identificables que las que ofrece
a largo plazo la libre competencia a la generalidad de
los ciudadanos.

• La mayor parte de la gente no comprende, o
comprende mal, el funcionamiento de un orden so-
cial espontáneo, cual es el de las democracias basa-
das en el imperio de la ley y el libre mercado.

En suma, la crisis actual del liberalismo nace, a
mi entender, de las limitaciones militares, políticas y
psicológicas de la democracia, algunas de las cuales
son especialmente visibles en Europa. Es revelador
que en nuestra parte del mundo se achaquen al mer-
cado económico (lo que mejor funciona en las de-
mocracias liberales) deficiencias nacidas de los de-
fectos del sistema político, aquejado de carencias
informativas, de coalición de intereses y de sofismas
ideológicos.

Razones para sentirse optimista

No se piense que, al unirme críticamente al optimis-
mo de Fukuyama y Buchanan, estoy extrapolando
tendencias recientes reveladoras del triunfo liberal.
También descubro esperanzas de progreso en un
ensayo de Popper del año 1963: “La historia de nues-
tro tiempo: una visión optimista”. Popper no era
persona que olvidara que todas las tendencias histó-
ricas son tendencias condicionadas, es decir, suscep-
tibles de regresión. Tampoco era persona que se
dejase entusiasmar por el mero progreso material.
Siempre tuvo muy en cuenta la calidad moral de la
vida social. Por ello lamentó con especial sensibilidad
las terribles tragedias de nuestro tiempo, alguna de
las cuales había vivido en su propia persona. Sin
embargo, no dudaba en afirmar que “nuestro mun-
do libre es con mucho la mejor sociedad que haya
existido en el curso de la historia de la humanidad”,
lo que sorprenderá a más de un Jeremías à la mode.

No pasaba Popper por alto, como digo, los mo-
mentos negros de nuestra época: “¿Cómo puedo

mantener que no vivimos en un mundo lleno de mal-
dades? ¿Es que he olvidado a Hitler y a Stalin? No,
desde luego”. No obstante, sostenía que las masas
no son tan malas como podría deducirse de la fasci-
nación ejercida por esos demagogos:

Es cierto que estos dictadores apelaban a toda clase de
miedos y esperanzas, a prejuicios y envidias, e incluso
al odio. Pero su atractivo fundamental consistía en
apelar a una cierta moralidad. Portaban un mensaje
y exigían sacrificios y es triste constatar con qué facili-
dad puede hacerse mal uso de los mecanismos mora-
les. Pero es un hecho cierto que los grandes dictado-
res han intentado siempre convencer a sus pueblos
de que ellos conocían el camino que conducía a unos
niveles morales más altos.

Popper creía también que se habían realizado
grandes avances en la lucha contra la pobreza, el
desempleo masivo –como el sufrido en la década de
1930–, la enfermedad, la crueldad de los castigos pe-
nales, la esclavitud, la discriminación religiosa y racial,
la guerra y otros males de la sociedad, “no sólo en
Gran Bretaña a través del Estado de Bienestar, sino
por uno u otro medio en todos los rincones del
mundo libre”. Yo creo que podemos estar de acuer-
do en que, a pesar del excesivo crecimiento del Es-
tado de Bienestar, hemos reducido estos males que
afligen a la sociedad y que, además, lo hemos conse-
guido en muchos lugares por “uno u otro medio”
distinto de los del Estado providencia.

El azote de la guerra y su evitación vienen muy
al caso en mi análisis, porque yo creo que la opinión
pública en las sociedades democráticas no está sufi-
cientemente atenta a los peligros que suponen la
agresión externa y la revolución violenta. Esto tiene
su aspecto positivo: otra razón para sentirse opti-
mista con Popper sobre el siglo XX era que “desde el
tiempo de la guerra de los Boer ningún gobierno
democrático del mundo libre ha estado en situación
de comenzar una guerra de agresión”. Debemos fe-
licitarnos por este hecho, pero también preocupar-
nos si esta actitud nos lleva a estar desapercibidos en
caso de ataque por sociedades no democráticas o
movimientos fanáticos.

Vemos así que uno de los más ilustres fundado-
res de la Mont Pèlerin alienta nuestras esperanzas:
podemos coincidir con él en que la democracia libe-
ral es un sistema mejor que los demás y en que toda
la humanidad, sobre todo las sufridas y pisoteadas
masas que la componen en su mayoría, sentirán por
ella una creciente atracción.

Así pues, el gran Schumpeter, amigo de muchos
de nuestros fundadores, pero no por casualidad au-
sente de la sesión fundacional de la Mont Pèlerin, se
equivocaba de medio a medio. En su libro Capitalis-
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mo, socialismo y democracia (1942), había sostenido
que el capitalismo perecería por razón de su propio
éxito, dando lugar a alguna forma de organización co-
munitaria o socialista del mundo. Esta doctrina era la
cumbre del pesimismo en lo que se refiere al espíri-
tu humano. El capitalismo, decía, era una forma su-
perior de organización social, en la que el progreso
destructivo eliminaba los residuos ineficaces y don-
de la circulación de élites llevaba a una igualdad más
efectiva que en los sistemas socialistas. Concluía, sin
embargo, que la opinión democrática no aceptaría
esta visión y utilizaría la riqueza así acumulada en las
economías libres para permitirse el lujo efímero del
socialismo. “¿Puede sobrevivir el capitalismo? No, no
creo que pueda”, concluyó este mal profeta.

Profecía casi cínica la de Schumpeter es la que
desecha Fukuyama, aunque por un exceso de con-
fianza lo haga sin paliativo alguno. Una visión más so-
bria es la que encontramos en el ensayo del profesor
Buchanan, titulado “El triunfo de la ciencia económi-
ca, ¿quimera o realidad?”4

Buchanan cree que no tomará cuerpo la visión
schumpeteriana si los defectos de la democracia se
exponen constantemente a la opinión y si se hacen
propuestas sensatas para su corrección. En el ensa-
yo citado, Buchanan afirma con Fukuyama que el
derrumbamiento en 1989 de los sistemas de planifi-
cación centralizada y, con ellos, de las teorías socia-
listas, marca el fin de una era:

La “ciencia económica”, entendida en su más amplio
sentido, ha triunfado finalmente sobre aquellos que
defendían doctrinas claramente equivocadas en el
terreno de las ciencias sociales, de la misma manera
que los defensores de la doctrina de que la Tierra es
plana fueron derrotados en su día.

Un cierto número de hechos sucedidos re-
cientemente en el mundo, después del final de la
Guerra Fría, nos hace ver lo acertado de este diag-
nóstico.

La crisis política de la democracia

Sin embargo, añade Buchanan, el orden social que
Fukuyama ve como el resultado necesario de la dia-
léctica histórica, no está caracterizado solamente por
la economía de mercado sino también por la demo-
cracia liberal. Y sigue Buchanan:

Los dos elementos de este orden social tienen prin-
cipios independientes de legitimidad. La democracia
liberal aparece como la única organización política
que de hecho ofrece al individuo una conciencia de
su propia dignidad, de sus méritos y del respeto que

se le debe desde el punto de vista de la igualdad. La
economía de mercado representa la encarnación
institucional de la aceptación, si bien tardía y frag-
mentaria, de la verdad científica de la economía clá-
sica.

De hecho es cierto que un hombre, un voto es
un principio distinto del de un dólar, un voto y cuando
el primer principio falla, el segundo funciona mal. La
democracia se ocupa de organizar el uso legítimo de
la fuerza y la coerción. El mercado, por su parte, se
basa en la contratación sin violencia, coacción o en-
gaño. De hecho, el funcionamiento espontáneo del
mercado a menudo facilita la labor política de la de-
mocracia al debilitar a los violentos, humillar a los
prepotentes y eliminar a los corruptos por medio de
la competencia. Pero es necesario un marco legal de
instituciones a las que recurrir en última instancia, y
este marco debe contar necesariamente con un ele-
mento público basado en la política.

Desgraciadamente, ese mismo poder del que
están investidos los gobiernos, a través del proceso
democrático, puede ser utilizado abusivamente por
coaliciones poderosas de ciudadanos, con el fin de re-
distribuir la riqueza y la renta a su favor y adulterar así
los resultados de la actividad libre del mercado. Esta
posibilidad se basa en un principio muy sencillo de la
teoría de juegos:

Aunque todos los individuos puedan preferir para
todos los demás un régimen de mercado, prefieren,
sin embargo, para sí mismos, que los gestores políti-
cos consideren su industria [...] como una excep-
ción y la protejan de las fuerzas del mercado. [...]
Aunque [...] una economía de mercado genera sin
duda mayor valor agregado que cualquier otra alter-
nativa politizada, los individuos se comportan de for-
ma racional cuando participan en el juego político de
grupos.

Debo, por lo tanto, templar mi optimismo en
cuanto a la continuidad de la sociedad abierta, exa-
minando algunos de los peligros y defectos de la de-
mocracia liberal.

El catálogo de problemas que presento a conti-
nuación no es completo e incluso menos completa
es la lista de las posibles soluciones. Mas espero que
ello sea suficiente para evitar que los liberales clási-
cos nos durmamos sobre nuestros laureles. Veamos
ese catálogo:

• Las democracias suelen estar mal defendidas
contra las agresiones internas o externas.
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4 Buchanan, James: “The Triumph of Economic Science, Chimera or
Reality?”, traducido en el libro compilado por Rubio y Menéndez
Ureña: Economía y dinámica social, Madrid, 1994, pp. 25-42.



• Los grandes bloques regionales, como el Mer-
cado Común Europeo (UE) o la Asociación de Libre
Comercio de América del Norte (NAFTA), pueden a
veces contribuir a que se descompongan las relacio-
nes comerciales globales del mundo capitalista.

• Las paradojas de la representación política ha-
cen muy difícil la reducción del gasto público, a pesar
de las evidencias innegables de un excesivo creci-
miento del Estado.

• El imperio de la ley es interpretado con cre-
ciente laxitud en las democracias tradicionales, como
son las de las naciones de las riberas del Atlántico; y
por el momento está prácticamente ausente en aque-
llas que, como Rusia, son sólo aspirantes a demo-
cracias.

• Cuando los pueblos se sienten angustiados por
la frialdad o el vacío de nuestras sociedades abstractas,
pueden alejarse del camino civilizado y dar un salto cua-
litativo de los aranceles a la xenofobia, del regionalismo
al nacionalismo y de la religión al fundamentalismo.

La seguridad
y el papel de EEUU

Los economistas hemos solido olvidar la posibilidad
de que una guerra pudiera interrumpir el progreso
de nuestra civilización comercial. No atendemos a
los avisos que nos ha dado Adam Smith sobre el he-
cho de que una sociedad próspera está muy espe-
cialmente expuesta a los ataques de otras más pobres,

movidas por la codicia más que por la emulación:

Una nación industriosa y, por consiguiente, rica, es
la que está más expuesta a ser atacada por otras: y
de no tomar el Estado nuevas precauciones y medi-
das para su defensa, las costumbres habituales de su
pueblo harían ya a sus habitantes incapaces de de-
fenderse a sí mismos.

Esta incapacidad general de los ciudadanos co-
rrientes para lanzarse al campo de batalla en tiempo
de guerra, se debe a los hábitos sedentarios fomen-
tados por los modernos métodos de producción.
Adam Smith considera, pues, que las naciones más
desarrolladas necesitan un ejército profesional. Tam-
bién tenía este mismo autor mucha más conciencia,
que el economista corriente de hoy día, de la carga
que supone para una nación industrial un sistema
efectivo de defensa contra agresiones del exterior:

La primera obligación del soberano, que es la de
proteger la sociedad de la violencia e injusticia de las
demás sociedades independientes de la suya, va sien-
do gradualmente más costosa a medida que va ade-
lantando la civilización de la sociedad misma.

Pero la posibilidad que tienen las democracias
liberales de defenderse contra agresiones externas
no debe darse por sentada. La mayor prosperidad
que hoy vemos en el mundo podría tener por resul-
tado una difusión peligrosa del poder político y mili-
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tar. La seguridad de las sociedades libres depende,
sin duda, de la investigación tecnológica del tipo de
la que se cultiva en los EEUU, aunque esta superiori-
dad no proporciona una total garantía: el tremendo
poder de algunas armas nucleares y biológicas que
fueron exclusivas de los ejércitos más adelantados,
puede hoy con facilidad caer en manos de terroris-
tas o de naciones emergentes. Así tenemos que, en
el ámbito internacional:

• Desde 1943 la seguridad del mundo civiliza-
do ha dependido enteramente de EEUU, quien, aca-
badas las hostilidades contra el Eje, ha pasado a
desempeñar el papel de potencia imperial bene-
volente.

• La paz necesaria para que avance el orden
capitalista exige la incorporación de nuevas poten-
cias emergentes al orden mundial.

• Otros riesgos para la seguridad de las demo-
cracias liberales nacen dentro de ellas, pero se equi-
vocan en querer combatirlos aisladamente.

Es verdad que las naciones libres del Atlántico
Norte están unidas en una alianza militar y política: la
OTAN. Pero si EEUU no hubiera formado parte de esa
alianza, con sus fuerzas militares y poder económi-
co, Europa habría sucumbido sin duda a los ataques
soviéticos. En Asia, la alianza entre Estados Unidos y
Japón, así como la constante presencia diplomática y
militar del primero, han sido cruciales para mante-
ner una relativa estabilidad en la zona, a pesar de
una serie ininterrumpida de guerras locales. En suma,
la alianza trilateral, como se llama la unión de
Norteamérica, Japón y Europa, apoyada en el po-
derío estadounidense, ha permitido muy principal-
mente a las democracias liberales obtener una victoria
casi incruenta en la Guerra Fría: la disolución de la
Unión Soviética y el abandono por China del comu-
nismo económico. Creo firmemente que la supre-
macía norteamericana y la solidez de la alianza
trilateral siguen siendo indispensables para nuestra
seguridad.

La mera consideración de todas estas posibili-
dades de conflicto, por remotas que puedan pare-
cernos ahora, nos hace ver cuán inestable es el
equilibrio del mundo en que vivimos las democra-
cias liberales. No hay que olvidar, además, que EE.UU.
puede sufrir uno de sus recurrentes ataques de aisla-
cionismo, a la vista de cómo nos aprovechamos de
su poderío las demás democracias para nuestra de-
fensa, sin dar mucho a cambio. Sin embargo, peor
sería que los europeos nos fuéramos al otro extre-
mo y rompiésemos la alianza trilateral, al pretender
montar nuestra defensa independientemente de unos
aliados que por tres veces en este siglo han salvado
nuestras libertades.

Por último, al hablar de peligros internos para
las democracias, no me refiero tanto al tipo de con-

vulsión que han sufrido Yugoslavia, Albania o Rusia,
ya que estas regiones eran novatas en los usos y cos-
tumbres de las sociedades libres. Me refiero al terro-
rismo, a las luchas intestinas que perviven en nuestro
seno, especialmente en el Reino Unido y en España.
Está claro que el sistema de voto mayoritario no fun-
ciona allí donde la sociedad sufre fracturas tribales y
que el recrudecimiento de los sentimientos nacio-
nalistas en todo el mundo dificulta que el resultado
del voto democrático sea aceptado pacíficamente.
Una política de firmeza ante la violencia, combinada
con la posibilidad de secesión pacífica, como la ocu-
rrida entre Chequia y Eslovaquia, es el mal menor
en este mundo de recrudecido nacionalismo, mien-
tras se mantenga la plena libertad de movimientos
de personas, bienes, servicios y capitales.

La democracia
mayoritaria

La democracia mayoritaria tiende, por desgracia, a
minar el buen funcionamiento del mercado y a ami-
norar la competencia, todo ello en búsqueda o so
capa de un mayor bienestar social. Buchanan lo de-
nuncia con claridad en su comentario del ensayo de
Fukuyama:

Un sistema legal que, aun protegiendo la propiedad
privada de la avaricia de otros individuos o de gru-
pos organizados privadamente, permite que una
mayoría política pueda adueñarse de dicha propie-
dad, no crea el marco adecuado para el eficaz fun-
cionamiento de una economía de mercado.

Las mayorías políticas y, sobre todo, ciertas mino-
rías poderosas escudadas tras el voto democrático, uti-
lizan, para apoderarse de la riqueza de los demás,
métodos que tienen siglos de antigüedad. Estos méto-
dos han tenido siempre secuelas negativas. En un pri-
mer momento transfieren una renta a una clientela po-
lítica a costa de los beneficios de agentes productivos,
lo que podría parecer una mera redistribución sin más
consecuencias. Pero esa redistribución resulta a la pos-
tre destructiva de valor, por tres razones. La primera
es que la protección política está primando activida-
des menos productivas que las preferidas por quie-
nes participan en el mercado. La segunda es que la
sociedad despilfarra recursos en el lobby y la compe-
tencia política. La tercera es que esas situaciones po-
líticamente privilegiadas resultan difíciles de corregir:
consolidadas tales rentas políticas, quienes compran
de segunda mano esos estancos, como gráficamen-
te los llamamos los españoles, pagan un precio que
incluye el valor presente del privilegio, por lo que
luego no ven la razón de perder, en nombre de una



mayor productividad social, el capital que invirtieron.
Como dijo Adam Smith:

Un Gobierno que no se deje llevar de los importu-
nos clamores de los interesados en estos decretos
[contra la libre importación], sino de sus miras al bien
común, debe velar con la mayor atención sobre que
no se introduzcan nuevos monopolios, ni que se
vayan extendiendo los ya establecidos. Porque cual-
quier ayuda de este tipo suele introducir algunos
desórdenes, aun fuera de su intención, que después
son muy difíciles de remediar sin una general convul-
sión y aun desorganización de las partes del Estado y
sin motivar un desorden mayor que el que se preten-
de corregir.5

A una de las siguientes cuatro ideas se reducen
hoy los argumentos utilizados por economistas para
justificar las modernas interferencias políticas en el
funcionamiento del mercado:

• El comercio, dicen, es un juego de suma cero
y es necesaria la fuerza del Estado, sea ésta militar o
política, para conseguir ventajas comerciales.

• El mercado, suponen, no es capaz de corre-
gir los efectos del ciclo o de la innovación tecnológi-
ca sobre el empleo y el Estado sí.

• Sin la ayuda del Estado, lamentan, la sociedad
no puede atender a las necesidades de los pobres,
los enfermos, los jubilados y por sí sola no educa
bien a los jóvenes,

• El mercado, sostienen, crea diferencias per-
manentes de patrimonios e ingresos que sólo la fis-
calidad estatal puede corregir.

Gracias a un laborioso y detallado esfuerzo in-
telectual de los cultivadores de «la ciencia económi-
ca», dice Buchanan, y gracias al cuidadoso examen
de la experiencia de dos siglos, podemos con cierta
confianza tildar de sofismas esas ideas; sofismas que
por desgracia no acaban nunca de morir:

• Los monopolios estatales han sido el instru-
mento más usado por los mercantilistas. En los siglos
XVI y XVII, los mercaderes no podían concebir que
uno obtuviera beneficios sin un estanco o derecho
exclusivo sobre algún territorio o actividad. En el si-
glo XX los monopolios tomaron la forma de indus-
trias nacionalizadas, pero la productividad de estas
actividades protegidas era tan pequeña, que Lady
Thatcher pudo abrir el camino hacia la privatización
y desregulación de todas las actividades mercantiles e
industriales, y ahora tiene imitadores por todo el
mundo. Corremos, sin embargo, el peligro de ver
renacer la intervención pública en la industria y los
servicios con la creación de reguladores, que debe-

rían existir sólo durante algunos años tras la
privatización, mientras toma fuerza la competencia,
especialmente la venida del extranjero.

•Otro tipo de privilegio a costa del procomún
es precisamente la protección de la industria y la agri-
cultura frente a la competencia extranjera, con aran-
celes y contingentes sobre el comercio exterior. En
este capítulo hay que incluir la protección del sector
de servicios, por medio de reglamentaciones que van
desde la prohibición de invertir libremente en el ex-
tranjero, hasta las medidas de control de calidad y
de equiparación fiscal y la imposición de leyes labo-
rales. La experiencia de la década de 1930 mostró
tan a las claras que los mercados protegidos reducen
gravemente el crecimiento económico, que después
de la II Guerra Mundial no han cejado los esfuerzos
para liberalizar el comercio, con los sucesivos Acuer-
dos Generales sobre Aranceles y Comercio (GATT) y
la reciente creación de la Organización Mundial del
Comercio. La resistencia a abrir las fronteras econó-
micas ha encontrado, sin embargo, un último refu-
gio en la creencia de que la globalización constituye
un peligro para el empleo y la cultura nacionales.

• Las subvenciones a los desempleados adqui-
rieron nueva respetabilidad con la gran depresión de
1929-36 y con las racionalizaciones proferidas por
Keynes. Lo cierto es que esa gran caída de la activi-
dad laboral se debió, sobre todo, al erróneo com-
portamiento de una empresa nacionalizada, la
Reserva Federal. Hoy renace la convicción de que la
mayor parte del desempleo obrero, que azota las
modernas economías, se debe precisamente a los
remedios aplicados por los intervencionistas: pocos
niegan que las cuotas de la Seguridad Social, las leyes
laborales, los sindicatos y los subsidios de desem-
pleo excesivos son los principales responsables del
gran número de gente sin trabajo y de la extensión
de la economía sumergida. Mas también en este pun-
to renace incansable el sofisma, con los temores de
que las nuevas tecnologías impidan que haya trabajo
para todos.

• Durante todo el siglo XX cundió la moda de
que el Estado fuera el principal guardián del pobre,
el enfermo y el anciano y el principal educador. Pero
el mismo Estado del Bienestar se ha vuelto indigen-
te, doliente y decrépito y sus campeones se han mos-
trado crecientemente ignorantes. Las consecuencias
no deseadas de los sistemas gratuitos de cuidado están
llevando a muchos ciudadanos a considerar de nuevo
soluciones de mercado, aunque sigue vivo el temor
a quedar sin protección si el Estado no la presta.

• El mito de la justicia social es quizá la más ter-
ca de estas malas hierbas. Obcecados por conseguir
que todos, cualquiera que haya sido su esfuerzo y
capacidad, lleguen simultáneamente a la meta, los
adoradores de la igualdad han puesto en práctica, sin
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5 Smith, Adam: La riqueza, de las naciones, IV, II, traducción de Alonso
Ortiz, tomo II, p. 323.
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empacho alguno, el impuesto progresivo, la discri-
minación positiva y la limitación de los derechos de
propiedad. Poco a poco se está abriendo paso la evi-
dencia de que son el estancamiento económico, el
desempleo masivo y la asignación burocrática de de-
rechos lo que condena a los pobres a quedarse en la
base de la pirámide, aunque ello no parece impedir
un renuevo de comunitarismo, base de recientes vic-
torias electorales social–demócratas.

Todos esos avances en la comprensión de las
leyes de funcionamiento de la sociedad por la opi-
nión pública son parciales y provisionales. No debe-
ríamos dar por descontada la victoria de la doctrina
clásica del mercado, según la cual es posible confiar
en su óptimo funcionamiento si se mantiene un sóli-
do marco legal que defina y defienda los derechos
de propiedad. Por un momento, durante las déca-
das de 1970 y 1980, pareció que la opinión mundial
entendía esa doctrina clásica, tanto por lo que se re-
fería a la capacidad de corrección y reequilibrio es-
pontáneos del libre mercado, como a la incapacidad
del Estado de tomar decisiones mercantiles, labora-
les y empresariales. Pero el cansancio de la sociedad
abierta en aquellos países ricos, donde los ciudada-
nos prefieren el griterío del lobby a las exigencias de
la competencia, está llevando, so pretexto de com-
pasión y de solidaridad, al rebrote del intervencio-
nismo egoísta.

Ahí está la cuestión central de nuestros días. La
democracia, definida como la posibilidad de cambiar
de gobiernos a través de las urnas y de construir un
Estado de Derecho sobre la base del consentimien-
to popular, es, sin duda, condición indispensable para
una sociedad libre. El sistema democrático, sin duda
otra vez, refleja adecuadamente las preferencias del
público cuando se trata de cuestiones trascendenta-
les. Pero no ocurre así en el día a día de la política. Si
partimos de los siguientes supuestos:

• Que las rentas per cápita obtenibles por los
miembros de pequeños grupos de presión son ma-
yores que las pérdidas per cápita del conjunto de los
miembros de la comunidad.

• Que, por tanto, el costo de la información de
los ciudadanos en materia política es asimétrico, de
tal forma que los componentes de un grupo de pre-
sión tienen mucho más interés en informarse de los
beneficios esperados de una intervención que el co-
mún de los ciudadanos.

• Que con sistemas electorales como los nues-
tros, incluso si todos los ciudadanos están igualmen-
te informados y los grupos de presión minoritarios
no prevalecen, las decisiones serán las que conven-

gan al votante mediano, a costa de los más pobres y
los más ricos.

Dados estos supuestos, podemos predecir que
abundarán las incursiones políticas en el libre funcio-
namiento del mercado.

Quizá deberíamos prestar atención a las deman-
das de Hayek de buscar el remedio en limitaciones
constitucionales a esos abusos del voto. Más recien-
temente, el profesor Buchanan ha tomado como mi-
sión en la vida la de convencer a los demócratas de
la necesidad de llegar a acuerdos constitucionales que
funjan de diques contra las estrategias de coalición.
Otros pensadores han mirado con escepticismo esta
propuesta y únicamente confían en el hecho de que,
cuando las estrategias de coalición empiezan a poner
en serio peligro el potencial de crecimiento de un país,
el votante medio suele respaldar (durante un tiempo)
las propuestas del liberalismo clásico. Sea como fuere,
los vicios cotidianos de la democracia han echado
profundas raíces.

La reacción
contra la sociedad abierta

Otros dos elementos de la crisis presente en la de-
mocracia liberal han sido estudiados por Hayek,
ambos nacidos de lo complicado y abstruso que real-
mente es el funcionamiento espontáneo de las socie-
dades libres.

Muchos intelectuales, en su soberbia, creen es-
tar al cabo de la calle y confían ciegamente en el po-
der de la razón de planificar los mercados y guiarlos
hacia objetivos concretos. La crítica más acerada de
esta actitud la encontramos en uno de los últimos
libros publicados en vida por Hayek, titulado La fatal
arrogancia (1989), en el que denuncia a los econo-
mistas que, atreviéndose a proponer una reconstruc-
ción artificial del mercado, asumen el papel de un
benevolente dictador igualitario o, más modestamen-
te, se lanzan a diagnosticar «fallos del mercado». La
teoría de la decisión pública o public choice theory,
debería haberles enseñado dos cosas: una, que el
papel de dictador intelectual benevolente es imposi-
ble; otra, que el origen de esos pretendidos fallos
del mercado se encuentra en los defectos del marco
político.

El público, no por soberbia, sino por instinto
básico y dificultad intrínseca, tampoco acepta fácil-
mente las consecuencias de una sociedad abierta
basada en el libre mercado. Hayek intentó explicar
este hecho crucial en la tercera edición (1979) de
Derecho, legislación y libertad, en un post scriptum que
tituló “Las tres fuentes de la valoración humana”.6 Al
hablar de tres fuentes de los valores, quiso Hayek
hacer hincapié en que el común de la gente cree
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6 Hayek, F. A. von: The Fatal Conceit, Chicago, 1989; y “el Epílogo” de la
edición de un volumen de La ley, la legislación y la libertad, Londres,
1982, t. III, pp. 153-176.



ANÁLISIS/
29

que sólo son dos, pues supone que las decisiones
humanas se derivan o de la razón o del instinto natu-
ral; y señalaba que así se pasa por alto una tercera
fuente de acción humana, que es precisamente la
que explica el orden espontáneo de tantas institucio-
nes y mecanismos sociales.

Muchos son los que creen que las reglas de
conducta en la sociedad o son dictaminadas por la
naturaleza o han sido deducidas por la razón. Hayek
supo ver que la mayoría de las instituciones sociales
no son ni naturales ni racionales, son, en palabras de
David Hume:

el resultado de la acción humana, pero no del dise-
ño intencionado de los hombres (the result of human
action but not of human design): La cultura no es ni
natural ni artificial, ni genéticamente transmitida ni ra-
cionalmente pensada. Es una tradición de reglas de
conducta aprendidas, que nunca han sido «inventa-
das» y cuyas funciones los agentes individuales no
suelen comprender. (III, 155).

El mercado libre es parte de esta cultura. Fluye
de la tercera fuente de valoraciones humanas y a pe-
sar de que ha producido resultados maravillosos en
el campo de la libertad y la prosperidad, muchas per-
sonas corrientes no entienden por qué tienen que
obedecer sus dictados, expresados a través de los
precios libres. Para los economistas, el libre merca-
do no es racional. Pero más grave es que para el
pueblo la sociedad abierta no es «natural»:

El hombre ha sido civilizado muy en contra de su
voluntad. [...] Las reglas indispensables de la socie-
dad libre nos exigen esfuerzos que no siempre son
de nuestro agrado, como el de sufrir la competencia
ajena, o ver que hay otros más ricos que nosotros.
(III, 168).

Karl Popper también había dicho lo mismo en
La sociedad abierta y sus enemigos en 1945: una socie-
dad cerrada se asemeja a un rebaño, o a una tribu, y
es cálida, familiar, aunque opresiva. Cuando una so-
ciedad se abre, se convierte poco a poco en una
sociedad abstracta.La gente teme vivir en una socie-
dad en la que los lazos no están determinados por
los accidentes del nacimiento, sino por elecciones y
afinidades individuales. No todos pueden vivir con-
tentos cuando “los lazos espirituales pueden desem-
peñar un papel importante y donde los lazos físicos
o biológicos se han debilitado”.7

Pero voy más lejos. No son sólo algunos eco-
nomistas ni sólo la gran masa quienes no compren-
den el funcionamiento de las sociedades abiertas. En
realidad, ninguno de nosotros acaba nunca de en-
tender completamente las leyes sociales y sus con-

secuencias. Citando a uno de sus maestros, dice
Hayek:

El objetivo principal de las enseñanzas de Mises es
demostrar que no hemos elegido la libertad porque
comprendiéramos las ventajas que nos iba a acarrear;
es decir, que no hemos proyectado ni éramos lo su-
ficientemente inteligentes para proyectar el orden que
ahora hemos aprendido a comprender parcialmen-
te. [...] El hombre ha elegido la libertad sólo en el
sentido de que ha aprendido a preferir algo que ya
funcionaba y, a través de una mayor comprensión,
ha sido capaz de mejorar las condiciones de su fun-
cionamiento.8

De hecho, la utilidad del mercado estriba en
que, con la información contenida en los precios,
suple nuestra ignorancia radical. Como acertadamen-
te ha dicho Peter G. Klein, “Hayek basa su defensa
del mercado no sobre la racionalidad humana, sino
¡sobre la ignorancia humana!”9

Y así, es ésta la tercera razón por la que la de-
mocracia liberal clásica nunca podrá establecerse ple-
na y definitivamente. Incluso corregida la dosis mortal
de vanidad de que adolecen los economistas, siem-
pre será un obstáculo la radical falta de comprensión
de la economía de mercado, del orden extenso, de
la sociedad libre, por parte de todos los que esta-
mos inmersos en ese orden. Los intelectuales creen
que pueden entenderlo completamente con su ra-
zón. Las personas corrientes se mueven a menudo
por los instintos tribales del ser humano, que les lle-
van a ver la sociedad abierta como una aventura pe-
ligrosa, antinatural y poco satisfactoria. Y, en realidad,
ninguno entiende cabalmente el funcionamiento de
la libertad, por lo que deberíamos estar preparados
para repentinos rechazos contra la economía abier-
ta y la política democrática.
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7 Popper, K. R.: La sociedad abierta y sus enemigos, Londres, 1957, t. I, p.
174.

8 Hayek, F. A. von: “Ludwing von Mises (1881-1973)”, en Las vicisitudes
del liberalismo, Obras Completas,  Madrid, tomo IV, 1995, p. 154.

9 Klein, Peter G.: “Introducción” al vol. IV de F. A. von Hayek, Obras
Completas, Madrid, 1995, p. 7.
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 lo largo de los últimos diez años (1988–1998), México ha vivido uno
de los más interesantes periodos de su historia. El origen de esos cam-
bios sociales, políticos, económicos y culturales que el país y sus habi-
tantes han vivido posee una larga data. Muchos estudios y no pocos
analistas han considerado que el año fundacional de estos cambios fue
1968.  Lo fue ciertamente y en muchos sentidos; sin embargo, pare-
ciera que a veces hay un mayor empeño en ver los árboles que el
bosque de cambios en su conjunto.

El objetivo del presente trabajo es observar el bosque en sí, pero
de igual forma detener la vista en aquellos árboles que, por su tamaño,
consistencia y fuertes raíces, destacan del resto del conjunto; o lo que
es lo mismo, la pretensión del texto es analizar dos momentos: el
proceso de liberalización iniciado en 1963 y el año de la última elec-
ción presidencial cuestionada, 1988, fecha de inicio, fijada arbitraria o
convencionalmente, de la transición democrática en México, con sus
avances, retrocesos, rupturas y continuidades.

El proceso de liberalización política
1963–1988

En 1963, el Congreso de la Unión en México se moría del tedio.
Víctima sobresaliente de tal situación era la Cámara de Diputados,
dominada abrumadoramente por los legisladores provenientes del
Partido Revolucionario Institucional (PRI): heredero del viejo Partido

Para Elizabeth, siempre; para don Fausto,
para Ana, por su amistad

/Omar González García*

Ayer pasó, mañana no ha llegado
QUEVEDO

A
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* El autor participó, en abril de 1997, en el Foro de Consejeros y Comisionados Electorales y
desempeñó este cargo en la XVII Comisión Distrital Electoral, con sede en el Puerto de Veracruz,
durante el proceso electoral local de 1998.
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Nacional Revolucionario (PNR), fundado por Plutarco
Elías Calles en 1929 y adecuado por Lázaro Cárde-
nas, en 1938, a las urgencias de ese tiempo, se trans-
forma en Partido de la Revolución Mexicana (PRM). El
PRI, como tal, no nacería sino hasta 1946. “En 1950
ya estaba hecho el PRI. Cualquier reforma ulterior
sería inesencial”;1 pero terminaría deviniendo en
necesarísima para el partido, que, a  partir de 1988,
acusó una pérdida más que considerable de votos,
quizá como nunca antes sus cuerpos directivos la re-
cordasen.

En la década de los sesenta, la oposición era
débil y los espacios que podía ocupar eran reduci-
dos: algunas presidencias municipales de ciudades
carentes de importancia política o alguna curul en la
Cámara Baja. Empero, el tejido social poco a poco
era cruzado por elementos opositores, provenien-
tes principalmente de los gremios ferrocarrilero y
magisterial, que desde el sexenio del presidente Adol-
fo Ruiz Cortines (1952–1958) buscaron democrati-
zar sus sindicatos y extendieron sus protestas y afanes
hasta el sexenio de Adolfo López Mateos (1958–
1964).

Los maestros y hombres del riel, que se lanza-
ron a las calles a protestar, fueron reprimidos y sus
líderes (Othón Salazar, del gremio magisterial, y
Demetrio Vallejo por los ferrocarrileros), detenidos
y enviados a prisión.

Las causas de aquella insurrección contra el ré-
gimen estaban adheridas, según Jorge Medina Viedas,
al anclaje sociológico heredado del cardenismo
(1934–1940) y a la suma de demandas sociales que
aquel periodo generó y auspició para fortalecer sus
propias bases sociales, dado que las dirigencias de
aquellos movimientos

se habían formado al margen de las estructuras obre-
ras tradicionales y en contacto con sus bases. En to-
dos ellos encontramos los ideales de un cardenismo
sociológico respaldado por masas de trabajadores
afectadas por los bajos niveles de ingreso y las pési-
mas condiciones de vida2

que habían empezado a generarse desde la época
del alemanismo (1946–1952), cuando se gestó una
política de inversiones que, autodenominada nacio-
nal, encontraba sus raíces en el exterior. Toda vez
que ambos movimientos, el magisterial y el ferroca-

rrilero, habían iniciado sus luchas por cuestiones de
orden económico y sólo de modo posterior, cuan-
do los liderazgos de Salazar y Vallejo eran ya incon-
trastables, apareció la cuestión democrática, par-
ticularmente cuando con Demetrio Vallejo surgió

el discurso tercamente esperado, el que no había
pronunciado Luis N. Morones ni había leído con voz
opaca Fidel Velázquez ni había declamado, con
interpolaciones históricas, Vicente Lombardo Tole-
dano.3

Las respuestas a ambos movimientos fueron la
represión y la cárcel para sus líderes. Sin embargo,
hacia 1963 el gobierno del presidente López Mateos
se percató de cuán necesario era, en el marco de la
modernización social iniciada en los sesenta, que al
menos de modo formal se diese opción a manifes-
tarse a quienes hacían política por fuera de los már-
genes oficiales; lo que no siginificaba, bajo ninguna
condición, romper con el principio, entonces germi-
nal, de lo que era en los hechos y la teoría el sistema
político mexicano, construido bajo los contenidos
expresados en

un régimen presidencial y federal, sólo limitado por
la no reelección del Ejecutivo, que concentra el po-
der de decisión en lugar de distribuirlo; y un sistema
electoral no competitivo, dominado por un partido
único o hegemónico que ha sido apoyado por la
organización «corporativa» de los grupos sociales
básicos de obreros, campesinos, empresarios, cu-
yos representantes identifican sus intereses con los
del grupo en el poder.4

A  efecto de matizar esta noción, en modo al-
guno germinal, mas no con el afán de violentarla, el
presidente López Mateos envió a la Cámara de Di-
putados, en diciembre de 1962, un proyecto de re-
forma a la Constitución que sentaba las bases para
incorporar a ella nuevas voces en número suficien-
te, para que fueran escuchadas, pero no para que su
número fuera tal que pudiese poner en entredicho
la dominación hegemónica –y ya de larga data– que
el PRI ejercía en aquélla; reforma  que varios sectores
recibirían con agrado, aunque de suyo, los alcances
de la modificación sólo tuvieran estrictas connota-
ciones legaliformes y no necesariamente políticas.

En efecto, la reforma propuesta, que impactaba
al artículo 54 constitucional, estableció que cada par-
tido político tendría por derecho hasta veinte dipu-
tados: uno por cada 0.5 % con que sobrepasase el
umbral ubicado en el 2.5 % del total de los votos
obtenidos en la elección de diputados.  A menos
que el partido en cuestión hubiese ganado veinte o
más distritos electorales uninominales por el princi-
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1 González Casanova, Pablo: El Estado y los partidos políticos en México,
México, Era,1986, p. 129.

2 Medina Viedas, Jorge: Élites y democracia en México, México, Cal y
Arena, 1998, p. 291.

3 Monsiváis, Carlos: Días de guardar, México, Era, 1970, pp. 221 y 222.
4 Marván Laborde, Ignacio: ¿Y después del presidencialismo? Reflexiones

para la formación de un nuevo régimen, México, Océano,1997, p. 19.
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pio de mayoría relativa, aun cuando alcanzaba en
principio, cinco diputados y uno por cada 0.5% más,
hasta un máximo de veinte, este número no dejaba
de ser irrisorio frente a la hegemonía que el PRI, sin
mayores trámites, conservaba.

Sin embargo, la propuesta presidencial no era
una novedad en términos de iniciativa, pues ya en
1948 el Partido Popular Socialista (PPS) había presen-
tado un proyecto similar para establecer la integra-
ción proporcional de las cámaras federales, los
congresos locales y los ayuntamientos, que en su mo-
mento sería desechado. Fue sólo hasta 1963, cuan-
do provino del Ejecutivo, se aprobó y, en su mo-
mento, habría de entrar en vigor. La reforma de
López Mateos recibió el aplauso de revistas de iz-
quierda como Política y la relativamente progresista
Siempre!, las cuales saludaron la apertura impulsada
por el Presidente.

No obstante las buenas intenciones de la reforma
política de 1963, los diputados de partido no resul-
taron ser la panacea esperada para la anemia parti-
dista5

que, por extensión, era también congresional. Así,
para 1972, el artículo 54 debió ser reformado para
fijar el umbral en 1.5%, un punto menos que el es-
tablecido inicialmente.

Que el Congreso Federal y particularmente la
Cámara Baja estaban ayunos de oposición, se com-
prueba si se pasa revista al número de diputados de
mayoría relativa acreditados por el Partido Acción Na-
cional (PAN) –fundado en 1939– entre 1943 (XXXIX

Legislatura) y 1964 (XLV Legislatura). En un lapso de
veintiún años, el PAN  alcanzó 30 diputaciones, todas
de mayoría relativa. Entre l964 (XLVI Legislatura) y
1979 (L Legislatura), alcanzó 27 de mayoría y 58 de
partido, un número bastante pobre si consideramos
que solamente en los comicios intermedios de 1967,
el PRI  había obtenido 178 diputados de mayoría re-
lativa; esto es, prácticamente el cien por ciento de
las curules en disputa, mientras que el PAN obtenía
sólo veinte diputados, de los que diecinueve eran de
partido. En realidad, no podía ser menos: de lo que
se había tratado era de establecer

un sistema electoral de mayoría sui generis o, como
se [indicó] en la exposición de motivos «netamente
mexicano», fundado en el principio inamovible de
que [...] tanto las mayorías como las minorías tienen
derecho a opinar, a discutir y votar; pero sólo las
mayorías tienen derecho a decidir.6

Esta falta de pluralidad o, si se quiere, la existen-
cia de una pluralidad relativa obligó a una nueva re-
forma del precepto constitucional ya indicado,

disminuyendo el umbral al 1.5% para acreditar a los
primeros cinco diputados de partido y uno  por cada
0.5% más, hasta un tope de veinticinco, a diferencia
de la normatividad anterior que señalaba un máximo
de veinte.

Aun sin dejar de lado su tibieza, puede afirmar-
se, siguiendo el criterio de Diego Valadés, que la re-
forma de López Mateos fue, en su tiempo, innova-
dora, dado que “introdujo nuevos elementos dentro
del sistema”, en este caso concreto, mediante la crea-
ción de los llamados diputados de partido, antece-
dente del sistema de representación proporcional con
dominante mayoritario, que incluiría la reforma polí-
tica de 1977, impulsada por José López Portillo.

Sin embargo, una lectura mayor de la reforma
mostraría, como advierten Lujambio y Marván, que
el sistema electoral mexicano está montado sobre el
bastidor de la contradicción, dado que

busca ganar legitimidad por medio de la proporcio-
nalidad pero impide de antemano la posibilidad de
compartir las decisiones: mantiene la capacidad de
decisión de la mayoría e impide sistemáticamente la
formación de una mayoría alternativa que haga que
el sistema renueve su legitimidad por la vía de los
acuerdos parlamentarios.7

La reforma de López Portillo

La elección presidencial de 1976 fue, en muchos
sentidos, paradigmática. Algo debió decirle al poste-
rior Presidente el hecho de que, además de candi-
dato de su partido –el Revolucionario Institucional–
lo fue también del PPS y del Partido Auténtico de la
Revolución Mexicana (PARM), bajo la figura de la can-
didatura común, entonces en vigor; y que su cam-
paña y la elección misma hubieran resultado más un
plebiscito que una elección donde el pueblo no te-
nía más alternativa que José López Portillo. Acción
Nacional, que atravesaba por una profunda crisis in-
terna, no pudo alcanzar bajo su normatividad el con-
senso mínimo para postular candidato y la izquierda
hizo una campaña menos que simbólica llevando
como abanderado a Valentín Campa, candidato sin
registro del Partido Comunista Mexicano (PCM), mien-
tras que un irrecordado Partido Femenino Mexicano
sostuvo  la candidatura de Marina González del Boy,
si es que tal expresión cabe.
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5 De Andrea Sánchez, Francisco J. et al.: La renovación política y el sistema
electoral mexicano, México, Porrúa,1987, p. 126.

6  Lujambio, Alonso et al.: ˝La reforma de los diputados de partido˝, en
Diálogo y Debate, México, Centro de Estudios para la Reforma del  Estado,
abril–junio de 1997, núm. 1, pp. 41-75. Véase p. 55.

7 Ibid., p. 57.



Tensaba entonces al país la guerrilla urbana, en-
carnada por la Liga 23 de Septiembre. La misma fa-
milia del candidato priísta sufrió en carne propia lo
que otros  habían padecido a manos de los que, cre-
yendo cerradas las vías políticas, habían recurrido a
la opción armada, cuya estela de sangre y muerte
había enlutado las casas de varios mexicanos: las de
quienes serían ejecutados, las de los propios guerri-
lleros y las de quienes estaban encargados de man-
tener el orden y la paz sociales. “El que a los fierros
anda, a los fierros se atiene”, parecía recordarles a
todos, desde su tumba, Rodolfo Fierro, el lugarte-
niente cruel de Francisco Villa, el orgulloso jefe de la
casi invencible División del Norte.

Algo debieron decirle entonces a José López
Portillo, un hombre bipolar, orgulloso de una lejana
ascendencia hispana y de sus raíces indígenas, aque-
llos hechos turbulentos. En 1977, el gobierno que
entonces presidía inició un proceso de reforma polí-
tica que, en opinión de Rafael Segovia, debe escri-
birse con mayúsculas. En realidad, este dato es irre-
levante en sí, pero muestra la envergadura del
proyecto que saldría del talento político de Jesús Re-
yes Heroles, el último ideólogo del Estado posrevo-
lucionario.

Lo que bien puede llamarse la «reforma López
Portillo» impactó, en principio, diecisiete artículos cons-
titucionales. Sus características centrales pueden resu-
mirse en lo siguiente: constitucionalización plena de los
partidos políticos; legitimación de las diversas opciones
que decidieron agruparse bajo las siglas del PCM; incorpo-
ración en la Ley de la figura del registro condicionado
para los partidos; creación de la figura de las asociacio-
nes políticas nacionales; establecimiento de las bases
de un tibio sistema de financimiento público y, en mala
hora, la incorporación de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación como tribunal de alzada en materia elec-
toral, mediante la incoporación en la Ley del recurso
de queja. Este recurso, como se sabe, devendría ino-
perante, ya que las resoluciones de los colegios electo-
rales eran inatacables, razón por la que llegó a afirmarse,
con poco humor y mucho de sorna, que la incorpora-
ción de la máxima instancia jurisdiccional a los vaivenes
electorales, dejaba en entredicho la supremacía de di-
cho órgano colegiado. Por otra parte, se dijo que la Su-
prema Corte de Justicia debía quedar fuera de
cuestiones electivas dado que sus resoluciones no ne-
cesariamente podían o deberían ser atendidas, dado el
carácter  de inacatabilidad de los dictámenes de los co-
legios electorales. Mucha agua entonces debería co-
rrer bajo el puente para que existiera en México un

Tribunal Electoral de pleno derecho como el que
existe hoy.

Sin embargo, el rasgo mayor de la reforma de
1977 fue el de incorporar a la Cámara Baja, cuando
menos, cien diputados por el principio de represen-
tación proporcional –derogando de este modo la fi-
gura de los diputados de partido creada por la reforma
de López Mateos– y el de fijar en 300 el número de
diputados elegibles por el principio de mayoría rela-
tiva, lo que establecía que la Cámara de Diputados
tendría, finalmente, un número fijo, situación que
hasta antes de estas modificaciones no se presenta-
ba, ya que el criterio seguido por el legislador tenía
connotaciones censales, haciendo depender el nú-
mero de diputados del de habitantes mediante una
fórmula heredada de la Constitución de Cádiz, de
1812, primer documento constitucional que tuvo vi-
gencia en México, aun cuando se había votado en
las Cortes gaditanas.

Dígalo, si no, el artículo 52 constitucional, cuyo
texto, aprobado en Querétaro en 1917, se mantu-
vo vigente hasta 1977, pero que desde 1928 habría
venido modificándose por cuestiones de orden de-
mográfico, puesto que “la base poblacional que ser-
viría como elemento para la constitución de los
distritos electorales”,8  no podía, por obvias razones,
permanecer inmutable. De este modo, si para 1917
se estableció elegir un diputado por cada sesenta mil
habitantes o fracción que excediera de veinte mil;
once años después, en l928, los parámetros fueron
cien mil y cincuenta mil, habiéndose caído entonces
“en desaplicación [...] o inadecuación del precepto”.
Se desaplicaba

en la medida en que el número total de ciudadanos
de cada distrito usualmente excedía a la cifra fijada
por el Artículo 52, o bien su inadecuación resultaba
de que el número de diputados no correspondía al
de habitantes de la República en la proporción que
el ya referido artículo permitía inferir,9

como explica el constitucionalista Diego Valadés.
Un rasgo positivo de la reforma de 1977 fue el

de facilitar el registro, de partidos e introducir la figu-
ra del registro condicionado al resultado de las elec-
ciones. En el segundo caso, el partido que solicitase
el registro, condicionado al resultado de los comicios
en que por primera vez participara, debía alcanzar
un umbral de al menos 1.5% del total de votos de la
elección. La otra posibilidad de acceder al registro se
basaba en criterios numéricos: contar al menos con
65 mil afiliados en cuando menos la mitad (en este
caso 150) de los trescientos distritos electorales en
que entonces se dividió al país y cuyo número de
demarcaciones uninominales sigue vigente, aunque
no necesariamente los estados de la Federación si-
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8 Valadés, Diego: La Constitución reformada, México, UNAM, 1986, p. 97.
9 Ibid.
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guen conservando el número de distritos que en
1977 se les asignó y que fueron modificados para la
elección de 1997.

En estos términos, para 1984 el sistema de par-
tidos en México era, al menos en proporciones nu-
méricas, multipartidista. A los registros del PAN, PRI,
PPS, PARM (que lo había perdido y vuelto a recuperar)
se sumaron el PCM que, en 1981, se convirtió en Par-
tido Socialista Unificado de México (PSUM); el Partido
Socialista de los Trabajadores (PST), el Revolucionario
de los Trabajadores (PRT) y el Mexicano de los Traba-
jadores (PMT); sin embargo, los magros resultados
electorales de estos partidos hablaban de que en los
hechos estábamos ante la presencia de un sistema
de partido hegemónico en el que se aceptaba, como
ya se vio, la presencia de fuerzas opositoras, llegan-
do incluso a compartir con ellas espacios de poder,
aun cuando éstas fueran pequeñas. Este sistema he-
gemónico mantenía los rituales democráticos, acep-
taba cierto grado de apertura o liberalización política
y estimulaba, pero nunca del todo, la existencia de
disidentes en materia de participación política, liber-
tad de expresión y otros elementos de la democra-
cia formal que le permitían presentarse, en apariencia,
como integrante de un sistema electoral y de parti-
dos competitivo, en el que las opciones estaban a la
mano de todos, aunque no necesariamente suce-

diera en la práctica, pues el partido en el poder con-
servaba intactas ventajas y capacidades, a las que los
opositores no tenían acceso.

1986: la pérdida del Reino

En 1982, bajo las reglas de la legislación promulgada
en 1977, la Ley Federal de Organizaciones Políticas
y Procesos Electorales (LFOPPE), Miguel de la Madrid
fue elegido Presidente de la República. A diferencia
de su antecesor, que había alcanzado un engañoso
cien por ciento de votos posibles –era candidato so-
litario–, el nuevo Presidente debió conformarse con
apenas el 70.09% de los votos emitidos; Pablo Emi-
lio Madero, candidato del PAN, se alzó con el 15.6%,
mientras que el resto se diluyó entre los demás as-
pirantes.

Cuatro años después, en 1986, luego de una
esperanzadora apertura política en términos de re-
sultados electorales –pero que no resistiría la prueba
del ácido que fueron los comicios locales de
Chihuahua– Miguel de la Madrid convocó a una con-
sulta nacional, tendiente a crear una nueva legisla-
ción electoral que, como prueba central de su
pretendida eficacia, tendría por objeto normar las
elecciones presidenciales de 1988.



Los datos positivos de aquella legislación no pro-
vinieron de la norma en sí, provinieron del cataclís-
mico resultado que para el sistema político fueron
las elecciones de 1988, una de las más concurridas
de la segunda mitad de este siglo y que, por mo-
mentos –intensos momentos por la suma de reac-
ciones, sentimientos y emociones que generaron–
hicieron tambalear al PRI.

Los entretelones de aquella noche en el seno
de la Comisión Federal Electoral, presidida por el
secretario de Gobernación Manuel Bartlett, proba-
blemente aún no son revelados del todo y quizá
nunca sepamos lo que al interior realmente pasaba.
Dado el carácter público de las sesiones del órgano
electoral, quedan constancias de la famosa caída del
sistema (expresión satirizada hasta el cansancio) y de
las muchas explicaciones que los comisionados de
los partidos –sobre todo Jorge Alcocer, Leonardo
Valdés y Diego Fernández de Cevallos– demanda-
ban a la Presidencia de la Comisión.10

A fin de cuentas, en medio de horas de tensión,
la Comisión declaró ganador a Carlos Salinas de
Gortari y para la historia quedó el titular de La Jorna-
da del 7 de julio de 1988: “Fraude, dice la oposición;
pruebas, exige Bartlett”.

¿A qué se debió aquel clima postelectoral? Bási-
camente –y más allá de las más cuestionadas elec-
ciones que el sistema recuerde en los últimos
cincuenta años–, a que el país enfrentaba una crisis
económica que era, entonces, de proporciones
mayúsculas; a la presencia en la liza electoral de Cuauh-
témoc Cárdenas, un antiguo miembro del stablishment
priísta, y a las muchas voluntades, que inversamente
proporcional a las que se había enajenado el candidato
Salinas, Cárdenas había logrado concitar en favor del
aura mítica e intemporal de su apellido. Se habló en-
tonces, como se hablaría en los años subsecuentes,
de un voto de castigo, acaso como simplificación expli-
cativa, pero poco se indagó sobre el surgimiento de
un nuevo electorado que recuperaba, frente a la urna,
la raíz, la razón y la democracia: la posibilidad de cam-
biar, por el sencillo y a la vez fundamental acto del sufra-
gio, a sus gobernantes.

Sin embargo, el primero de diciembre de 1988,
en medio de estrictas medidas de vigilancia y no po-
cos escándalos callejeros en la Ciudad de México,
Carlos Salinas de Gortari protestó como Presidente
de la República y ofreció, en su mensaje  inicial, una
nueva reforma política.

El anuncio produjo una nueva legislación elec-
toral, que en los años subsecuentes e incluso en los
meses anteriores a la elección de 1994, cuando al
país lo convulsionaban aún la muerte de Luis Donaldo
Colosio y el alzamiento zapatista en Chiapas, debió
ser reformada.

 La transición inconclusa

Si por sus condiciones de auténtico cataclismo, las
elecciones de 1988 convulsionaron al sistema políti-
co, los efectos de aquella cuestionada ronda comicial
fueron, de alguna manera, braudelianos; esto es, se
extendieron en el tiempo, sentaron las bases, en cier-
to modo conclusivas, del proceso de liberalización
política iniciado en 1977 y abrieron las puertas de
una transición quizás inconclusa, quizás accidentada
o simplemente, como cualquier transición que se
precie de serlo realmente, de resultado incierto.
¿Hacia dónde va una transición democrática? Es difí-
cil saberlo e inútil intentar lanzar predicciones, como
bien lo sabía Hegel y lo ha dicho, parafraseándolo,
Norberto Bobbio.

Cualquier transición que se precie de ser, pue-
de conducir a una regresión autoritaria o a una Arca-
dia democrática; pero eso sólo es asequible al
entendimiento cuando se vive en carne propia, como
bien lo saben –pues así lo aprendieron– españoles,
argentinos y chilenos, sólo por mencionar tres tran-
siciones sumamente conocidas y estudiadas desde
diversas ópticas.

El hecho central es que por la vía de la gradua-
lidad y la liberalización, México ha entrado, a partir
de 1988, en una transición inconclusa aún, pero que
se expresa en dos campos perfectamente definidos
y complementarios. En primer lugar, por vía jurídica,
mediante el proceso de perfectibilidad de la legisla-
ción electoral, que a muchos parece una historia de
nunca acabar, pero que ha permitido el estableci-
miento de instituciones y de figuras jurídicas que par-
tidos y ciudadanos reclamaron por largo tiempo.

Los elementos de la vía jurídica muestran, con
carácter enunciativo, no limitativo, que hoy en día, los
órganos electorales –particularmente el federal y por
extensión los estatales– están, en su mayoría, plena-
mente ciudadanizados e integrados por mexicanas y
mexicanos de sobrada calidad moral y académica para
la función a que fueron convocados.

El poder público ha dejado de participar en la
integración de los mismos y mediante las reformas
pertinentes los transformó en auténticos órganos
colegiados en que, por ejemplo, a nivel del Consejo
General del Instituto Federal Electoral, la toma de
decisiones recae plenamente en los Consejeros Ciu-
dadanos, únicos que cuentan con voz y voto en di-
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10 Cfr. 1988, las Actas Electorales Perdidas, en particular las intervenciones
del C. Presidente de la Comisión Federal Electoral y las de los
comisionados Alcocer, Valdés y Fernández de Cevallos. Véase Arturo
Sánchez Gutiérrez (compilador): Elecciones a debate 1988. (Las actas
electorales perdidas), México, Diana, 1994.
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cha instancia. En algunos estados de la Federación,
como es el caso de Veracruz, al interior del Consejo
General de la Comisión Estatal Electoral los comi-
sionados electorales y los de los partidos políticos
cuentan con voz y voto; situación que se reproduce
también en los órganos desconcentrados: las comi-
siones distritales electorales –una por cada distrito
electoral uninominal, 24 en total– y las 210 instan-
cias municipales.

La vía jurídica introdujo, cabalmente, la presen-
cia de un órgano jurisdiccional electoral de pleno de-
recho y creó un cuerpo normativo ad hoc para regular
la materia procesal electoral. Introdujo, igualmente,
en la legislación punitiva, nuevos elementos integran-
tes de los delitos electorales.

Una novedad mayor fue la dación al Tribunal
Electoral de la responsabilidad de calificar la elección
presidencial y declarar la validez de ésta, correspon-
diendo la validación de dicho acto al Poder Legislati-
vo federal o estatal, según sea el caso, cuando se trata
de ejecutivos locales, como sucede en Veracruz.

El complemento natural de la vía jurídica ha sido
la vía social, entendida aquí como la participación ciu-
dadana en el proceso electivo, como sujeto activo
del voto. Y, aunque es cierto que los índices de abs-
tención no han disminuido de forma drástica, resulta
alentador el hecho de que éstos tienden a la baja en
cada proceso, con sus casi normales excepciones de-
rivadas, entre otros factores, del tipo de elección que
se trate y del factor de arrastre que una elección
mayor (Presidente de la República o Gobernador del

Estado) ejerza sobre la elección congresional o de
ayuntamientos.

Si las instituciones electorales no hubieran evo-
lucionado al ritmo que las sociedades lo demanda-
ban, si en ese avance no hubieran existido rupturas y
continuidades, avances y retrocesos, es probable que
la participación se hubiera inhibido. Y, al contrario,
una legislación sumamente compleja, implantada de
una vez y para siempre, antes que favorecer la gana
participativa se hubiera constituido en un freno para
ella.

La gran lección de nuestro proceso de liberaliza-
ción política ha sido nuestro acceso gradual a la transi-
ción democrática que, sin estar exenta de vaivenes,
avanza. Las elecciones competitivas, esto es, aquellas
en que ninguno de los contendientes tiene amarrado
el triunfo, son la vía más racional para el desarrollo de
las sociedades modernas, en que la multiplicidad de
ofertas a elegir está presente.

Al país le ha costado un gran esfuerzo empezar
a ver la otra orilla de un recorrido, iniciado bajo el
manto de la proclama política engendrada por el
maderismo, en 1910. El año próximo, el último de
este siglo y este milenio, dará un paso más en la ruta
de la transición. Sólo el tiempo podrá determinar el
sentido de ésta. La sociedad participativa y la ley es-
crupulosamente respetada por todos los actores del
proceso, al complementarse, habrán de guiar el sen-
tido de la transición, la que, una vez cumplida, po-
dremos saber exactamente cómo fue; nunca antes,
sólo cuando deba ser.



n la literatura política, cada vez es más frecuente encontrar disertacio-
nes analíticas que unen a la disciplina estadística con temas electorales.
En este artículo haremos una introducción que ambiente al lector con
la materia y posteriormente analizaremos el contenido de una obra
que versa sobre algunas estrategias de partido y sus efectos en los
procesos electorales.

Podemos decir, sin temor a equivocarnos, que la estadística gene-
ral es cada vez  más usada como un  recurso técnico en las distintas ra-
mas de la ciencia. La  economía,  la sociología, la antropología, la ciencia

de la educación, la psicología y muchas otras ciencias
sociales utilizan la estadística con mucha frecuencia.
Dentro del campo de las llamadas ciencias naturales,
la biología, la física y la química emplean la estadística
como auxiliar de una gran confiabilidad para la fijación
de sus resultados «exactos», que muchas veces vie-
nen a ser promedios obtenidos después de una larga
serie de observaciones y ensayos.

En donde haya una posibilidad de recopilar, pre-
sentar, analizar e interpretar datos numéricos, encon-
traremos la aplicación de la estadística. No debemos
olvidar que esta disciplina, en su sentido más amplio,
es sinónimo de dato.

Ahora bien, si el origen etimológico de la palabra
estadística (del latín: status, Estado; en el sentido del
latín medieval: Estado Político) le liga al concepto de

/José Vitelio García Maldonado*
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* Asesor de la presidencia de la Comisión Estatal Electoral y editor de la
revista URNA/.

   electorales

Estadística
yprónosticos



ANÁLISIS/
39

administración de los estados, que exigía la recopila-
ción y análisis de los datos relativos a la riqueza hu-
mana y material de los mismos para fines bélicos y
financieros, en la actualidad el alcance de la misma
llega hasta el análisis de las características biológicas
de los seres animados, de las cualidades psicológicas
del hombre, de las probabilidades de los fenómenos
físico–químicos del universo y de estudios métricos
de obras literarias famosas.

La estadística es una aplicación del método cien-
tífico que nos permite apreciar cuantitativamente el
cambio de variables específicas dentro de un deter-
minado universo. Su aplicación en las ciencias expe-
rimentales se basa en el cálculo de probabilidades,
en las leyes de los grandes números y en las normas
de la lógica inductiva. El análisis estadístico arroja con-
clusiones válidas y fundamenta las decisiones  que se
toman sobre tal análisis.

Para algunos autores, la parte elemental de la
estadística aparece en cuanto se valúa mentalmente
una investigación. Sin embargo, es necesario adver-
tir que el valor de la estadística se basa en el supues-
to de que se han cumplido determinados requisitos
en el proceso de medición, el cual ha dado como
consecuencia  las cifras que se manipulan.

La estadística actúa plenamente en la fase de
análisis, dentro de un proceso de investigación. Tam-
bién puede aportar pautas de acción cuando se pro-
yectan los planes iniciales de propio análisis o cuando
es necesario extraer determinado tipo de muestra
en un universo dado. Como disciplina científica es,
en rigor, una aplicación del método científico. Esta
aplicación metodológica, como ya lo enunciamos, se
puede llevar a los distintos campos de la ciencia, de
tal forma que cuando sirve en la investigación de las
ciencias sociales, ayudando a éstas en el análisis de los
datos con que trabajan, surge la estadística social.

Se ha acostumbrado deslindar dos funciones
primordiales de la estadística:

a) Función descriptiva, cuando se hace un resu-
men de la información, presentándola de manera que
sea, en sí, una ventaja para el investigador, porque le
muestra panorámicamente las características más im-
portantes del universo investigado (medidas de tipis-
mo y de dispersión, entre otras).

b) Función inductiva, cuando sobre la base de
cierta parte del universo, que se estima representa-
tiva (muestra), se consideran generalizaciones que
son válidas para el resto de la población (aplicación

del aspecto inductivo del método científico). En esta
última tiene gran importancia la teoría de las proba-
bilidades.

Hasta aquí una introducción para contextuar el
opúsculo de Ian Budge y Dennis J. Farlie denomina-
do Pronósticos electorales.1

Ahora bien, es necesario aclarar que el título
original, Explaining and Predicting Elections: issue
Effects and Party Strategies in Twenty–three Demo-
cracies, podría traducirse como Explicación y predic-
ción de elecciones: algunos efectos y estrategias de
partido en veintitrés democracias. A nuestro parecer,
este último título nos acerca más al contenido del tex-
to. Los autores tratan de encontrar una relación so-
cio–política que pueda detectarse estadísticamente,
entre factores y circunstancias socio–económicas y los
resultados de un proceso electoral.

Honestamente, los autores afirman, como con-
clusión básica, que el análisis del «voto normal» no
nos proporciona suficiente información sobre los
efectos de los puntos conflictivos,2 como para que
se puedan realizar estimaciones cuantitativas
confiables.

Es necesario ligar esta variable (el resultado de
las elecciones) con variables socio–económicas, an-
teriores al proceso electoral. Para el efecto, se utiliza
el análisis de regresión, comparando los datos econó-
micos de los años anteriores a la elección (sólo un
año) con los resultados de las votaciones.

De los factores que afectan al bienestar econó-
mico y financiero, la inflación es la que más efecto
tiene. No obstante, al unirse los aspectos políticos,
la influencia llega a tener un valor del 70% ligado a
las variaciones del voto. Empero, la interpretación
debe ser cuidadosa porque el valor de una variable
puede esconder el efecto de otra. Veamos un caso.
La simpatía de los electores por algunos efectos de
prosperidad puede no llegar a contrarrestar alguna
antipatía, hacia los que detentan el poder por erro-
res políticos y así, aparentemente, el apoyo podría
ser mínimo y no reflejar simétricamente el aumento
esperado. Obviamente, como podrá advertirse, es-
tas conclusiones se han obtenido de análisis hechos
a las series de datos económicos y electorales en los
EEUU. Pero en este país, también se ha encontrado
que la relación entre voto y cambio en los ingresos
es mayor que la habida entre voto y popularidad pre-
sidencial.

Los autores del texto confían más en los resul-
tados de una relación como la anterior que la esta-
blecida entre intenciones de voto y el voto mismo,
ya que dichas intenciones muchas veces toman la
forma de clasificaciones emocionales y de populari-
dad no competitiva.

 “La ideología no garantiza la eficacia en el ma-
nejo del Gobierno”, asientan nuestros autores al
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1 Budge, Jan y Dennis J. Farlie: Pronósticos Electorales, Madrid, Centro de
Estudios Constitucionales, 1986, 385 pp.

2 Se entiende como puntos de conflicto aquellos aspectos de la
administración gubernamental que pueden suscitar reacciones de
antipatía o de simpatía, según se hayan operado y que políticamente
causan votos de rechazo o de apoyo al partido en el poder.



comparar el desempeño de una administración pú-
blica con la plataforma de principios del partido que
le haya llevado al poder.

Hay puntos conflictivos específicos alrededor de
los cuales el electorado forma su opinión para apo-
yar o no a un determinado partido. A saber:

1. Orden público (ley y orden, defensa del modo
de vida);

2. Constitucionalidad (constitucionalismo y de-
mocracia);

3. Relaciones exteriores (relaciones específicas
con el extranjero);

4. Defensa (Ejército);
5. Reacciones ante los candidatos (aprobación

y desaprobación);
6. Gobierno (eficacia, corrupción, estabilidad);
7. Moral y religión (apoyo a la moralidad);
8. Etnia (minorías, cultura);
9. Regiones (regionalismo, unidad nacional);
10. Cuestiones urbano–rurales (agricultura);
11. Redistribución socio–económica (justicia

social, servicios sociales);
12. Control gubernamental y planificación (con-

trol y planificación económicos);
13. Regulaciones gubernamentales (proteccio-

nismo y libre comercio);
14. Iniciativas y libertad (empresas, incentivos,

productividad, tecnología).
Por otro lado, también puede encontrarse un

nivel de apoyo recurrente que los grandes partidos
retienen de elección en elección,  denominado «voto
básico».

Otro investigador, Phillip Converse, postula la
existencia de ataduras vitalicias a un partido por par-
te de la mayoría de los votantes, constituidas por la
orientación afectiva individual hacia un grupo–objeto
importante en su entorno. Esta categoría se deno-
mina «voto normal».

Budge y Farlie estructuran un procedimiento de
pronóstico electoral en diez elecciones desde julio
de 1977 hasta junio de 1979, realizadas en nueve
países. Dicho proceso calcula un voto de pronósti-
co, resultado de un voto  básico al cual se le adicio-
nan los efectos de los temas conflictivos, con una
escala estimativa de 0 a 3. Los pronósticos son acep-
tables al compararse con los resultados reales de los
procesos electorales.

Del análisis estadístico que realizan nuestros
autores hay conclusiones interesantes referidas a las
consecuencias que sufren los partidos, después de
haber tenido una conducta determinada en la fun-
ción pública.

Al parecer, los efectos no son simétricos. Los
partidos burgueses (de derecha) son «castigados»  por
sus malas actuaciones en lo económico pero no son
proporcionalmente compensados por los logros

obtenidos. Los partidos socialistas reformistas (de iz-
quierda) experimentan un efecto contrario en la medi-
da en que se les da crédito sobre la base de buenos
antecedentes o perspectivas y se les tolera una mala
actuación o hasta una crítica inoportuna cuando se
encontraban en la oposición.

Budge y Farlie también introducen el término
volatilidad como préstamo de la Física (facilidad con
que una sustancia cambia su estado por otro) para indi-
car la velocidad con que puede cambiar el apoyo que
se da a un partido y luego hacia otro.

Los países con una volatilidad menor a corto pla-
zo son aquéllos con puntos conflictivos de poco im-
pacto y en los cuales surgen pocos o ningún tema que
resalte de modo especial en las elecciones nacionales.
Suiza es el arquetipo de esta categoría.

En la búsqueda de una buena explicación des-
criptiva para justificar las elecciones como una garan-
tía de la responsabilidad gubernamental, los autores
encuentran que:

1. Las preocupaciones de los electores hallan
su  reflejo en los temas tratados en la campaña elec-
toral.

2. Los tópicos a los que se da énfasis en los do-
cumentos de campaña son introducidos en los pro-
gramas de Gobierno.

3. Los partidos que resultan electos, supues-
tamente, cumplen algunas de sus promesas elec-
torales.

4. Los puntos, cuya enfatización asegura que un
partido salga  electo, son ideológicamente compati-
bles con éste.

5. Las respuestas efectivas del Gobierno a los
problemas obedecen tanto a imperativos ideológi-
cos como a consideraciones electorales.

6. Los partidos resultan electos como resultado
de un balance de los distintos signos y valores de los
puntos enfatizados.

7. Los gobiernos actúan en temas que los elec-
tores pudieron haber evaluado negativamente y tam-
bién en cuestiones no abordadas en las elecciones.

8. La elección de un Gobierno supone que la
mayoría de los puntos considerados importantes por
los electores serán tratados atingentemente por su
administración.

9. La  garantía de una desdibujada correspon-
dencia global entre los variables deseos electorales y
las acciones gubernamentales es lo único que real-
mente ha logrado la democracia a lo largo de  su
historia.

10. Las personas votan por un partido pensan-
do que actuará como ellos desean en las imprevisi-
bles contingencias que dominan la vida de un
Gobierno.

11. Los electores votan según esquemas
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comprensibles y sensibles al  trasfondo político y, a
su vez, los partidos y gobiernos son igualmente sen-
sibles a sus puntos de vista.

12. Los electores pueden oponerse al cambio
que nos les reporta beneficios inmediatos.

13. Si las opiniones impopulares pueden ser de
utilidad para asegurar el cumplimiento de fines po-
pulares, los gobiernos deben actuar y no asustarse
ante la impopularidad que eso pudiese acarrear.

14. Las tácticas poco populares (intervención,
planificación, cambio) deben ser llevadas a cabo con
precaución, como un medio de asegurar beneficios
concretos para la mayoría, más que como un fin en
sí mismas.

15. La paradoja de la responsabilidad guberna-
mental: los electores quieren los fines (estabilidad,
prosperidad), pero no quieren los medios (cambio,
intervencionismo, planificación).

16. Los problemas de interés general deben ser
enfatizados y debatidos por los partidos mayores,
dentro de los límites que marcan los medios de co-
municación de masas.

17. Cuando los grandes partidos dan poca im-
portancia a los problemas electorales, caen en un
debilitamiento de su función representativa, se dilu-
ye la competencia interpartidista y se va mermando
la democracia.

18. Aunque a la mayoría le disgusta el cambio
impredecible y, por lo tanto, apoyará fuertemente a
los sistemas existentes, siempre habrá una posibili-
dad para el cambio, cuando los beneficios superen
los costos.

Las aseveraciones anteriores, a manera de con-
clusión, son obtenidas por nuestros autores con base
en una categorización de tópicos que pudiesen in-
fluir en la conducta electoral y que hubiesen sido ma-
nejados en las campañas electorales por los partidos
contendientes.

El manejo estadístico se realiza, en estos casos,
a nivel descriptivo, estableciendo índices de variabili-
dad que les sirven para cuantificar los cambios de
opinión. En el caso de comparación de series histó-
ricas para apreciar sus posibles asociaciones, como
lo asentamos al principio, se utiliza el procedimiento
de regresión.

Como sea, los puntos  de conclusión nos lle-
van a plantearnos hipótesis de interpretación y de
investigación de los procesos electorales que se de-
sarrollan en el juego democrático de cualquier país.
En el primer caso tendríamos postulados que pu-
dieran  enriquecer el corpus de la ciencia política, en
el segundo, planteamientos para realizar nuevas in-
vestigaciones de campo en áreas aún incipientemen-
te exploradas.



n un mundo en el que los índices de violencia, robos, secuestros y los
delitos se incrementan, la seguridad pública se ha convertido en uno
de los reclamos más sentidos de la sociedad. Ante este panorama, es
apremiante la necesidad de que los gobiernos estudien, analicen y lle-
ven a la práctica nuevos programas de seguridad pública y protección
colectiva que tengan un largo alcance y sean más ambiciosos. El obje-
tivo debe ser brindar un servicio de seguridad pública eficaz a la socie-
dad en su conjunto, bajo un principio de eficiencia en la aplicación de
los recursos destinados a este importante sector.

Para el ciudadano lo más importante es contar con una familia y
un trabajo que le permitan llevar hasta el hogar los satisfactores nece-
sarios; así como tener acceso a los servicios de salud, educación y a
todos aquellos que le den la oportunidad de vivir y desarrollarse en
armonía y paz. Lo anterior implica, además, tener la confianza de que
no se verá afectado en su integridad física, ni en su patrimonio, por
actos cometidos al margen de la ley.

Ciertamente, como lo ha mencionado el presidente de la Repú-
blica Ernesto Zedillo Ponce de León, “Vivimos el resultado de muchos
años de negligencia, descuido y simulaciones, de reformas legales que
han sido rebasadas por los hechos”. El reconocimiento de lo anterior
es el primer paso hacia la consolidación, en Veracruz, de un sistema de
seguridad pública eficiente, ético y humano que impulse el servicio pú-
blico de carrera estimulando a los buenos policías con salarios dignos y
prestaciones.

Los mexicanos, en general, y los veracruzanos, ya no quieren ver
en libertad a peligrosos delincuentes que, habiendo sido puestos a dis-
posición de las autoridades judiciales, se refugian en las carencias y
fallas de nuestras leyes, haciendo de éstas su salvoconducto a la liber-
tad, a la impunidad y a la reincidencia. Urge imponer sanciones más

/José Alejandro Montano Guzmán*
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severas para aquellos que cometen delitos graves;
es necesario castigar con mayor dureza al crimen
organizado y a los que reinciden en una falta. Por su
parte, la coordinación entre las instituciones, funda-
mentalmente de las áreas de prevención del delito y
procuración de justicia, permitirá crear un eficiente y
moderno sistema de registro e información que ayu-
de a ofrecer una mejor actuación de los cuerpos
policiacos.

En México se vive un Estado de Derecho que
garantiza el desarrollo colectivo y la convivencia pa-
cífica y armónica de todos sus habitantes. El marco
legal del Estado mexicano es depositario de una fun-
ción primordial para que el proyecto nacional fun-
cione: garantizar seguridad a todas las personas y a
sus bienes. Este servicio no sólo se refiere a las ta-

reas de prevención del delito, también a las áreas de
investigación criminológica y persecución de los de-
lincuentes.

Los países más desarrollados han reconocido
que el progreso de sus pueblos y de sus ciudadanos
no sería posible si éste deja de sustentarse en una
efectiva seguridad pública. Análogamente, en Vera-
cruz, el gobernador del Estado, Miguel Alemán Ve-
lazco ha mencionado, desde su campaña políti-
co–electoral, que para convertir a la Entidad en un
lugar atractivo para la inversión, generadora de em-
pleo y prosperidad, es necesario sentar las bases de
una nueva cultura de la seguridad pública.

Ante este perspectiva, el Gobierno debe actuar
con mayor eficacia en la defensa del Estado de De-
recho pero, a su vez, resulta imprescindible que la



sociedad asuma una actitud de corresponsabilidad y
de mayor participación. Los ciudadanos deben ser
actores fundamentales para fortalecer la seguridad
pública a la que toda persona aspira.

Mucho se ha dicho acerca de los motivos que
provocan la delincuencia: el crecimiento demográfi-
co, la recurrente crisis económica que genera des-
empleo y pobreza, la corrupción imperante y la pér-
dida de los valores morales y cívicos que deben ser
inculcados desde el hogar y en todas las escuelas. Es-
tos factores, sumados a procesos como la desinte-
gración y la violencia familiar, al alcoholismo y la dro-
gadicción, son determinantes del índice delictivo en
una sociedad y, muchos de ellos, se pueden corregir
en el ámbito del seno familiar y la escuela, más que
con una actitud represiva de parte del Estado. Por
ello, es fundamental promover una cultura de la se-
guridad pública en donde todos asuman la parte que
les corresponde.

Bajo el entendido de que una efectiva seguri-
dad pública requiere de la participación colectiva, tan-
to de sociedad como Gobierno, en 1995 se decreta
la Ley General que establece las bases de coordina-
ción del Sistema Nacional de Seguridad Pública, ins-
trumento jurídico que sirve de marco legal para
desarrollar un moderno Programa Nacional de Se-
guridad Pública, con objetivos y lineamientos que per-
mitirán avanzar en esta delicada materia. A su vez, la
Ley número 95 de Seguridad Pública para el Estado
de Veracruz–Llave, expedida en 1998, genera las
condiciones adecuadas para integrar al Estado en este
importante proyecto.

Con base en ese marco, dentro del ámbito
nacional se definieron ocho ejes operativos funda-
mentales que, en Veracruz, se han adaptado ple-
namente a los planes de trabajo de las instituciones
de seguridad pública y de procuración y adminis-
tración de justicia. Estos ocho ejes rectores son los
siguientes:

I. Profesionalización

Ésta es una de las peticiones más reiteradas en foros,
reuniones y en las giras de trabajo que realiza el Eje-
cutivo del Estado por la entidad: destacar al recurso
humano capacitado como la premisa y elemento cen-
tral de la estrategia de seguridad pública. El aspecto
más importante de este eje es el que determina al
servicio civil de carrera como el sustento jurídico–
administrativo para lograr un desempeño policial más
eficiente, ético y con respeto a los Derechos Huma-
nos, que brinde a la población una mejor protección y,
a la vez, le permita al policía aspirar a un sueldo digno;
con prestaciones acordes a su preparación, méritos y
desempeño laboral.

II. Cobertura y capacidad
de respuesta

Se están instrumentando estrategias que permitan
realizar con eficiencia los procedimientos y la organi-
zación del personal en las instituciones de seguridad
pública; se revisa la proporción que existe entre poli-
cías por números de habitantes, incidencia delictiva y
superficie geográfica en los ámbitos estatal y munici-
pal, para mejorar la presencia y eficacia policial. En
procuración y administración de justica, se busca re-
ducir los rezagos en averiguaciones previas y órdenes
de aprehensión, aumentar el número de ministerios
públicos y de juzgados para conseguir una mayor co-
bertura jurídica, pronta y eficaz.

III. Sistema Nacional de Información
sobre Seguridad Pública

La Ley general que establece las bases de coordina-
ción del Sistema Nacional de Seguridad Pública, or-
dena que la Federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios suministren, intercambien y
sistematicen información mediante el uso de instru-
mentos tecnológicos modernos, con el objeto de
establecer bancos de datos de delincuentes, huellas
dactilares, rasgos faciales y antropomórficos. Tam-
bién deben poseer un registro estadístico delictivo,
de vehículos robados y del personal que trabaja en
el área de  seguridad pública. En Veracruz, las institu-
ciones del ramo están plenamente identificadas con
esta estrategia porque permitirá ofrecer un servicio
a la comunidad en forma oportuna y eficaz.

IV. Equipamiento, tecnología
e infraestructura

La profesionalización policial no podría rendir los re-
sultados óptimos sin el adecuado equipamiento, el
uso de la tecnología, de espacios físicos convenien-
tes e instrumentos de análisis e investigación funcio-
nales y modernos. Tampoco sin el armamento que
ayude al elemento de seguridad pública a realizar
bien su trabajo, sin estar en desventaja frente a los
delincuentes.

V. Instancias de coordinación

La funcionalidad del sistema requiere de la participa-
ción de las instituciones, organismos, expertos y de-
más actores relacionados con la seguridad pública
para dar un combate integral, coordinado y frontal
contra la delincuencia; pero, además, se hace nece-
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saria la participación activa de la sociedad en los pro-
gramas de prevención del delito y en la aportación
de ideas novedosas, a través de los consejos de se-
guridad pública estatal, municipales y de las colonias.

VI. Participación de la comunidad

La complejidad de la seguridad pública, ante una de-
lincuencia cada vez más organizada y sofisticada, re-
quiere de las políticas de Gobierno, de la suma de
esfuerzos y voluntades de la ciudadanía. En este sen-
tido, la sociedad civil representa el factor imprescin-
dible para preservar el Estado de Derecho. La parti-
cipación ciudadana es fundamental para adquirir una
cultura de la prevención y la denuncia del delito. En
este apartado se reconoce que la impunidad habrá
de acabar sólo cuando los agraviados por un delito
lo denuncien ante las autoridades competentes.

VII. Marco legal

La existencia del Estado, en su concepción más avan-
zada, se basa en un marco jurídico que permita la
convivencia social, pacífica y armónica de sus inte-
grantes y que, a la vez, ofrezca la posibilidad de re-
solver los conflictos y diferencias de acuerdo a las
leyes y normas existentes. Un buen esquema legal y
jurídico permitirá prevenir, perseguir y castigar al pre-
sunto autor de un delito que violente el Estado de

Derecho; por ello, los veracruzanos se han sumado
al llamado que hiciera el Gobernador del Estado, para
hacer una reforma integral al marco legal existente,
partiendo de la Constitución local.

VIII. Servicios privados
de seguridad

Las instituciones que brindan en forma privada servi-
cios de seguridad cumplen una importante función
al orientar sus acciones hacia la prevención del delito
y, además, coadyuvan con el Estado en la protección
y defensa de sus ciudadanos. Por ello, en este rubro
se enfatiza la necesidad de contar con un registro de
estas corporaciones, las cuales deben operar con la
debida autorización del Gobierno estatal. Adicional-
mente, estas empresas tienen la obligación de su-
marse, en caso de emergencia o desastre, al llamado
de las autoridades competentes.

Éstos son los ocho ejes fundamentales del Programa
Nacional de Seguridad Pública que ya operan en
Veracruz y que han permitido obtener resultados sa-
tisfactorios. Su consolidación dependerá, en gran me-
dida, de que las instituciones gubernamentales, las
organizaciones sociales y la sociedad civil, en su con-
junto, los hagan suyos y adopten una cultura de la
seguridad pública que permita abatir y ganarle la ba-
talla a la delincuencia.



ara muy diversos pueblos la democracia ha sido un propósito milenario,
registrado en su historia, a la cual han pretendido materializar a través de
diversas formas de Gobierno y representación popular. Alcanzar este
propósito ha tenido, en cada momento histórico, acercamientos o
distanciamientos. Sin embargo, la democracia, en general, ha permane-
cido intacta como aspiración y sujeta, por lo tanto, a un permanente
ejercicio de renovación y de actualización. No podemos pretender ahora,
en estas fechas, restituir el demos y el kratos griegos en su restrictiva
aplicación. No obstante, debemos replantear las formas de representa-
ción popular, de organización social y de estructura gubernamental, que
se encuentran desgastadas, para que se adecuen al mundo contempo-
ráneo, globalizado, y respeten nuestra singularidad cultural y nuestra
especificidad regional.

En ese sentido, indicaremos que la democracia representativa mo-
derna tuvo 200 años para ensayar sus proposiciones; y aunque éstas
son aceptables, resultan a todas luces insuficientes para resolver los
nuevos retos sociales que enfrentamos. Es obvio que la consolidación
de la democracia es un proceso complejo y difícil que debe resolver las
contradicciones entre el Estado y la sociedad civil.

Los vertiginosos cambios que ocurren hoy a escala global (estruc-
turales, económicos, sociales, culturales y los profundos avances tec-
nológicos) han contribuido a crear un clima de crisis, el cual se traduce
en un general desaliento hacia las funciones del Estado y los modelos
de gobierno. Esto se evidencia en el ámbito mundial y regional como
una crisis de legitimidad democrática, tanto en los niveles de represen-
tación y participación como en el desempeño de las instancias de Go-
bierno y en las que se toman decisiones.

Una de las facetas de esta crisis corresponde a la representación y
a la participación, las cuales tienen que ver con el complejo problema
de la traducción de la voluntad ciudadana en actos de Gobierno. A
manera de pregunta, podemos plantear: ¿cómo la ciudadanía expresa
y hace representar su voluntad, para que las instancias de Gobierno
reconozcan y hagan cumplir esa voluntad?

En el avance democrático, Veracruz es pieza imprescindible para
constituir y referir nuestro Estado–nación moderno (plasmado en la
Constitución de 1917), al aportar geografía, historia y valores de todo
orden, destacándose significativamente, de entre estos últimos, los co-
rrespondientes al factor humano. Todo ello, es el telón de fondo que
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Lademocracia

a la que



DOSSIER/
47

muestra la razón por la cual nuestro Estado, su po-
blación y su cultura política fueron definidos profun-
damente por esa  tradición política que nos dio un
régimen monopartidista por más de sesenta años.

Las características de la vida de este partido y su
tránsito a lo largo del quehacer nacional han sido am-
pliamente documentados y se reiteran cotidianamente.
Avanzar del monopolio unipartidista a un sistema de
competencia política –signo de nuestros días– des-
embocaría en la creación de un nuevo pacto social;
es decir, en la hechura de una nueva Constitución.
Este documento tendrá que normar, de manera cla-
ra e imperativa, la formación de partidos políticos y
la expresa prohibición –a éstos– de todo usufructo
de las funciones propias del Gobierno, ya que todo
partido de Estado será afecto a rasgos autoritarios y
antidemocráticos, ajenos al periodo transicional que
se vive. A estos rasgos, desde el Ejecutivo, se les ha
llamado «normalidad democrática».

Si el propósito que animó el surgimiento del PRI

(PNR, originalmente) fue zanjar las disputas caudallistas
por métodos más «civilizados», en este tiempo de
redes informáticas, ciberespacio y poderes pontificios
atentos a los gobiernos de matriz antidemocráticos,
no cabe la menor maniobra fraudulenta para per-
vertir la voluntad ciudadana.

Tres condiciones
de la democracia moderna en el Estado

I) Alternancia en el Gobierno. Si aceptamos que la

democracia moderna es el conjunto de reglas claras
e indubitables, mediante las cuales los grupos políti-
cos de diverso signo compiten de manera eficiente
y equitativa para estructurar y formar el poder del
Estado, entonces erradicaremos una buena parte del
bagaje fraudulento que caracterizó a los procesos
electorales en los sexenios pasados. No debemos
perder de vista que en México los procesos electo-
rales son cuestionados debido a que los candidatos
del partido hegemónico derrochan recursos mate-
riales, financieros y humanos provenientes del era-
rio público, creando así una situación de ilegalidad,
de ilegitimidad y de gran inequidad para las oposi-
ciones, las cuales, en conjunto, suman más votos
que el partido en el Gobierno. Sigue siendo materia
de discusión, e incluso se encuentra próximo a di-
rimirse, el juicio político contra el gobernador de
Tabasco Roberto Madrazo Pintado, por los gastos ex-
cesivos y de dudoso origen que utilizó en su campa-
ña electoral.

La competencia electoral tiene fondo y forma.
Fondo, cuando la sociedad organizada plantea un
modo diverso de gobernar y de garantizar, de ma-
nera plena, los Derechos Humanos y sociales de los
gobernados respecto al gobernante y los otros par-
tidos políticos. Forma, cuando los partidos compiten
justa y equitativamente con las mismas reglas.

Si bien los diversos institutos políticos están ha-
ciendo un gran esfuerzo por diferenciar sus progra-
mas, las constantes quejas se refieren a las grandes
diferencias y desventajas para competir contra el par-



tido en el poder, el cual se desdobla entre Gobierno
y partido. Por ello, no basta la simple declaración y asig-
nación de prerrogativas a los partidos políticos; se
requiere la penalización severa y oportuna para todo
aquel que infrinja dicha asignación de recursos, máxi-
me cuando el tema del «lavado del dinero», prove-
niente del narcotráfico, está a la orden del día en
todo el mundo.

Resuelta la integración del poder mediante el
voto ciudadano, el desarrollo desigual en la Federa-
ción exige atención a los modelos de gobiernos com-
partidos; esto es, poderes ejecutivos conviviendo con
poderes legislativos de distinto signo político; ayun-
tamientos plurales y funcionarios públicos que, a pe-
sar de ser militantes de la oposición, pasan a integrar
los gabinetes del candidato ganador. Fenómeno re-
ciente que obliga a legislar en materia de transmisión
del poder y de respeto a los niveles de Gobierno, a
pesar de su disímbola integración.

Es pertinente recordar que en nuestra Entidad
han  existido formas de agrupación política, en el
ámbito municipal, que antaño fueron competidoras
eficientes contra el partido casi único. Como res-
puesta, se creó la figura de la Junta de Mejoras, con-
traviniendo el espíritu autónomo del municipio, pues
a tales Juntas, cuando perdía el partido oficial, se les
canalizaban todos los recursos para negarlos a las au-
toridades electas por la ciudadanía. Esa práctica si-
gue vigente en el corazón mismo de la Ley Orgánica
del Municipio Libre.

Debido al patrimonialismo emanado desde la fi-
gura presidencial y la cultura de partido casi único, la
alternancia en el poder en nuestro país –normal y co-
mún en regímenes democráticos– es una cara aspira-
ción. Garantizar la institucionalidad de la transmisión
de poderes a partidos distintos del que gobierna, aun-
que parezca una perogrullada, debe de ser normada
a rango constitucional para garantizar la alternancia en
el poder y salvaguardarla de quien pretenda bloquearla
o, de plano, sabotearla. Esto, seguramente, propicia-
rá una cultura de respeto a la pluralidad como ele-
mento definitorio de la nueva democracia.

Por otro lado, debe profundizarse la práctica de
integrar las oposiciones a los espacios del Ejecutivo, para
que los distintos proyectos, esfuerzos y especialidades
se conformen en una representación política eficiente
y concordante con la moderna sociedad mexicana.

Los partidos políticos han recibido la herencia
autoritaria y antidemocrática de los gobiernos
caudillistas y presidencialistas. Algunos fueron crea-
dos, desde el mismo poder, como simples compar-
sas, prestándose a la perversa validación de los frau-
des electorales u oscuras «concertacesiones» que
terminaron por deslegitimar el voto como acto su-
premo del quehacer político ciudadano. Ahora, los
modernos partidos políticos están consolidando sus

nichos en la preferencia electoral y asegurándose es-
pacios de poder, que van desde representaciones
legislativas y presidencias municipales hasta guberna-
turas. Más bien que mal, los ciudadanos están concu-
rriendo a las urnas a votar por las distintas opcio-
nes que los partidos representan; y desde el seno
de la sociedad civil, nuevas agrupaciones están pi-
diéndole al Instituto Federal Electoral la certifica-
ción de su existencia jurídica. Conviene, pues, no
detener la cultura partidista, a pesar de los errores
históricos y el mal sabor de boca que dejaron los
partidos otrora llamados «paleros». Hoy por hoy,
la articulación más acabada del sentir político ciu-
dadano son los partidos.

Los nuevos partidos políticos tienen que tras-
cender su vena autoritaria, facciosa y antidemocrática.
La única manera de lograrlo es obligándoles a respe-
tar el marco jurídico que les da vida y sus inalienables
derechos, es decir, que como institutos políticos sean
sancionables, si la vida democrática se ve conculcada
por razones facciosas o autoritarias. Ello rompería el
ciclo perverso del autoritarismo y la antidemocracia
en el seno de la organización política, la cual debe
ser conformada por el ciudadano para que éste se
pueda integrar al poder del Estado.

II) Gobierno, constitucionalidad y legalidad. El Gobier-
no es la integración de las infinitas voluntades ciuda-
danas a través de su voto; no es la simple mayoría o
el partido ganador, ya que deja de serlo para repre-
sentar al todo en su conjunto. Su representación pro-
porcional reúne el total de las diversidades políticas
que juegan a la democracia electoral. El Gobierno
no es la campaña de un partido, sino el ejercicio de
las demandas más sentidas de la población que se
concretan en el bien común aristotélico. Por ello, las
inercias monopartidistas y los actos proselitistas
trastocan y deforman el acto de Gobierno. Éste debe
ser una eficiente y racional administración de la cosa
pública, cuyos fines sean superiores a cualquier par-
te del todo. De ahí que el mejor Gobierno sea aquel
que representa con mayor objetividad la diversidad
de la ciudadanía y la integra en poderes que concu-
rren con igual capacidad en el Estado. En nuestro
modelo presidencialista, toma mayor relevancia la
lucha por lograr poderes independientes y autóno-
mos. Es reprochable la existencia de poderes legisla-
tivos y judiciales sometidos al Poder Ejecutivo.
Además, la experiencia nos obliga a reconocer que
los excesos del Ejecutivo lastimaron seriamente la
vida republicana y culminaron en guerras focalizadas
como la que hoy se vive en Chiapas.

Un Gobierno que descuida los intereses disím-
bolos de sus ciudadanos está generando la solución
violenta de los conflictos, a partir de las agudas con-
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diciones en que aquellos viven. Por ello, no basta la
más idónea representación proporcional de los par-
tidos políticos que viven sus derechos cívicamente,
se necesita la integración de fórmulas masivas que
permitan escuchar, de vez en cuando y sobre los
intereses más relevantes, la opinión de todo ciuda-
dano. Ello requiere de la inmediata legislación en
materia de formas referendarias o plebiscitarias para
que, con mayor objetividad, se pueda realizar un acto
de Gobierno justo y equitativo.

Si dicho acto es un referente obligado de la pla-
taforma política partidaria o de la ideología profesa-
da, no menos cierto es que los partidos políticos y
el Gobierno mismo tienen una fuente de origen co-
mún: la Constitución o contrato social. Ahora bien,
ésta envejece con el tiempo, y a medida que su tron-
co arrecia, las ramas se vuelven más frondosas. Nin-
guna constitución lo es nueva del todo. Está probado,
basándonos en el derecho comparado, que las nor-
mas jurídicas modernas se nutren de la savia de las
viejas; de tal suerte que la fortaleza del nuevo orden
constitucional radica en la preservación de lo más
bondadoso y recto del viejo cuerpo jurídico. Los afa-
nes de una nueva Carta Magna se deben fundar en
la necesidad de reconocer nuevas formas de partici-
pación e integración política; en la necesidad de nue-
vas formas de administración del erario público, así
como de una vinculación con el mundo globalizado.
La Constitución no puede modificarse por caprichos
personales o frivolidades de moda. Constitución y
Gobierno son las dos caras de la moneda del Esta-
do. Su canto es la perenne legalidad.

El fuerte cinturón que ciñe a la Constitución y al
Gobierno es el cuerpo de leyes que obligan a los
funcionarios públicos, al hombre en concreto, a com-
portarse legalmente. Sólo un Poder Judicial autóno-
mo y fuerte puede ser capaz de penar al funcionario
que delinque desde el cargo público. La sanción debe
ser tanto más severa para quien, habiéndosele otor-
gado el poder público, abusa de su posición. Puesto
que en nuestro país el mal ejemplo cunde desde
quien debería ser modelo de rectitud y probidad,
resulta una necesidad imperiosa legislar para poder
juzgar y castigar a los representantes del Poder Eje-
cutivo y limitar, cada día más, un fuero mal utilizado,
escudo no para la libertad política o la defensa de
intereses sociales, sino para delinquir impunemente.

III) Participación, sociedad civil y legitimidad. Hoy, la
participación ciudadana, su representación y la toma
de decisiones en los órganos de Gobierno atravie-
san por una severa crisis. La cual se expresa, sobre
todo, en procesos electorales con gran abstencionis-
mo, en desaliento por crisis económicas recurrentes
y en una cultura antipolítica. El voto no es necesaria-

mente un referente de las plataformas de los parti-
dos, sino de pequeñas aspiraciones personales que
hacen más compleja la integración del poder. Las
reminiscencias corporativas del régimen siguen las-
trando el avance de un poder ciudadano real. El voto
es dinero que se cambia por tortas, gorras o un «pro-
bable» futuro de empleo, educación y salud.

La participación en los procesos electorales es
una raquítica expresión de un régimen democrático.
Ésta necesita alimentarse fuertemente con la vasta
educación cívica que debe ser impartida desde la in-
fancia y a través de toda la escuela pública. En este
sentido, llama la atención la experiencia que el IFE puso
en marcha para que los niños votaran en procesos
electorales, con el objeto de educarlos cívicamente,
mediante esta práctica, e integrarlos a la voluntad po-
pular. Participar de este modo, en la cosa pública es
una enseñanza que compete al Estado y que debe
reforzarse en cada uno de los actos cotidianos del
ciudadano.

Obviamente, de aquí se desprende la necesi-
dad de una Sociedad Civil que revalore el poder de
tomar decisiones colectivas, de carácter mayorita-
rio y, al tiempo, respetuosas de las minorías. Tole-
rancia, respeto a la diversidad y reconocimiento de
todo tipo de modelo organizativo para el bien co-
mún, deben ser los pilares de un modelo demo-
crático.

Además, no basta la mayoría precaria para in-
tegrar de modo legítimo el poder público, aunque
legalmente así sea. Por otro lado, la soberbia con la
que se ha integrado en los últimos sexenios el po-
der es lo que ha entorpecido la vida republicana y
enconado los viejos agravios existentes en la socie-
dad mexicana. Necesitamos que el mayor número
posible de ciudadanos participe en la integración del
poder; ello requiere de un sistema de partidos flexi-
ble y de facilidades para reconocer nuevas figuras
asociativas donde puedan participar los ciudadanos.
De igual forma, es necesario obligar a los partidos
políticos a vivir plenamente la democracia, desem-
barazándose de estatutos facciosos y antidemocráti-
cos, de manera que rompan las rígidas estructuras y
permitan una movilidad mayor y menos dificultad
para  acceder a los cargos públicos.

Por último, debemos entender a los partidos
políticos como eficientes instrumentos de la articula-
ción de las demandas ciudadanas, mediante los cua-
les se concreta el poder político que le da al Estado
su imperio jurídico y su trascendencia social para ga-
rantizar justicia y equidad.

Quien se precie de ser demócrata deberá for-
talecer, con objetividad, la construcción de los parti-
dos; deberá comprometerse con la igualdad de con-
diciones y respetar, irrestrictamente, la voluntad del
pueblo a la hora de elegir a sus gobernantes.



in prejuicios –y por fortuna–, el licenciado Miguel Alemán Velazco ex-
presó en el discurso de su toma de posesión: “No podemos quedar-
nos en el continuo debate sobre una transición social y política que se
ha prolongado más de lo deseado y que no alcanza a manifestarse
plenamente en los hechos”; lo cual es alentador para quienes, desde
hace mucho tiempo, hemos reclamado una reforma, a la cual no po-
demos llamar definitiva, pero que, por sus treinta puntos mínimos, se
infiere que tiene la intención de arribar a un orden consensuado, en
tanto que reflejo de la diversidad y la pluralidad de nuestros días.

Nuestras constituciones han sido documentos de vencedores1 y
no resultado de pactos entre fuerzas políticas; lo que no nos hace ori-
ginales ni tampoco invalida nuestra Constitución. Durante mucho tiempo
se objetó la Carta Magna de 1917 por haber sido elaborada única-
mente por carrancistas, ya que no estuvieron en el Congreso de
Querétaro de 1916 y1917 ni villistas ni zapatistas ni, mucho menos,
otras corrientes menores, aunque no intrascendentes, en el plano de
las ideas. Si la Constitución de 1917 tiene como fuente una revolución
social,  no tiene nada de extraño que su contenido sea también social.

El que Madero haya querido circunscribir la lucha al plano político
y Carranza postergara las respuestas a las demandas sociales dejó a
estos personajes sin sustento popular para enfrentar y resolver con
éxito las conspiraciones de los defeccionantes y de los grupos despla-
zados.

Los revolucionarios mexicanos nunca hemos concebido un or-
den indiferente a las grandes contradicciones y desigualdades de la so-
ciedad. Morelos planteó construir un Estado que velara por un salario
justo. Ponciano Arriaga hizo suya la proclama del cura Hidalgo en Gua-
dalajara para un reparto agrario. Ignacio Ramírez combatió por la justi-
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Los veracruzanos seremos constituyentes [...] para dar a nuestro Estado una
nueva Constitución política
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cia social. Los hermanos Flores Magón se nutrieron
de la historia de nuestras luchas por una patria más
justa.

Los revolucionarios mexicanos no ignoraron los
Derechos Humanos, pero con imaginación y creati-
vidad rechazaron mitificaciones y se propusieron
desarrollar políticas y programas encaminados a edi-
ficar las condiciones materiales que permitieran su
pleno ejercicio. Al derecho de propiedad de la tierra
no lo fundamentaron en la naturaleza del hombre ni
en un hipotético contrato social, no en el individuo
aislado sino en la sociedad. La fuente fue el pueblo
(Rousseau) y no el Estado (Hegel).

Nosotros ni aceptamos que sólo a través de lo
individual es posible alcanzar lo común ni que sólo a
través de lo común sea posible conseguir lo indivi-
dual. En la cúspide de esta batalla ideológica tene-
mos, en el primer caso, a Adam Smith y, en el se-
gundo, a Carlos Marx.

Son injustas las acusaciones que se han hecho a
nuestra Constitución, en el sentido de que afecta las
libertades individuales en nombre del interés gene-
ral, porque hoy, en todas partes, vemos que se re-
gula, entre otras cosas: el tránsito, la altura y las
fachadas de las casas, la tala de árboles; el reclamo
crece ahora porque la regulación se haga con mayor
amplitud y profundidad. Está claro que históricamente
nos organizamos en un Estado para hacer posible lo
común y luego limitamos su poder para disfrutar un
ámbito de libertades.

No aceptar una fundamentación natural de los
derechos humanos ni significa no tener una funda-
mentación ética ni mucho menos rechazarlos como
ejes de la teoría de los límites del poder.2

En una conferencia que diera Porfirio Muñoz
Ledo en Nueva York,3 dijo que en México no había
más derechos que los que otorgaba el Estado, lo
cual nada tendría de raro, si lo único que pretendía
era justificar la intervención en la vida económica, ya
que ello es posible si se parte de derechos posterio-
res al nacimiento del Estado. Dicha intervención es
inadmisible para quienes consideran que los dere-
chos humanos son anteriores al Estado, y que el pacto
que los origina tiene como fin reconocerlos y prote-
gerlos y, todavía más, si el concepto de propiedad es
sacro e intocable. Pero lo grave de esa afirmación es
identificar Estado y Nación, porque ya sabemos las
consecuencias que eso ha tenido para la humanidad,
cuando sus impulsores han llegado al gobierno de
un país poderoso.

Ver el derecho como “producto de la evolu-
ción humana”4 no impidió a Duguit concebir la “exis-
tencia de un derecho anterior y superior al Estado”.5

Ni siquiera el radicalismo democrático de Rousseau
plantea un soberano sin límites, como sus detracto-
res lo mal interpretan (Talmo). El ginebrino pone el

bien público como límite de la voluntad general.
Hoy mismo no se discute si el soberano debe o

no tener límites. Lo que está a discusión es si ese
límite lo constituye el concepto de interés público o
el de los Derechos Humanos. El interés común, el
bien público, el interés público, el bienestar público,
el bien común; debe especificarse qué realidad se
pretende abarcar, de acuerdo al concepto seleccio-
nado. En nuestros días, existen interpretaciones del
concepto de «bien común» que, refutando la con-
cepción escolástica, nos precisan su carácter concreto
e histórico y, sobre todo, ponen en claro que lo debe
determinar la soberanía popular. Nada más que no
debe ser  determinada a la manera kantiana, lo debe
determinar empírica y fácticamente.

Los derechos públicos subjetivos, los Derechos
Humanos, los derechos morales, los derechos na-
turales, las libertades públicas, los derechos funda-
mentales, se discuten terminológica y conceptual-
mente; pero también son objeto de un serio debate
para que dejen de servir a todo y a nada a la vez; se
emplean, y con efectividad, para construir una orga-
nización jurídico–política que, salvaguardando la li-
bertad, permita al hombre y a la mujer vivir en digni-
dad, la cual les ha sido negada en la realidad por las
grandes desigualdades y carencias en que están hun-
didos. Es insuficiente la igualdad ante una ley que no
expresa la voluntad general.

Si establecemos como límite del Estado los lla-
mados Derechos Humanos, o si se quiere los llama-
dos derechos fundamentales, tendremos que hacer
nuestro el reproche que le hace el maestro Gregorio
Peces–Barba en su libro Curso de derechos funda-
mentales 1 a Norberto Bobbio,6 cuando, en uno de
sus trabajos sobre el tema,7 nos dice que estos dere-
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2 Duguit, León: Manual de Derecho Constitucional, Madrid, Francisco
Beltrán, 1921, p. 13.

3 Visión del México contemporáneo, México, El Colegio de México,  1979,
pp. 23 y 26.

4 Duguit, León: Op. cit., p. 6.
5 Duguit, León: Op. cit., p. 2.
6 Bobbio, Norberto: El tiempo de los derechos, Madrid, Sistema, 1991

p. 61.
7 Puede consultarse para los Derechos Humanos: Gregorio Peces–Barba:

Curso de derechos fundamentales 1. Teoría general, Madrid, EUDEMA,
1991. (Universidad, Manuales). Para la teoría de la división de poderes,
ver la enunciación originaria a la de la división de poderes en los
parágrafos 143 a 148 del Segundo tratado sobre el Gobierno civil de
John Locke. La tesis de Montesquieu está esencialmente en el capítulo
VI del Libro XI del Espíritu de las leyes; Roberto L. Blanco Valdés:  El
valor de la Constitución, Madrid, Alianza Editorial, 1994. (Alianza
Universidad) aporta muy interesantes puntos de vista sobre este
apartado. El mejor trabajo sobre un liberalismo de contenido social
sigue siendo el de L. T. Hobhouse: Liberalismo, Barcelona, Labor, 1927.
Los que quieran ahondar en la teoría del Estado social, no pueden
dejar de disfrutar la lectura de los dos tomos de El Estado en la teoría
y en la práctica (Madrid, Ed. Revista de Derecho Privado, 1936) del
teórico del laborismo inglés Harold Laski, dentro de su fecunda, rica,
amplia y convincente producción intelectual. En Abendroth, Fonsthof,
Ackerman, Mishra, Dahrendorf, De los Ríos, Díaz y Bobbio puede
ampliarse.



chos, más que fundamentarse, hoy reclaman prote-
gerse. Creo que es muy desafortunada esta arenga,
porque de qué serviría proteger lo que no sabemos a
qué obedece, cuál es su catálogo, hasta dónde llega
su origen, cuál es su fundamento filosófico.

Estoy de acuerdo con el maestro Peces–Barba
en que el derecho de la propiedad no debe entrar
en el catálogo de los derechos fundamentales (lo que
no significa que proponga que deje de protegerse;
simplemente, hay que quitarle lo sacro e intocable
para hacerle cumplir realmente una función social),
porque en la práctica, ha demostrado que no es po-
sible generalizar su ejercicio.

Hay que distinguir entre la defensa de la pro-
piedad habitacional –como indispensable para la dig-
nidad– y la de los medios de producción, que deben
orientarse al bien común.8 El concepto sacro e into-
cable de propiedad anula, en la realidad, todos los
demás derechos fundamentales en beneficio de los
propietaros.9

Los Derechos Humanos para los desposeídos
no han pasado de ser el reclamo contra el formalis-
mo jurídico y contra el abuso policiaco; pero, para
los propietarios, ha sido el gran artificio que ha per-
mitido lanzar a todos contra el Estado y hacer que
las grandes masas defiendan los intereses de los pro-
pietarios, que así hacen pasar sus intereses como los
intereses de todos. Una apreciación vaga del con-
cepto de los derechos humanos ha permitido que
los mismos actores políticos contra los que se recla-
maba y por los cuales se propiciaron la libertad de
conciencia y otras libertades, hoy aparezcan como
sus paladines, en su afán de recuperar funciones es-
tatales, como las que se desarrollaron en la Europa
feudal y en el México colonial.

Necesitamos combatir la carga ideológica que
gira en torno al concepto de derechos humanos, por-
que, como bien lo dijera un representante del pen-
samiento católico: “No importan tanto los mecanis-
mos políticos como las energías espirituales que los
han creado y que los animan”.10

Según los llamados liberales clásicos –que, de
pronto, con la caída del denominado comunismo
real, se reanimaron y salieron de sus guaridas– fue el
bien público o la justicia social la limitante que invocó
el Ejecutivo mexicano y no la ley de pesos y contra-
pesos.

Lo cierto es que muchos de ellos no se han dado
cuenta de que el centro de gravitación de estos con-

troles se trasladó del interior de la organización esta-
tal al escenario político establecido entre el Gobier-
no y la oposición.

Si para Montesquieu era libre sólo aquel pueblo
que dividía las funciones ejecutiva, legislativa y judi-
cial, hoy la mejor garantía de esa libertad es una sana
relación entre mayoría y minoría.

La aparición de los partidos políticos modernos
modificó sustancialmente la teoría de la división de
poderes que elaboraron Locke y Montesquieu. A un
partido que gane, en el mismo periodo de eleccio-
nes, los poderes Ejecutivo y Legislativo, aquí y don-
de quiera, sólo lo detienen el concepto que tenga
de los Derechos Humanos y el contrapeso de la opo-
sición; pero en un régimen parlamentario de divi-
sión flexible, regularmente siempre hay un partido o
una coalición que ostenta la mayoría del Poder Le-
gislativo y, al mismo tiempo, el Poder Ejecutivo, re-
duciendo esa división al mínimo .

No son pocos los países con un régimen presi-
dencial en que la rígida división del poder es más for-
mal que real, porque los diputados y senadores re-
presentan más a las corporaciones que a los partidos
y a los ciudadanos; por eso, es posible ver que los
partidos, simulando obedecer a sus ciudadanos, se
cruzan y se alínean a favor o en contra del titular del
Ejecutivo, obedeciendo en mayor grado a sus
patrocinadores que a sus partidos.

Si en la época del barón de la Brade, Montes-
quieu construyó su «teoría de la división de pode-
res», que le sirvió hasta para formular su concepto
de libertad, en el entendido de que eran libres los
pueblos que tenían un gobierno con división de fun-
ciones, cómo serían esclavos de un déspota aque-
llos pueblos que no la conocieron o la perdieron. En
nuestro tiempo, sin restarle importancia a la ley de
pesos y contrapesos, habría que ver dónde se en-
cuentra su centro de gravedad.

No hay contradicción en el hecho de que un
movimiento profundamente social, como el que sur-
gió de 1910, hiciera del Ejecutivo árbitro de la tie-
rra; árbitro entre el trabajo y el capital, y que también
lo conviertiera en un personaje político poco orto-
doxo dentro de la organización de un Estado liberal
y social.

Con un concepto clásico de los derechos natu-
rales, que tienen como eje un concepto sacro e in-
tocable de la propiedad privada, no hubiéramos
llevado a cabo el reparto agrario; no hubiéramos res-
catado para la nación el dominio sobre los recursos
naturales ni tendríamos tantas escuelas públicas ni
tantas universidades e instituciones de educación téc-
nica superior ni la seguridad social ni los programas
de vivienda de interés social que, aun con los recla-
mos de calidad, deseamos que mejore y que no se
suprima.

8 Passerin D’Entreves, Alessandro: La noción del Estado, Euroamérica,
1970.
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9 Barcellona, Pietro: El individualismo propietario, Madrid, Trota, 1996,
pp. 114-115.

10 Hauriou, Mauricie: Principios de Derecho Público y Constitucional,
Madrid, Reus, 1927, p. 49.
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En congruencia, sólo los que ponen por enci-
ma del interés general el interés individual podrían
respetar la concepción clásica de los derechos hu-
manos. Recordemos que para Aristóteles el hom-
bre no es tal si se encuentra aislado y sólo en sociedad
alcanza esos rasgos y ese peldaño;  por lo que tiene
razón Duguit, al derivar esos derechos subjetivos
de los deberes con su comunidad, en tanto que ser
social.

Una vez más vale repetir que siempre que por
delante se ponga el interés común, no tiene nada
de malo o anormal que el Estado afecte el interés
personal para conseguir el interés común; lo malo o
anormal sería lo contrario: que el Estado afecte el
interés común en favor de un interés individual o de
facción, porque lo que origina al Estado, en el plano
histórico, es la necesidad de atender las funciones
que son comunes y, en ese sentido, nace y reafirma
su supremacía frente a todos los intereses individua-
les o de grupo y frente al exterior, no sometiéndose
a otro cuerpo o Estado. Bobbio, poniendo en en-
tredicho el concepto de bien común, sobre todo en
su versión escolástica, reconoce que por lo menos
es útil para distinguir el buen Gobierno del que no
lo es.

Cuando los revolucionarios mexicanos fundan
su partido, en los primeros días de marzo de 1929,
no lo concibieron como único ni como totalitario,
porque sólo pretendía afiliar a los revolucionarios, a
los que abrazaban las ideas y el programa de la Re-
volución.

Durante muchas décadas, el partido de los re-
volucionarios mexicanos (PNR, PRM y PRI) se movió
entre un Partido Comunista, que venía desde 1919
–y no aceptaba la vía electoral–, y un Partido Acción
Nacional, que no nació para defender la democracia
ni como un partido de ciudadanos, sino para des-
truir la obra de la Revolución mexicana y, en su lugar,
establecer un Estado corporativo fascista –como lo
expresan, desde su interior, voces autorizadas.11

Los últimos desprendimientos importantes del
PRI han sido justificados, no por su mucha o poca
democracia, sino porque, supuestamente, el parti-
do “ha dejado de abanderar las grandes causas so-
ciales”, con lo que sigue estando en la disputa por el
poder, cualquier cosa menos la democracia. Prueba
de ello es que hoy los partidos de oposición eligen a
sus candidatos, más que nada, por consenso o por
unidad.

La corporativización social que giró en torno al
partido de los revolucionarios fue producto de la ne-
cesidad que había de vencer, no sólo obstáculos ideo-
lógicos, morales, políticos y jurídicos, sino también
sociales. Ahora es evidente que ya no tiene razón de
existir.

En una etapa revolucionaria, tanto los que es-

tán en el poder como los que lo disputan se exclu-
yen, se rechazan, se niegan y la batalla termina úni-
camente con la liquidación de la parte contraria. De-
liberadamente, se identifica a la parte con el todo,
creyendo que, si fracasa la nación, ellos triunfarán
por distinguirse de la parte. Se ha hecho un manejo
maniqueísta de la política. Los de dentro son los malos
y los que están afuera son los buenos. Para ser bue-
no hay que rechazar a la parte, pero también a su
obra, que es el todo: al Estado, incluido su Gobier-
no. Desarrollamos una cultura antigobiernista que
rechaza todo lo que venga del PRI y del Gobierno.
Somos honorables, en la medida de nuestra auto-
nomía; pero esa autonomía se estableció respecto al
poder político, no en referencia con otros poderes.
Por eso hemos exaltado a quienes delinquen, por-
que si desafían al Estado y a su gobierno son nues-
tros aliados, sean quienes sean, sin detenernos a
pensar siquiera que –como dijera Jellinek– la propie-
dad no existe sino como relación jurídica, y es gra-
cias al Estado que es posible la existencia de «lo mío
y lo tuyo».

Para superar esa cultura, que en los hechos con-
cibe la política como una relación amigo–enemigo,
es urgente construir un Estado que responda a la
nueva pluralidad y a la nueva relación entre mayoría
y minoría, para devolverle la función integradora a la
política y al derecho.

Es cierto que son muy discutibles las teorías que
conciben el derecho y el Estado como expresión e
instrumento de la clase social dominante (en las rela-
ciones económicas que imponen sus rasgos a las de-
más) para someter a los desposeídos; pero no son
menos cuestionables las teorías que sustentan su fun-
damentación en la metafísica y en supuestos al mar-
gen de la historia. Por ello, es inaplazable que, sin
prejuicios y sin dogmas, nos apoyemos en explica-
ciones que nos lleven a construir un nuevo derecho
y un nuevo Estado, para que expresen la síntesis de
la gran diversidad que somos. Tenemos que apren-
der a vivir más allá de la retórica, no sólo como signo
de los tiempos modernos, sino también como res-
puesta a los reclamos de una convivencia más armo-
niosa y más equitativa.

Los partidos políticos deben superar sus pro-
blemas internos y el pragmatismo para cumplir con
su función de aglutinadores de la voluntad popular y
disputar, de este modo, los votos y las preferencias
del electorado. Deben someterse, ya como gober-
nantes, a la calificación del pueblo, tomando en cuenta
la eficiencia y los resultados obtenidos; es decir, el
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11 González Uribe, Héctor:  El problema de la representación política y la
solución corporativa, México, Jus, 1940, pp. 185 y 188.



cómo ejecutaron y operaron los mandatos del pue-
blo convertidos en leyes. Además, tienen la respon-
sabilidad de cumplir con la función de mediadores y
con la articulación de principios, valores y demandas
sociales, para que se conviertan en leyes y en pro-
gramas públicos que sean el soporte de la nueva go-
bernabilidad.

 Por otra parte, los partidos políticos están obli-
gados a realizar la no menos importante tarea de
preparar los cuadros para el ejercicio de la represen-
tación popular e, incluso, para  los cuadros corres-
pondientes a las tareas ejecutivas. Siempre con una
nueva ética pública y una templanza política que sólo
se adquieren en el sacrificio partidista; virtudes que
permiten estimular a quienes reciben la oportunidad
de desempeñar un cargo público, pero que también
otorgan la esperanza, a quienes aún no les toca, de
que podrán ser estimulados. Los seguidores, a su
vez, deben sentir que, cuando gana su partido, va a
estar en el gobierno el mismo personal con quien
comprometieron su voto y que pueden ir a recla-
mar el cumplimiento de las promesas realizadas. La
concepción del partido como un simple proponente
lleva a la irresponsabilidad del gobernante y a la diso-
lución de la intermediación y, con ello, de la propia
instancia. No existen gobernantes neutrales ni apolí-
ticos.

No podemos seguir supeditando mecánica-
mente toda la política a la economía ni la economía
a la política. Hay que decirle al pueblo de qué es res-
ponsable el gobierno y de qué no; qué le correspon-
de a la parte y qué al todo. Tenemos que deslindar los
asuntos del gobierno de los actos de soberanía. Hay
que detener la lucha de todos contra todos. Según
ha dicho Bobbio, con gran acierto, no se conoce un
pueblo que sin Estado, tenga menos violencia que
con él. No concebimos ni todo dentro del Estado ni
todo fuera de él. La solución no está en disolver el
Estado en la sociedad ni en disolver la sociedad en el
Estado.

El pueblo no demanda suprimir el Estado, por-
que el mismo mercado es imposible concebirlo sin
alguna forma de poder institucionalizado (Burdeau);
lo que exige es uno mejor y con otra forma.

Las organizaciones autodenominadas de la so-
ciedad civil deben ser más congruentes en su crítica
al Estado, porque su autonomía no depende única-
mente de que estén fuera del poder, sino también
de que se mantengan alejadas de la lucha por el po-

der. Los espacios públicos que necesitamos deben
nutrirse del encuentro de todas las opiniones, por
ningún motivos de fundamentalismos.

Las funciones coercitiva, jurisdiccional e imposi-
tiva definen al Estado y cualquier otra función define
su forma, dice Bobbio; opinión que debemos tener
en cuenta para saber qué podemos quitar y qué po-
demos mejorar.

Nadie parte de cero, pero la «recepción»12 que
tenga la nueva Constitución poseerá validez a partir
de esta norma fundamental, como todo el derecho
sustantivo y el adjetivo.

La Constitución de los Estados Unidos Mexica-
nos fue, durante muchas décadas, reconocida por
intelectuales nacionales y de gran jerarquía interna-
cional;13 pero ha llegado el momento de transfor-
marla de fondo, al igual que nuestra Constitución
local, para volverlas más eficaces y más integradoras.

Trabajemos por construir un Estado de Derecho:
democrático y social. No basta que un Estado se su-
jete a la ley para que sea un Estado de Derecho;14 es
necesario que esa ley exprese la voluntad popular
de manera empírica y fácticamente; y para que las
libertades garantizadas no sean letra muerta, debe
proporcionar las condiciones mínimas para su real
ejercicio.

Es verdad que queremos leyes que encaucen
el conflicto en lugar de suprimirlo; pero tampoco que-
remos una sociedad darwinista, donde sólo tengan
futuro los fuertes y los poderosos.

Los partidos políticos y la comunidad intelec-
tual de México dejaron a un lado, por varias déca-
das, el debate del Estado y centraron su discusión
en las reglas del juego, en la competencia y en los
actores políticos. Repiten cómo y quién tiene dere-
cho de llegar al poder; inclusive, cuestionan el carác-
ter democrático del proceso en que gana el parti-
do de sus simpatías; pero no les importa lo que se
haga con el poder. También vemos que se prome-
te bajar impuestos y no subir los precios de los pro-
ductos; pero ya en el poder, hacen todo lo que cri-
ticaron a sus adversarios cuando eran oposición y
van más allá, reviviendo prácticas clientelistas e in-
morales para ganar «a toda costa», como si fuera
lo único importante.

Muy saludable sería que para este debate sobre
la nueva Constitución trajeran a intelectuales de paí-
ses como España, Alemania e Italia, que ya tienen la
experiencia de vivir en un Estado de ciudadanos.

Muy condenable hubiera sido que se guardara
silencio o se retrasaran los primeros acercamientos
para establecer los procedimientos del arranque,
desarrollo y concreción del proyecto de la nueva
Constitución. Hay que tomar en cuenta que debe
llegar a la sociedad para lograr un nuevo pacto polí-
tico y social que derive en un Estado consensuado
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12 Kelsen, Hans: Teoría general del Derecho y del Estado, México, UNAM,
1983, pp. 135-136.

13 Loewenstein, Karl: Teoría de la Constitución, Barcelona, Ariel, 1976,
pp. 212 y 510.

14 Díaz, Elías: Estado del Derecho y sociedad democrática, Madrid, Taurus,
1998, p. 44.
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donde todos nos encontremos, con mayor acato,
tanto los que mandan como los que obedecen. Un
nuevo pacto que haga entender que los partidos dis-
putan la representación política y no el Estado; que
tienen que competir, cumpliendo con eficiencia y
calidad los mandatos del pueblo, y no desmantelan-
do al Estado.

Para la nueva Constitución del Estado, el Grupo
Verdad Veracruzanos por la Democracia propone a
los partidos, organizaciones y movimientos de la so-
ciedad civil y ciudadanía en general, no circunscribir la
discusión a élites ni limitar la agenda para que nues-
tras leyes tengan cada vez menos, como referentes de
validez, a la metafísica y tengan como principal sus-
tento la voluntad general –que de ninguna manera
quiere decir la voluntad de todos–, porque, a dife-
rencia de ésta, que busca el interés particular (ya que
la suma de intereses privados arrojará siempre una
suma de voluntades privadas), la voluntad general
busca el interés común que, como dijera Rosseau,
resulta “de estas mismas voluntades [voluntades parti-
culares] el más y el menos, que se destruyen mutua-
mente, y queda como suma de la diferencia la volun-
tad general”. Lo que imposibilita complacer a todos y
trae, inevitablemente, la aprobación de unos y el re-
chazo de otros; pero, al fin y al cabo, las nuevas leyes
y las nuevas instituciones no pueden tener como pro-
pósitos suprimir diferencias, sino encauzarlas.

Para que nuestras leyes e instituciones expre-
sen la síntesis y no únicamente el punto de vista de
una facción, debe buscarse el consenso sobre:

1. La soberanía de la Nación.
2. Los problemas de seguridad pública.
3. Los problemas del entorno ecológico, de la

mujer, de la juventud, de la niñez, de la vejez y de
los indígenas.

4. La plena vigencia del principio de división de
poderes.

5. La reelección de los diputados.
6. La conciliación del mandato imperativo con

el mandato libre.
7. El fortalecimiento de las comisiones del Con-

greso.
8. Deslindar la agenda del Gobierno de la agen-

da del Estado.
9. El cumplimiento de las funciones del Poder

Legislativo de vigilar y controlar al Gobierno y a la
administración.

10. Conciliar la soberanía y derechos humanos.
Ni tiranía de mayorías políticas ni tiranías de minorías
propietarias.

11. La creación de una Contraloría Estatal y Au-
tónoma.

12. La creación de contralorías municipales au-
tónomas.

13. Lograr la plena independencia del Poder
Judicial.

14. Elegir directa o indirectamente al Procura-
dor General de Justicia.

15. Elegir al titular de la Comisión de Derechos
Humanos.

16. Lograr que los miembros del gabinete sean
responsables ante el Congreso.

17. Establecer el plebiscito, el referéndum y la
iniciativa popular.

18. Obtener el derecho de réplica.
19. Dar vigencia al Pacto Federal.
20. Llevar a cabo la Reforma Municipal.
21. Profundizar en la normatividad de los órga-

nos electorales.
22. Introducir contrapesos en las instituciones

electorales.
23. Establecer mecanismos para que las autori-

dades electorales normen, transparenten y rindan
cuentas de los recursos humanos, materiales y finan-
cieros que administran.

24. Lograr el acuerdo que termine con el trans-
fuguismo en los partidos.

25. Un órgano pluripartidista de autorregulación
democrática.

26. Introducir la fórmula que elimine todo pro-
bable conflicto por márgenes estrechos en las vota-
ciones importantes.

27. Una reforma económica.
28. Replantear las relaciones corporativistas de

los partidos.
29. La estrategia conjunta para terminar con la

cultura patrimonialista.
30. Una política de Estado frente a los medios.



Democracia

l abordar el tema de la democracia es necesario que lo hagamos con
una definición moderna del concepto: un sistema político con reglas
claras que garanticen a la sociedad una participación equitativa y permi-
tan que la voluntad de la ciudadanía se exprese con transparencia y
amplitud.

El concepto teórico nace de entender la democracia como un
sistema que reconoce la participación plena de todos los ciudadanos
en los asuntos del gobierno; lo que podríamos llamar una democracia
directa.

Con el desarrollo y evolución de la sociedad, este concepto se ha
adecuado a la noción de una democracia representativa, en la cual los
ciudadanos expresan sus opiniones a través de los representantes electos
y cuenta con un mecanismo de consulta y decisión política más ágil,
que obliga a los representantes populares a un mayor grado de espe-
cialización en el conocimiento de los asuntos de interés público.

La sociedad vive en permanente evolución, en constante perfec-
cionamiento; los ciudadanos buscan y exigen un mayor desarrollo po-
lítico, social, económico. Y, asimismo, reclaman elevar los niveles de

/Raúl Ramos Vicarte*
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* Delegado en Veracruz de la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP). La
Propuesta para la creación del Instituto Estatal de Opinión Pública se presentó en el Foro Gobierno
y Democracia, organizado por el Gobierno del Estado de Veracruz–Llave, en febrero de 1999.
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vida, la calidad de nuestro sistema representativo y
hacer cumplir el compromiso de los gobernantes y
representantes con sus electores. La democracia no
es un status que se pueda alcanzar de una vez y para
siempre, sino la expresión del nivel de desarrollo po-
lítico logrado por una sociedad, el cual puede perfec-
cionarse o, incluso, sufrir una regresión. La evolución
o retroceso de un sistema democrático depende en
buena medida de la consolidación de las instituciones
que soportan todo sistema democrático. La fortaleza
y desarrollo de las instituciones, su modernización,
nos permiten evaluar el nivel democrático y político
de cada sociedad.

Por otra parte, es importante establecer la dife-
rencia entre democracia electoral –entendida como
la decisión de los ciudadanos expresada en las urnas
para elegir a sus gobiernos– y otra, mucho más am-
plia, la entendida como la expresión regular de la
opinión ciudadana en los asuntos públicos.

Una vez fortalecidas las instituciones político–
electorales, que permiten que el voto ciudadano se
respete, es necesario analizar y discutir los posibles
mecanismos para conciliar la necesidad de conocer
y canalizar la participación popular en las cuestiones
públicas, con las necesidades ejecutivas y de conoci-
miento especializado que requiere el gobierno para
su toma de decisiones.

Buscar la solución a esta polémica, con el argu-
mento de que los mandatarios y los representantes
populares son electos para asumir la responsabilidad
de sus decisiones, de acuerdo a los intereses de sus
electores, implica una simplificación riesgosa, tanto
para la permanencia y viabilidad de un partido en el
poder como para el propio desarrollo político de la
sociedad.

Por ello, es conveniente plantear el tema de la
participación popular en los asuntos públicos como
una de las cuestiones de mayor importancia para un
gobierno y como una de las vías más interesantes
para el desarrollo político de la sociedad.

Una sociedad con mayor grado de democracia
no limita su participación política en las urnas ni acepta
con pasividad e indiferencia las decisiones guberna-
mentales, sino que las comparte y las hace suyas con
el entusiasmo que genera participar en las revolu-
ciones de los asuntos que le afectan.

Estado y Gobierno

Entendido el Estado como el conjunto de institucio-
nes que integran la representación jurídica y política
de la sociedad, es necesario hacer algunas conside-
raciones acerca de las características esenciales que
definen los tipos de Estado y su relación con el ejer-
cicio democrático del poder político.

En primer término, debemos considerar las di-
ferencias entre un Estado liberal y un Estado demo-
crático. En principio, las semejanzas entre ambos se
dan únicamente en los procedimientos que los dos
tipos de Estado tienen para su estructuración, que
nace de una amplia participación popular y de reglas
claras e iguales para todos los participantes.

Sin embargo, existe una diferencia esencial. El
Estado liberal permite el libre juego de las fuerzas
sociales y de las acciones individuales, es más, las ga-
rantiza, las consagra; por ello se le denomina liberal.
El Estado democrático, en cambio, requiere de la
presencia y decisiva opinión de los ciudadanos, como
individuos o como grupos, para fundamentar su ac-
ción, para buscar siempre un acuerdo democrático
con los ciudadanos en la conducción de los asuntos
que, en opinión de la sociedad, resulta necesario
asumir corresponsablemente.

En segundo término, es importante mencionar
la contraposición entre Estado social y Estado de de-
recho. En el primero, los intereses de la propia socie-
dad determinan el grado de injerencia que el Estado
debe tener en los asuntos políticos y económicos;
esta intervención será tan grande como el grado de
desequilibrio que se observe en la sociedad, a conse-
cuencia del Estado liberal. Es decir, el Estado liberal
genera desequilibrios al mantenerse al margen del
libre juego de las fuerzas sociales; el Estado social,
basado en la intervención estatal, surge como una
necesidad histórica para reducir los desequilibrios
entre los grupos sociales.

Por otra parte, en el Estado de derecho se bus-
ca garantizar constitucionalmente las responsabilida-
des y derechos de los ciudadanos, estableciendo lí-
mites al poder estatal. Así, el ciudadano tiene a salvo
su libertad frente al Estado, lo cual permite mante-
ner vigente el fundamento de la sociedad moderna.

Gobernar en democracia

El gobierno, entendido como la expresión más con-
creta del Estado, puede ser desde populista hasta
dictatorial. Sin embargo, la historia contemporánea
demuestra que un gobierno sólo puede tener vigen-
cia si se conduce dentro de los límites y cauces de la
democracia, con la cual se convierte en un Gobier-
no democrático.

La cuestión esencial es cómo conducir un go-
bierno y una sociedad en forma democrática cuan-
do se enfrenta la responsabilidad de asumir decisiones
antipopulares pero necesarias y que, por otra parte,
requieren de cierto grado de especialización para su
comprensión.

En esos casos, nos enfrentamos a la compleja
alternativa de asumir las consecuencias de los actos
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de gobierno –a partir del grado de aceptación y con-
senso que generen– o intentar la instrumentación
de una verdadera política de Estado, la cual muchas
veces implica adoptar medidas antipopulares por los
sacrificios que conlleva para la ciudadanía.

Si un gobierno democrático pretende mante-
ner el respaldo popular, no debe atentar contra una
opinión pública favorable. Pero si un gobierno es
políticamente responsable y asume con madurez la
conducción del gobierno y la sociedad hacia un ver-
dadero proyecto de Nación, no puede soslayar la
importancia de tomar ciertas decisiones, cuyos posi-
bles efectos benéficos serán perceptibles para la ciu-
dadanía a mediano o largo plazos, probablemente
cuando exista un nuevo gobierno.

Quizá convenga detenerse un poco en la dife-
rencia entre un gobierno «del pueblo» y un gobier-
no «para el pueblo». En el primer caso, la ciudadanía
asume la conducción de sus propios asuntos, con la
consecuente tentación de tomar decisiones benéfi-
cas a corto plazo, pero con el riesgo de no contar ni
con mecanismos de ejecución efectivos ni con un
proyecto político viable a largo plazo. Gracias a la
inviabilidad práctica y al desarrollo histórico observa-
do en los gobiernos «del pueblo», destacan con
mayor claridad las virtudes de la democracia repre-
sentativa y la expectativa de que por esta vía real-
mente sea posible gobernar «para el pueblo».

Es entonces cuando aparece la necesidad de con-
tar con nuevos mecanismos políticos de participa-
ción que concilien las tendencias tecnocráticas –tan
dadas a decidir asuntos de interés general bajo el
único criterio de sus variables y elementos técnicos,
a despecho de la opinión popular– con lo que se
corre el riesgo de convertir a un gobierno de voca-
ción democrática en uno de corte autoritario, si no
se resuelve adecuadamente la oposición entre tec-
nocracia y política.

De ahí que exista la necesidad de escuchar y

atender la opinión de la ciudadanía, no sólo en la
elaboración de los planes sexenales de gobierno sino
en la toma de decisiones de los asuntos públicos,
cuya eventual complejidad hace necesaria la existen-
cia de ágiles mecanismos de consulta popular, que, a
su vez, sirvan como generadores de consenso al in-
terior de la sociedad.

En este sentido, es importante considerar tanto
la opinión de la mayoría como de las minorías, las
que, aun cuando deban supeditarse al interés mayo-
ritario, sientan incorporados sus intereses y  sus pun-
tos de vista, los cuales podrían ser complementarios
y permitirían tomar una decisión mejor sustentada y,
sobre todo, más respaldada políticamente.

De este modo, estaríamos perfeccionando for-
mas muy avanzadas de co–gobierno, a través de un
alto nivel de participación política y, por lo tanto, de
un muy interesante nivel de consenso en torno a las
decisiones gubernamentales. El gobierno contaría,
entonces, no sólo con una gran aceptación en torno
a su ejercicio, sino, lo que es mejor, tendría la posi-
bilidad de una participación entusiasta de los indivi-
duos y grupos sociales para que la política guber-
namental tuviera más eficacia y mayor impacto en la
ciudadanía.

Al mismo tiempo, una gestión gubernamental
de esta índole estaría dando cumplimiento a otra de
las exigencias de las sociedades democráticas mo-
dernas: el tratamiento y conocimiento de los asun-
tos públicos en forma abierta, es decir, pública; con
lo cual se evitarían ataques casi siempre infundados,
que constituyen los argumentos de la oposición y
que pueden implicar niveles considerables de des-
gaste en la imagen gubernamental.

En resumen, se trata de fortalecer un ejerci-
cio del poder cada vez más abierto y democráti-
co, donde se desarrollen mecanismos de consulta
permanente, y en donde se observe una acción
de gobierno, no sólo apegada a la ley, sino, además,



respaldada por un amplio nivel de consenso y apo-
yo popular.

Formas de consulta

Durante el desarrollo de una gestión gubernamental
se hace uso frecuente y diverso de métodos de con-
sulta con los sectores sociales a través de sus diri-
gentes, lo cual nutre la acción del gobierno y refuerza
los efectos de la política gubernamental en áreas es-
pecíficas, pero cada vez más limitadas.

Es importante considerar que la complejidad
social determina la existencia de una importante pro-
porción de ciudadanos, representados en forma
marginal y deficiente, por lo que un sector impor-
tante de la población no siente representados sus
intereses y demandas en el seno del gobierno y, por
ello, mantiene escasa participación en las acciones
de los planes y programas institucionales.

Ante la ya mencionada imposibilidad de mante-
ner una democracia directa, ha cobrado vigencia el
sistema de democracia representativa. Sin embargo,
ésta ha mostrado sus limitaciones e insuficiencias ante
el desarrollo social y político, por lo que es cada vez
más necesario que los gobiernos mantengan una re-
lación más directa con el ciudadano como individuo,
no para limitar o sustituir el esquema de representa-
ción parlamentaria o sectorial, sino para complemen-
tarlo. Existen diversas formas para llevar a cabo esta
relación, que van desde las audiencias públicas hasta
las estrategias de mercadotecnia y publicidad
instrumentadas por los gobiernos, sin que hasta ahora
hayan satisfecho plenamente la necesidad de rela-
ción gobierno–ciudadano.

En nuestros días, existen valiosas e interesantes
sugerencias en torno a la necesidad de mantener los
mecanismos de consulta pública y, en particular, se
ha mencionado la necesidad de incorporar a la Cons-
titución Política del Estado las figuras de referéndum
y el plebiscito.

La instrumentación de estas formas de consul-
ta permite al gobierno revitalizar su relación con la
ciudadanía. Es, de hecho, una solicitud de respaldo,
de aval social y político, en torno a una determinada
decisión trascendente, que reforma el orden jurídi-
co vigente y modifica aspectos del acuerdo social
básico.

Al realizar un referéndum o un plebiscito, se re-
mite en cierto modo al tiempo electoral que dio ori-
gen al gobierno en funciones, no para renovarlo pero
sí para refrendar el respaldo popular hacia su acción.

Por su importancia y complejidad de ejecución
y formulación, estas formas de consulta son excep-
cionales y, por ende, deben reservarse para situa-
ciones determinadas. De lo contrario, se corre el

riesgo de desgastar su trascendencia en situaciones
que pueden ser atendidas con otros mecanismos de
consulta.

Además de costosas, estas formas de consulta
pueden propiciar un ambiente de confrontación y,
eventualmente, generar un clima de inestabilidad
política que afectaría las condiciones necesarias para
el desarrollo de la Entidad. Mención aparte merece
el hecho de que los resultados obtenidos pueden
mostrar sensibles cambios en virtud de la politización
y manipulación que pueda hacerse del proceso.

Por lo anterior, es importante mencionar que, al
margen de que estas formas de consulta pudieran in-
corporarse al texto constitucional, su uso sea reserva-
do para situaciones que realmente lo ameriten,
tratando de emplear otras formas de consulta más ági-
les, económicas e, incluso, confiables en cuanto a sus
resultados sobre asuntos de similar importancia pero
de menor trascendencia.

Consulta institucional
permanente

La gran importancia de la consulta ciudadana puede
verse disminuida si ésta no se realiza en forma per-
manente. La exigencia de establecer este contacto de
forma regular con los diferentes grupos y sectores
sociales, hace evidente la pertinencia y necesidad de
contar con un instrumento institucional responsable y
con autoridad, que realice la consulta sin demeritar
sus resultados ni reducir el impacto que éstos puedan
tener en la sociedad.

Por ello, es de primera importancia para un go-
bierno democrático contar con medios y mecanis-
mos de consulta institucional permanente, que inda-
guen las opiniones y el sentir de los ciudadanos,
respecto al proyecto político del gobierno en gene-
ral y, en particular, de las decisiones que implican los
planes y programas que se han de llevar a cabo.

El principal fundamento de esta propuesta es
que resulta más fácil y aporta mayor legitimidad a un
gobierno consultar la opinión ciudadana acerca de
las decisiones que pretenda tomar, que corregir so-
bre la marcha una vez realizado el acuerdo y em-
prendida la acción de gobierno, ya que el reajuste
de los actos gubernamentales podría generar incer-
tidumbre y un mayor nivel de inconformidad y re-
chazo en similares circunstancias a futuro.

Un gobierno puede ser desgastado con relativa
facilidad, si se ve obligado a rectificar sus decisiones
o a imponerlas una vez anunciadas. El riesgo y el
costo político en estas circunstancias puede ser muy
alto. Por otra parte, con un manejo político e infor-
mativo sensible e inteligente, con mecanismos ade-
cuados de búsqueda de consensos que previamente
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puedan sistematizar y canalizar la opinión ciudadana,
será posible crear y articular condiciones más favo-
rables para llevar a cabo un proyecto determinado.

Ya hemos hablado de la ventaja adicional de
contar con el respaldo popular de las decisiones que
toma el gobierno para lograr mejores resultados en
actos y programas, además del valioso capital políti-
co que constituye el hecho de ser y demostrar una
forma de gobierno abierta, plural, tolerante, en suma:
democrática.

Por todo lo anterior, se propone la creación del
Instituto Estatal de Consulta y Opinión Pública, el cual
tendría la función y responsabilidad de evaluar e
implementar mecanismos ágiles y confiables de diá-
logo e interlocución institucional permanente.

Se propone que este Instituto lleve a cabo en-
cuestas y estudios de opinión sobre los temas que le
sean encomendados, en bien del interés público, al
tiempo que mantenga regularmente foros de consul-
ta para conocer las opiniones y demandas de la ciuda-
danía sobre los planes y programas de gobierno.

Adicionalmente, este organismo podría realizar
el análisis y la evaluación de los medios informativos,
ya que éstos contribuyen en forma determinante a
la formación de la opinión pública. Asimismo, se pro-

pone que este instituto mantenga ágiles los canales
de comunicación abierta con la ciudadanía, buscan-
do la forma de canalizar y dar respuesta confiable y
oportuna a toda sugerencia, demanda o comentario
que los ciudadanos hagan llegar al Ejecutivo en for-
ma individual.

El Instituto Estatal de Opinión Pública depende-
ría directamente del titular del Ejecutivo, para facilitar
a éste la información, análisis y evaluación sobre la
percepción ciudadana en torno a todas las áreas de
gobierno. Otra opción podría ser que, inicialmente,
dependa de la Secretaría General de Gobierno, para
que esta instancia, coordinadora de la acción guber-
namental, en el ámbito de su responsabilidad, orga-
nice y distribuya la información.

La importancia y utilidad de un organismo de
este tipo es evidente, en términos de fortalecimien-
to de la acción gubernamental, del perfeccionamiento
democrático de la sociedad y del impulso al desa-
rrollo político de los veracruzanos. La implementación
de mecanismos similares es práctica común en la ma-
yor parte de las sociedades con un desarrollo políti-
co más amplio. Esta propuesta tiene la intención de
aportar mayores elementos para el desarrollo políti-
co y social de nuestro Estado.



n el Programa de Modernización de la Administración Pública 1995–
2000 (PROMAP) se puntualiza la carencia de una estructura administrati-
va adecuada para la dignificación y profesionalización de los servidores
públicos. El análisis se centra en el papel de los servidores públicos
federales, entre quienes, en una mínima parte, existen experiencias y
avances importantes en los esquemas del servicio civil de carrera, como
son los casos del servicio exterior mexicano, la carrera magisterial, el
servicio profesional agrario y el servicio profesional electoral. Estos avan-
ces son insuficientes para incidir en la mejora amplia de la gestión gu-
bernamental.

En la administración pública, los cambios en el personal y en las
estructuras administrativas son inevitables, debido a que en el propio
desarrollo administrativo del sector público se necesita promover el
cambio, ya que vivimos una etapa de cambio histórico en el que se
habla de la existencia de un nuevo orden internacional, donde los avan-
ces científicos y tecnológicos aplicados a las comunicaciones convier-
ten al planeta en una aldea global. Tal como lo predijo Marshall McLuhan,
las comunicaciones han terminado por acortar las distancias entre los
países del orbe. En este marco, la informática, aplicada al campo de la
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Sin archivos administrativos bien organizados y en funcionamiento, no tendre-
mos archivos históricos contemporáneos y no se podrán valorar y preservar los
testimonios documentales que se generen por parte de la memoria histórica
de nuestra patria.
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archivística, está produciendo un viraje total en las
tareas de clasificación, convirtiendo los acervos do-
cumentales en centros de información.2 Ante este
paso gigantesco de la humanidad, es necesario
reconsiderar la profesionalización del servidor públi-
co dedicado a clasificar la información. Es necesario
insistir en la profesionalización del servidor público
documentalista, con el fin de no sufrir los rezagos
que padecimos durante la cuarta década del presen-
te siglo, cuando se produjo la expansión de la admi-
nistración pública del país y, por ende, de los archivos
administrativos, tan importantes en siglos anteriores.3

La administración pública, como instrumento del
Estado, asume la responsabilidad de proporcionar
servicios que respondan a las expectativas de una
sociedad cada vez más organizada e informada de
sus derechos. Por tal motivo, se necesita establecer
mecanismos que relacionen y vinculen la informa-
ción con la actividad administrativa; que tengan como
objetivo proporcionar a la administración pública in-
formación exacta y oportuna y, a la sociedad, acceso
a la información que necesita.

Por lo anterior, urge  profesionalizar a los fun-
cionarios y servidores que desempeñen actividades
en los sistemas de documentación, tanto a nivel es-
tatal como federal, en las entidades de los tres pode-
res estatales y de los municipios. De allí nuestro
interés en el proceso de capacitación del servidor
público documentalista. Desde nuestro punto de vis-
ta, la capacitación constituye un aspecto determinante
en la superación o la limitación de los recursos hu-
manos. Sólo con base en este principio se deben
seleccionar los servidores públicos.

Una política de profesionalización para este ramo
debe encarar acciones que orienten y modifiquen
las condiciones generales y complementarias, me-
diante la capacitación técnica, con vista a satisfacer
los requerimientos de la administración pública, los
cuales deben responder a dos criterios básicos:

a) Una aptitud intelectual o física derivada de un
conjunto de conocimientos específicos y el dominio
de ciertas técnicas o habilidades específicas, adquiri-
das a través de un proceso de capacitación y forma-
ción sistemática y de alguna forma institucionalizada.

b) El desarrollo de aptitudes para satisfacer una
demanda ocupacional específica y particularizada.4

El proceso de formación profesional se define
como el desarrollo constante de adquisición y actua-
lización de conocimientos tecnológicos que tiene cada
persona, en función de una determinada acción u
ocupación dentro de la sociedad. Implica también,
el reconocimiento social a la capacitación y al adies-
tramiento específico como requisitos necesarios para
alcanzar la eficiencia.

La profesionalización del servidor público
documentalista conlleva la necesidad de tener per-
sonal preparado, en materia de Administración de
Documentos, continua o sistemáticamente (o por lo
menos de manera semi–institucional) en las diferen-
tes actividades y tareas documentales que se reali-
zan dentro de la administración pública estatal.

En Veracruz, no poseemos instituciones como
la Escuela Nacional de Biblioteconomía y Archivística,
pero existen universitarios con perfil idóneo que
pueden realizar esta tarea de organización informa-
tiva, por medio de cursos especializados sobre el
proceso de la administración de documentos.

Este tipo de capacitación tiende a ser una acción
destinada a desarrollar las aptitudes del individuo, con
el firme propósito de prepararlo para desempeñar
en forma adecuada una ocupación, que también
coadyuvará a su desarrollo integral y a obtener ma-
yores beneficios en lo productivo y lo social.

La legitimación del proceso de profesionalización
requiere normas basadas en las exigencias del méri-
to académico y la idoneidad específica, como elemen-
tos esenciales en la provisión de cargos públicos para
todos los niveles. También demanda normas que con-
templen la capacitación del funcionario como dere-
cho o como obligación, pero que, en todo caso, sea
considerada como un instrumento útil y necesario
para formar un personal público eficiente e innova-
dor que permita a la administración pública enfren-
tar las transformaciones económicas y sociales reque-
ridas por el mundo moderno. Estas normas deben
considerar a la capacitación como un elemento posi-
tivo de la actuación del funcionario.5

De lo anterior se desprende el enfoque centra-
do en los recursos humanos para la administración
documental, entre las cuales destacan dos aspectos:

•La capacitación del personal adscrito a las uni-
dades documentales.

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

3 Llamamos Centro de Documentación a los organismos especializados
en las diversas áreas constituidas en unidades administrativas, que tienen
entre sus funciones reunir los documentos de interés para la institución
o dependencia a la que pertenecen; pueden agrupar documentos
gráficos, iconográficos, plásticos o fónicos, además de los documentos
en papel, con información vigente. Los responsables de la organización,
del manejo y la conservación del acervo documental que cotidianamente
se genera, son conocidos en México como archivistas o documentalistas,
concepto elaborado por el Sistema Estatal de Documentación del Estado
de México.

4 Tonix, 1976: 489.
5 SPP, 1978: 490.

2 Citado por Patricia Galeana en Memoria del Encuentro regional:
Importancia de los archivos municipales, Xalapa, H. Ayuntamiento de
Xalapa, 1997, p. 11.
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• La formación profesional de todos los que se
involucran en las tareas documentales, ya sea a nivel
técnico o de licenciatura, con el propósito de inculcar
el gusto por la información y la actividad documental.

La capacitación y adiestramiento del personal en
servicio son fundamentales para ambientar al nuevo
funcionario en sus tareas específicas, para reorien-
tarlo y adaptarlo a una nueva función o a mayores
responsabilidades. Este aspecto es primordial para
mantener y aumentar los conocimientos y habilida-
des de los funcionarios en la esfera de su actividad e
inculcarles una actitud innovadora y positiva.

La especificidad funcional, característica de la
profesionalización, acompañada de un adecuado sis-
tema de capacitación conduce, en unidad con un ré-
gimen de servicio civil reorientado, a la creación de
un nuevo sentido de la dignidad de la función.

Si aceptamos que la base de la educación, en
general, la dan los estudios, entonces la capacita-
ción y el adiestramiento tienen por objeto la pre-
paración complementaria de los recursos humanos
para los fines del Estado, tomando en cuenta los
aspectos cuantitativos y cualitativos de su implemen-
tación.

Para la planeación de la capacitación y adies-
tramiento de servidores públicos se deben fijar los
criterios, condiciones e indicadores de la realidad
en que se van a desarrollar los programas, sin olvi-
dar que es necesario e indispensable la aceptación
de los máximos niveles de decisión político–admi-
nistrativos.

En este contexto, el Archivo General de la Na-
ción creó el Sistema de Capacitación Archivística del
Gobierno Federal, el cual surgió como un proyecto
aunado al Programa de Modernización Archivística,
para dar  respuesta adecuada a la carencia de recur-
sos humanos especializados. En Veracruz, el Archi-
vo General del Estado proporciona cursos de capa-
citación para los archivistas de los poderes Ejecutivo,
Judicial y Legislativo, además de los cursos instru-
mentados para los municipios, teniendo como base
el plan global de capacitación archivística del Gobier-
no federal.

Propuestas

I. Establecer programas integrales de capacitación y
desarrollo profesional, en materia de administración
de documentos y archivo, precisando los objetivos,
estrategias y actividades a cumplir.

II. Realizar cursos–seminarios para dar a cono-
cer y sentar las bases que establezcan, en un segun-
do momento, el Sistema Estatal de Documentación
del Estado de Veracruz, en el cual se instauren nor-

mas, lineamientos e instrumentos para la política de
Administración de Documentos, al mismo tiempo
que se formen instructores para proporcionar orien-
tación y asesoría en las distintas dependencias de los
poderes del Estado.

III. Establecer un mecanismo de servicio social
para que los estudiantes se capaciten en la organiza-
ción de las unidades documentales y archivísticas de
la administración pública.

IV. Instrumentar un organismo de evaluación y
acreditación de aptitudes que sirvan para la correcta
aplicación en los movimientos de escalafón, sea en
puestos sindicalizados o de confianza.
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a vinculación entre los medios de comunicación y los llamados valores
cívicos es múltiple y permite muy diversas aproximaciones. Involucra as-
pectos legales para garantizar las diversas libertades, así como tópicos
referentes a la responsabilidad de los medios en la conformación cultu-
ral de una sociedad moderna. Todo se basa en la libertad de expresión,
la cual tiene sustentos legales en la Constitución mexicana, en sus artí-
culos sexto y séptimo, y en las diferentes leyes de los medios que la ga-
rantizan: de imprenta, radiodifusión, televisión y cinematografía.

Para aproximarse a uno de los posibles aspectos de análisis, pro-
pongamos una definición: La comunicación, vista sencillamente, es el
simple hecho de querer decir algo. De ahí que el modelo tradicional
de la comunicación esté formado por un emisor (la persona que quiere
decir algo), el mensaje (lo que dice) y un receptor (el destinatario del
mensaje). Ahora bien, cuando esta comunicación se quiere realizar
para miles de receptores, se le llama comunicación masiva, y se logra

/Marcela Yllana Lara*

L

*   La autora agradece el valioso aporte documental de la licenciada Jéssica Araceli
Carrillo Cuevas para realizar el presente trabajo.
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a través de los medios masivos de comunicación,
que son reproductores, a gran escala, de mensajes;
es decir, los medios masivos de comunicación son
herramientas que permiten que mucha gente oiga o
vea (o ambas cosas) un mismo mensaje, tal y como
fue producido; o bien, tal y como lo presenta su di-
fusor.

A los medios de comunicación se les confiere
gran poder de penetración en el auditorio que está
expuesto a ellos. En muchos casos, a través de la his-
toria, se les ha calificado de manipuladores y ena-
jenantes. Para otros analistas, en cambio, los medios
de comunicación realizan, o pueden realizar, labores
educativas. Lo cierto es que al exponernos a sus múl-
tiples mensajes, aprendemos conductas, costumbres,
modas; adoptamos modos y estilos de vida.

Un tema muy discutido por los científicos socia-
les ha sido precisamente éste: la forma en que los
medios transforman a la sociedad y la sociedad trans-
forma a los medios. Algunos investigadores, como
Manuel Martín Serrano, consideran que los medios
son educadores y hasta formadores de aspectos de
la personalidad; por ello piden que se reglamente la
censura de la violencia, sobre todo en los programas
infantiles (las nuevas caricaturas) que se presentan
en televisión. Otros, como Umberto Eco, quien pre-
gunta ¿cómo influyen los niños sobre las caricaturas?,
son partidarios de una orientación más profunda del
teleauditorio, más que de los medios. En este sentido
poco se puede hacer, ya que es difícil comprobar el
daño o beneficio que provocan los medios en el audi-
torio o viceversa, porque ningún proceso de comuni-
cación es únicamente lineal. Lo que sí es un hecho, es
que no se puede estudiar a las sociedades modernas
sin contemplar a sus medios de comunicación.

En este contexto, hablar sobre difusión de los
valores cívicos y sobre los comportamientos adquiere
otra dimensión.

La cuestión de los valores y de lo cívico son
también problemas de la modernidad. La cuestión
de los valores aparece con Nietzsche, filósofo de la
modernidad, quien diferencia los juicios de valor del
sistema de valores. Para el filósofo alemán, las acti-
tudes filosóficas no son posiciones del pensamiento
ante la realidad, sino la expresión de actos de prefe-
rir y prescindir. Algunos autores han considerado que
el valor depende de los sentimientos de agrado o
desagrado, del hecho de ser o no deseados. La teo-
ría relativista de los valores sostiene, pues, que los
actos de agrado y desagrado son el fundamento de
los valores.

La cuestión de lo cívico hace referencia a lo ci-
vil, a lo ciudadano, a lo patriótico. Da cuenta de la
sociabilidad  en relación a  las personas como sujetos
con derechos, proposición central de las sociedades
modernas que, en la Declaración de los derechos del

hombre y el ciudadano, durante la Revolución france-
sa, tiene a una de sus fuentes originarias.

Con estos antecedentes podemos afirmar que
la difusión de valores cívicos no se agota en el hecho
de comunicarlos. Trasciende al propósito, implícito,
de provocar nuevas conductas o reforzar compor-
tamientos ciudadanos sustentados en valores cívicos,
no en entes ideales, sino en objetos concretos y de-
seables por valiosos. De ahí que la difusión de valo-
res cívicos requiera de una campaña permanente,
contextualizada, diseñada de manera profesional para
una sociedad determinada.

Los valores cívicos pueden aparecer en diversos
mensajes, aun en aquellos de entretenimiento. Intrín-
secamente se expresan, sólo por citar algunos ejem-
plos, en el héroe que lucha por una causa noble, en
el drama de una indígena rechazada por la familia del
rico, en la prepotencia de una pandilla de maleantes.

En este tipo de programas –que además, por
cotidianos, captan la atención de numerosos teles-
pectadores; lo cual es contradictorio porque presen-
tan un sinfín de situaciones que reflejan a una sociedad
distinta a la nuestra– se distingue qué es lo bueno y
lo malo. Nuestro sentido común apela por la justi-
cia, la humildad, la tolerancia: los valores. Comente-
mos un caso que resulta ejemplar. Entre los pro-
gramas de TV, los más aleccionadores son aquellos
que relatan, o exponen, la vida profesional de los
abogados y los policías norteamericanos. En primer
lugar, el número y diversidad de los programas ha-
bla, por sí mismo, de la importancia que tiene el cum-
plimiento de la ley en los Estados Unidos. En segundo
lugar, casi todos los capítulos exponen alguna de las
crisis de conciencia que viven abogados y policías al
confrontar sus conductas con las exigencias de la ley.
El mensaje de fondo es claro: la sociabilidad de las
conductas y el ejercicio de las libertades no eliminan
las infracciones a la ley, aun por parte de las autorida-
des, pero el triunfo final es de quien supera sus du-
das de aplicación o de sometimiento a la ley, o bien
de otros abogados o policías que meten orden en el
conflicto.

Existen, por supuesto, contextos explícitos, don-
de más claramente se expone el interés, el deseo de
alentar la difusión de valores o comportamientos pro-
pios de la vida democrática.

Para nuestros fines, hablaremos del renacido
impulso de nuestra sociedad por construir un régi-
men político más democrático, el cual se impone en
nuestro país con la reforma electoral de 1994 y, de
manera mucho más marcada, con la de 1996. Di-
cha modalidad implica, además de los medios, a los
partidos políticos, a las organizaciones no guberna-
mentales y a las instituciones ciudadanizadas para
ejercer el servicio democrático de organizar las elec-
ciones, como la CEE. Este conjunto de instituciones,



ha emitido un tipo de mensaje poco usual en Méxi-
co, dada la fuerza con que se presenta: el que pro-
mueve la idea del cambio democrático.

Como era de esperarse, el mensaje del cambio
democrático fue recibido por los medios de manera
diferente, pero si algo resulta evidente es que, en vís-
peras del 2000 y de las elecciones federales más com-
prometidas para la democracia en la historia de nues-
tro país, todos (actores políticos y comunicadores)
reconocen este tema como el más importante; aun-
que, por supuesto, existen sectores sociales que no
confían todavía en los valores de la democracia o que,
por diferentes razones, no han podido integrarse al
movimiento de tránsito hacia ella.

A todos los sectores de la población se han emi-
tido mensajes que promocionan las conductas de-
mocráticas como objetos deseables, por ser valiosos
en sí mismos, y por las posibles buenas consecuen-
cias que acarreará su adopción en la mayoría de la
sociedad mexicana. Los promocionales de la Cáma-
ra Nacional de la Industria de la Radio y la Televisión,
junto con los del Consejo Nacional de la Publicidad,
constantemente se pronuncian por reavivar los va-
lores morales y cívicos; actualmente promueven, en-
tre otros, el fortalecimiento de la confianza personal,
el rescate de los sueños que cada uno pueda tener
porque estos lo llevarán a ser grande.

Por su parte, el Instituto Federal Electoral cada
año realiza campañas permanentes de actualización
del padrón electoral, en las que destaca la importan-
cia de cumplir con una obligación ciudadana de re-
portar cambios en el padrón electoral, destacando la
importancia de obtener la credencial para votar y for-
mar parte de la toma de decisiones del país para ele-
gir a nuestros gobernantes.

En un ámbito más cercano, la CEE hace énfasis
en la importancia de acudir a votar en cada elección y
darle valor al derecho de elegir a nuestros gobernan-
tes; asimismo conmina a aquellos ciudadanos que sa-
lieron sorteados para que funjan como funcionarios
de casilla y para que acudan a capacitarse, formando,
así, parte del ejército ciudadano que realiza cada elec-
ción, para que éstas se desarrollen de forma transpa-
rente con la participación de todos los ciudadanos.

Los promocionales de los partidos políticos han
aportado su colaboración al publicitar sus progra-
mas de trabajo, plataformas electorales, ideologías
partidistas y buscar convencer a cada elector para
que voten por su candidato; aunado a ello aparecen
las conferencias y declaraciones de politólogos, in-
telectuales, maestros, sacerdotes y otros líderes de
opinión. Todos hacen, con diferentes estilos y propó-
sitos, un ensalzamiento de los valores cívicos, de los
deseos de construir una vida social autorreglamen-
tada, sustentada en comportamientos cívicos, en
conductas ciudadanas.

No resulta inútil decir que la difusión de los va-
lores cívicos es importante en cualquier proceso his-
tórico. Pero, en este momento, resulta de la mayor
trascendencia. Es ahora que se debe escuchar y
orientar a la ciudadanía, para contrarrestar la violen-
cia como mecanismo y para arreglar conflictos que
acarreen inestabilidad y perjudiquen seriamente a
nuestro país. La ciudadanía debe ser preparada para
que entienda la democracia como un sistema en pro-
ceso y no como el simple ascenso o descenso de un
partido político al poder, aunque este último aspecto
sea crucial para el juego democrático.

Los medios de comunicación masiva son fuer-
tes instrumentos que ningún contendiente al poder
ignora, y menos en estos tiempos. Los medios lle-
van consigo gran parte de la carga emocional de las
elecciones. La seriedad con que traten de ayudar a
fomentar la competencia sana, la institucionalidad y
la vigilancia de las instituciones para que el camino
hacia la consolidación democrática no peligre, es la
mayor prueba de su compromiso por asumir y difun-
dir los valores cívicos.

Entonces, otra vez, ¿qué importancia tienen los
medios de comunicación, en la difusión de los valo-
res cívicos? Digamos que son un vehículo que pue-
de ser fundamental. Pero que no es único en la tarea
de lograr que la sociedad acepte y adopte esos valo-
res y, como consecuencia, modifique su comporta-
miento. La formación escolar y la educación familiar
deben ser considerados en su real valía bajo la pers-
pectiva de esta finalidad.

Otra respuesta, que podría generar cierto de-
bate, está basada en diversas experiencias de fraca-
sos publicitarios y en lo que se denomina efecto boo-
merang: la importancia de los medios masivos de
comunicación en la difusión de los valores cívicos
depende en gran medida de las respuestas de los
auditorios, del poder de los públicos. A los medios
de comunicación masiva, con todo el personal que
labora en ellos, a los actores políticos y a las institucio-
nes como la nuestra, sólo nos queda atraernos su
atención hacia donde creemos que es más útil a nues-
tra causa. Ya los televidentes y radioescuchas tendrán
que decidir qué causa es la más parecida a la suya y,
en esa medida, con su apoyo, o ausencia del mismo,
modificarán la conducta de los actores. Se resume,
así, el ejercicio de la libertad de decidir el derecho a
adoptar valores deseables, a expresar actos de agra-
do o desagrado.

Podemos concluir entonces, de manera provi-
sional que no le debemos dar a ninguna herramienta
de la modernidad o a ninguna fuerza social, mayor o
menor valor del que tiene. Todo está sujeto a la com-
petencia entre las diferentes fuerzas que existen en
el país y eso involucra e interrelaciona a todos los
elementos de nuestra cultura.
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éxico es otro. La sociedad mexicana se conduce hacia nuevas formas
de convivencia; privilegia en esta tarea su derecho a participar en las
decisiones que afectan su entorno.

Desde las elecciones federales de 1988, las expectativas de la po-
blación se vieron frustradas ante un marco legal insuficiente y la burda
simulación del Gobierno para tratar de exhibirse dispuesto y volunta-
rioso para el cambio.

Fue precisamente el Gobierno el primero en mostrar que no es-
taba preparado para responder a las exigencias de una población que
plasmó su nueva actitud en las urnas.

Los medios de comunicación se sumaron –aunque en forma tar-
día– a las luchas sociales por alcanzar nuevos y más amplios espacios
de expresión. Al momento de intervenir, optaron por la cómoda pos-
tura de capacitar los avances democratizadores de la sociedad, aunque
sin compartir las responsabilidades que esto entrañaba.

Es por eso que, en esta voluntad de cambio mostrada por el elec-
torado, se han visto superados el Gobierno y los partidos políticos.
Cada uno de ellos ha reaccionado de distinta manera para evitar cho-
car de frente ante esta realidad política: una nueva cultura electoral en
la población, organismos cada vez más independeintes para regular
estos procesos y –ahora sí– medios de comunicación participativos y
demandantes de respeto para la voluntad ciudadana.

Los partidos políticos de oposición adoptaron rápidamente las
nuevas reglas de juego; entendieron que, salvo casos cada vez más
raros de autocensura, los medios de comunicación encuentran en la
crítica sistemática al Gobierno su más rica veta promocional. Y es en
ese ámbito donde el partido en el poder ha perdido terreno, pues
insiste en sus tradicionales modelos proselitistas que resultan insulsos
y poco atractivos para los medios, a menos –claro está– que haya un

/Filiberto Vargas Rodríguez*

M

* Director de Difusión y Comunicación Social del Centro del Instituto Nacional de Antropología
e Historia (INAH) de Veracruz.
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estímulo adicional, la mayoría  de las veces de carác-
ter económico.

Sin embargo, la batalla no ha sido ganada aún por
la sociedad. Más de medio siglo de esquemas de cor-
porativismo político no pueden ser borrados en uno o
dos procesos electorales. Incluso en el futuro más cer-
cano se vislumbra el repunte de fuerzas que se supo-
nían eliminadas y que han encontrado espacios en la
misma apertura impuesta por el electorado.

Es ya en el terreno estrictamente político–elec-
toral donde los medios de comunicación tienen su
papel más importante. Son ellos el campo de batalla
y las decisiones del elector surgen en gran medida
de la radiografía política mostrada por los medios.

Si nos apegamos a la lógica de que una socie-
dad democrática mejora en la medida en que elige a
mejores gobernantes, el simple respeto a la volun-
tad ciudadana debería redundar en un mejor país. El
caso no es tan sencillo, pero, en términos generales,
la transparencia de los procesos electorales, la divi-
sión de poderes y la libre competencia política de-
berán llevar a este país a estadios de convivencia más
armónicos y justos.

Por todo ello, los medios de comunicación de-
ben asumir su compromiso. Encabezar en el terre-
no de la expresión social el liderazgo que nos está
haciendo falta y concebir su propia existencia, en la
medida en que la ciudadanía se los demande.

El tema de la censura en los medios de comuni-
cación resurge en un sistema democrático. En el ejer-
cicio de un país más libre, los medios deben ser más
plurales y dependen menos de la vigilancia guberna-
mental. Si el Presidente de la República está batallan-
do ahora por mantener la rectoría al interior de su
partido, le resultará cada vez más difícil influir, en for-
ma determinante, en el rumbo político que asuma
este país. Su papel deberá limitarse a garantizar equi-
dad entre las diversas fuerzas políticas.

El Poder Ejecutivo ya no lo es todo. Por volun-
tad de la sociedad, los poderes Legislativo y Judicial
van asumiendo el rol que les correspondía desde su
concepción. La libre competencia de partidos políti-
cos y la autonomía, en los hechos, de jueces y ma-
gistrados deberán brindar el contrapeso que la
ciudadanía exige.

Para que este país no pierda el rumbo en la bús-
queda de su propio sistema democrático de gobier-
no, será necesario que la sociedad mantenga el im-
pulso renovador: el Gobierno debe asumir con
firmeza su nuevo papel, como promotor del cambio
y vigilante de que la equidad predomine en la lucha
política; los partidos políticos tendrán que encontrar
en su propio seno la vocación democrática que ofre-
cen al electorado y los medios de comunicación, sin
miedo, deben dar cabida al grito de libertad y justicia
de los mexicanos.



esde tiempos inmemoriales, el ser humano ha pretendido dejar algún
vestigio de su existencia o de su aprendizaje en diversos ámbitos. Con
el desarrollo de la escritura y, posteriormente, con la aparición de la
imprenta, el quehacer y el conocimiento religiosos, la incipiente expe-
riencia científica, el aprendizaje obtenido y el mundo de las ideas em-
pezaron a tener una mayor difusión.

Si nos trasladamos en el tiempo a tierras americanas y, en particular, a
latitudes de la Nueva España, con la llegada de la primera imprenta asisti-
mos también a la práctica de una pretenciosa censura que, sin embargo,
nunca alcanzó a amordazar las ideas llegadas de contrabando, allende el
mar. Por todos es bien conocido el agresivo papel que la Santa Inquisición
jugó como censor durante el periodo colonial. Inicialmente, en contra de
ideas tales como las de Erasmo de Rotterdam y sus secuaces; posterior-
mente, en contra de las ideas de los ilustrados franceses, que ya para fines
del siglo XVIII habían cumplido su papel en  la América inglesa y en casi toda
la América española: encandilar a las colonias con ideologías republicanas
de Libertad, Igualdad y Fraternidad.

De este modo, los medios impresos cumplían su papel como
difusores de conocimientos, experiencias y sucesos que ocurrían en
otras regiones del orbe.

/Jéssica Araceli Carrillo Cuevas
 Mariano Bonilla Espejo
 Mario Torres Ruiz
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Posteriormente, como producto del choque
suscitado entre las nuevas ideas y la inercia del pen-
samiento conservador, arraigado por tres siglos de
colonialismo, durante el siglo XIX nuestro país atra-
vesó una conflictiva vida política que deambuló de la
naciente República al imperio de Iturbide; del cen-
tralismo al federalismo; de la postura liberal a la con-
servadora y viceversa; del nacionalismo de la Reforma
a la simpatía de los conservadores por el imperio de
Maximiliano; de la no reelección promulgada en con-
tra de los intermitentes y sangrientos periodos de
Santa Anna al remanso del porfiriato ulterior. En todo
este convulsionado siglo, la (literalmente) tan llevada
y traída libertad de imprenta apareció en contadas
ocasiones, sólo para ser suprimida o derogada algu-
nos días, meses o años después.

La concesión gubernamental de esta permisión
no concuerda del todo con el panorama periodísti-
co que ha prevalecido desde la Colonia hasta nues-
tros días, pues los medios de publicación que no
siempre han compartido los pareceres del gobierno
en turno, siempre hallan el modo de salir a la luz, ya
en la clandestinidad, ya legal, pero fugazmente o con
un núcleo de lectores muy reducido. Así, la Corona
española, Iturbide, Santa Anna, Juárez, Maximiliano
y Díaz, entre otros, siempre tuvieron relaciones de
un carácter particular con los medios de comunica-
ción escrita.

En buena parte de nuestro siglo ha sucedido lo
mismo con el régimen de la Revolución Institucional,
sólo que para este periodo los medios incorporaron
a sus filas a la radio y la televisión, preciados frutos
del vertiginoso desarrollo tecnológico propio de esta
centuria.

Ante las exigencias políticas que poco a poco
han ido privando en nuestro país, con una compe-
tencia electoral más identificada a la anhelada demo-
cracia, las reglas para el quehacer de los partidos
políticos se han visto, paulatinamente, más proclives
a garantizar esa transparencia.

Así llegamos a 1990 y a 1991, años en que res-
pectivamente se crean el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) y el
Instituto Federal Electoral (IFE), instrumentos que
apuntan hacia una actividad política más ciudadaniza-
da, en un marco de legalidad y confianza en los pro-
cesos electorales.

La reforma de 1993 señala los topes para los
gastos de campaña y replantea la conformación del
Congreso; la de 1994 introduce modificaciones en

la integración del Consejo General del IFE, con la cual
aparece la figura de los consejeros ciudadanos, “nom-
brados por mayoría calificada en la Cámara de Dipu-
tados”.1

Con las enmiendas de 1996 al Código Elec-
toral:

Las condiciones de la competencia mejoraron
sustancialmente. [...] Los recursos financieros públi-
cos de los partidos aumentaron notablemente, lo
mismo que el acceso a los medios electrónicos. Ade-
más, fueron distribuidos de un modo mucho más
equitativo.2

Esta modificación ha permitido que por ley se le
concedan a los partidos políticos espacios iguales en
los diferentes medios de comunicación.

En el caso particular de Veracruz, la relación
entre medios y partidos durante los comicios de 1997
y 1998 se volvió más estrecha, permitiendo que las
campañas electorales de todos los partidos sin ex-
cepción tuvieran una cobertura periodística sin pre-
cedentes. Esto se debe al resultado de la exigencia
ciudadana, que demanda a los medios de comunica-
ción le mantenga al día sobre el desarrollo de todo
el proceso electoral. Ahora bien, al interior de los
medios existe una diferencia sustancial respecto a la
actitud que algunos comunicadores asumieron en las
fechas mencionadas. A continuación presentamos los
puntos de vista de siete personajes que siguieron muy
de cerca la experiencia electoral de los veracruzanos
en las elecciones de alcaldes en 1997 y de Goberna-
dor en 1998, así como su apreciación sobre la im-
portante jornada electoral del 6 de julio de 1988 y
sus consecuencias políticas.

El punto de partida

Quizás el paso inicial de la llamada «transición a la
democracia» se localiza en las elecciones del 6 de
julio de 1988. Esta jornada vio nacer una serie de
alianzas entre líderes y partidos de oposición –unos
nuevos y otros ya experimentados– que inaugura-
ron la nueva corriente crítica y de confrontación po-
lítica de nuestros días.

Otro aporte fue la enorme movilización civil que
todo México vivió durante y después de aquel pro-
ceso. Flota aún en el ambiente veracruzano el re-
cuerdo de las actividades realizadas en apoyo a
Cuahutémoc Cárdenas. Sonia García, jefa de Infor-
mación del Diario de Xalapa, afirma sobre su expe-
riencia: “Me tocó vivir una época fuerte aquí en
Veracruz, en el 88.  Se habló de un fraude... se blo-
quearon carreteras, se tomaron edificios. Hemos
vivido momentos muy fuertes de cambio, de transi-

1 Woldemberg, José: “México y los organismos elctorales modernos”,
en URNA/, núm. 3, Xalapa, CEE, 1999, p. 23.

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

2  Ibidem, p. 24.



ción. En aquel entonces se hacían grandes manifesta-
ciones, que condujeron a esta etapa llena de pluralis-
mo y democracia –no perfecta ni completa, sino
todavía en transición–, en donde cada vez tenemos
más espacios... y eso habla bien del sistema político”.

Por su parte, Alberto Morales, caricaturista y
fotógrafo de Política, reconoce que ese año contri-
buyó a transformar el sistema político del país. “Del
88 para acá, los partidos políticos y los líderes, que
son los que llevan la batuta, se unen en un frente; al
rato se desbarata, al rato sale otro partido, y así. Eso
ha ido politizando a la población. Entre transforma-
ciones y aperturas, se han ido desmitificando cosas
como las elecciones. La sociedad se ha vuelto vigi-
lante de los políticos y ahora [éstos] son más tole-
rantes a la crítica; los medios, a su vez, deben ser
más respetuosos y serios”.

Elecciones de 1997 y 1998

El germen democrático del 88 floreció en las jorna-
das electorales de 1997, en las que se eligieron al-
caldes en Veracruz. Las cifras obtenidas colocaron a
este proceso elctoral como el más competido en la
historia del Estado. Mientras que el PRI recibió el 39%
de los votos emitidos,3. con 103 municipios a su fa-
vor, los partidos de oposición ganaron, en conjunto,
el significativo número de 107 ayuntamientos, entre
los que se encuentra la capital, en manos de una
alianza realizada entre el PRD y el grupo Convergen-
cia Democrática.

La importancia de las elecciones en 1997, se-
gún Alberto Morales, radica en que fijó el avance de
partidos de oposición en puntos estratégicos del Es-
tado. Por otro lado, el “que se haya respetado el
voto es un gran aliciente, porque la gente siente más
suyas las elecciones cuando son locales, porque co-
nocen al fulano”. Para el columnista y jefe de infor-
mación del Gráfico de Xalapa, Manuel Rossete “haber
tenido unas elecciones en las que la oposición ganó
más de la mitad de los municipios, fue muy impor-
tante para Veracruz. Si se puede hablar de un cam-
bio democrático, el ejemplo está en las elecciones
municipales”.

Carlos Ferráez Centeno, gerente general de
Avanradio, apuntala la idea anterior: “En 1997 se so-
metieron varias reformas a prueba. Eso, de alguna
manera, causó en la gente un entusiasmo desmedi-
do, porque el Municipio es la célula de gobierno más
cercana a ella, y existe un interés particular por un

gobernante que esté comprometido con esa fami-
liaridad; familiaridad que se presenta en menor me-
dida en otro tipo de elecciones locales”.

Con toda seguridad, lo más atractivo de la po-
lítica es que no hay nada escrito. Si la avalancha de
ayuntamientos perdidos por el Partido Revolucio-
nario Institucional despertó ciertas expectativas en
algunos líderes de oposición, los resultados finales
de 1998 darían la última palabra. Pero, ¿cómo fue
que pasó?

Juan López Dávila, productor del programa La
comunidad en Radio Universidad Veracruzana, toma
la palabra: “Es un tema muy complicado. Las campa-
ñas me parecieron desproporcionadas, en cuanto a
los recursos. En el partido oficial hubo, en general,
una selección de candidatos más centrada en la par-
ticipación de la base, a excepción del Gobernador,
que no tenía mucho trabajo en el Estado”. Sobre el
caso de los partidos de oposición, afirma que “des-
graciadamente, no tienen un apoyo razonado del
electorado. La cultura cívica de éste se encuentra en
pañales y sigue basando sus preferencias en escán-
dalos políticos”.

Jorge Rizzo, director de Noticentro, del Centro
Radiofónico de Xalapa, corrobora lo anterior al re-
ferirse al mismo proceso: “Existió por primera vez
en Veracruz una alianza partidista y, al interior del
PRD, una desbandada aparente, de la alianza mencio-
nada, que apoyó a Morales Lechuga; el PAN lanzó
como candidato a un escritor y economista muy co-
nocido y reconocido en el mundo, como lo es el
señor Luis Pazos, y para terminar el concierto, un
empresario de la talla de Miguel Alemán es destapa-
do como candidato del PRI. Obviamente, la expecta-
tiva fue muy intensa, no se sabía quién iba a ganar.
Pudimos percatarnos, cuando los entrevistamos, de
que cada uno de los candidatos se sentía con posibi-
lidades de triunfo; pero no como en otros procesos,
que hablaban de ganar porque era su labor; aquí los
vimos convencidos, atestiguamos que la gente los
apoyaba y acudía a las giras”.

Mario Lozano, director del programa radiofónico
Alerta Urbana y conductor de Sin compromisos, en el
canal TV MAS de la televisión del Estado, encontró
nuevas tendencias dentro de los partidos políticos,
ya que su principal preocupación fue “postular hom-
bres y mujeres que tuvieran una trayectoria de tra-
bajo, más que por lo tradicional, por su militancia.
Porque todos le apostaban a ganar y estaban obliga-
dos a decidir muy bien sus candidaturas”. De las cam-
pañas opinó que “fueron parecidas a las anteriores,
pero esta vez los contenidos estuvieron más con-
trolados, las promesas de campaña eran las posibili-
dades del trabajo futuro. Yo creo que este gobierno
está definitivamente mejor seleccionado que los an-
teriores”.

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

3 Santoyo Ramírez, Salvador: “Veracruz: La competencia electoral en
1997”, en URNA/, núm. 3, Xalapa, CEE, 1997, p. 35.
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CE2E: la fuente electoral

En general, los comunicadores consultados afirman
que la actividad informativa de la CEE permitió que
votantes y partidos confiaran en la transparencia de
los comicios, lo que es considerado como un avan-
ce en el terreno democrático. La opinión de Mario
Lozano es un buen ejemplo: “Conforme ha visto
pasar los comicios, y sobretodo este último, he cons-
tatado cómo se ha valorado la importancia de infor-
mar a tiempo. Antes los resultados electorales eran
como un secreto guardado. Ahora se preocupan
porque los medios sepan cómo van para que la gen-
te esté mejor informada, en ese sentido hay una di-
ferencia abismal”.

Por su parte, Alberto Morales califica como posi-
tivo el cambio de responsables de los comicios y ex-
plica que en el pasado “la fuente electoral se cubría en
Palacio de Gobierno y el encargado era el secretario
de Gobierno en turno. A mí como ciudadano eso me
generaba una desconfianza, porque él milita en un par-

tido que en este momento está en el poder; somos
humanos y somos muy sensibles a ese tipo de co-
sas”. Manuel Rossete coincide con él y reconoce que
antes de que se ciudadanizaran los organismos elec-
torales, el PRI “negociaba para darle un tinte demo-
crático a las elecciones”.

Por ello es justo admitir que los mismos perio-
distas no soslayan el pasado reciente de las jornadas
electorales y el profundo malestar que producían en
los distintos sectores del país. Desde esta óptica, Jorge
Rizzo reafirma la importancia del trabajo realizado
por la CEE en los comicios de 1998: “A diferencia de
otros años, fue cuando menos presión estatal tuvi-
mos para el manejo de la información político–elec-
toral, entrevistas, campañas... Todo fue bastante
fluido. La CEE era siempre un marco de referencia
para el proceso. Como órgano rector, se constituyó
en un elemento esencial para los medios: los tiem-
pos, las fechas y todos los puntos del proceso ema-
naban de ahí, desde la preparación del proceso hasta
los resultados finales”. Manuel Rossete ratifica bajo el



mismo tenor: “Por primera vez los medios obtuvi-
mos información oportuna, incluso previa a las acti-
vidades, y de manera ordenada, sin distinción en la
importancia de los medios”.

Sonia García, por su parte, considera que “el
manejo informativo ha sido muy importante porque
ha transparentado el proceso, y eso tiene que ocu-
rrir en todos los sectores. La comunicación es sana
porque refleja que hay interés en que nosotros nos
enteremos... Entre más información nutra a los me-
dios, se vuelven más sanos y se evita el anacronis-
mo”.

Campaña de divulgación

Desde 1997 la CEE inició una fuerte campaña de
propaganda y divulgación con miras a involucrar al
mayor número ciudadanos en los comicios para ele-
gir, en 1998, al último Gobernador del siglo. Las in-
quietudes del joven Voto Casillas y su familia inundaron
los medios electrónicos y la prensa veracuzanos con
un solo afán aglutinador: “Si todos votamos, todos
ganamos”. Pero hasta qué punto la campaña cum-
plió con su cometido.

Carlos Ferráez Centeno ofrece una visión em-
presarial que resulta aleccionadora: “La campaña
institucional fue interesante, aunque me parece que
pudo haber tenido una penetración mayor de ha-
berse segmentado. Hay mensajes que pueden ha-
cerse generales. Sin embargo, como se lanzó funda-
mentalmente por la televisión, visualmente jugó un
papel importante dentro del proceso. Considero in-
teresante analizar los resultados de la campaña y tra-
bajar en dos aspectos: el primero, buscar mensajes
que legitimen al organismo y, segundo, segmentar-
los para lograr un mayor número de votos. Creo
que la CEE no ha logrado consolidar un proyecto de
comunicación social; ha tenido avances pero adole-
ce de una estrategia de comunicación como tal”.

La visión de Jorge Rizzo es más alentadora: “Las
campañas de difusión fueron buenas, se personifica-
ron los comerciales y esto fue interesante porque
para los veracruzanos, con su humor y modo de pen-
sar, desde la sierra a la costa, es una manera fácil de
identificarse con una acción; creo que fue un buen
inicio”.

Otro aspecto que tiene que ver con la difusión
de cada fase del proceso electoral que la CEE realiza
se relaciona con las prerrogativas que todos los par-
tidos disfrutan. El Código Electoral  garantiza a cada
organización y partido políticos el acceso, gratuito y
equitativo, a todos los medios de comunicación. Al
respecto, Juan López Dávila dice: “Antes los partidos
políticos se financiaban por sus miembros; el Estado
no les otorgaba fondos. A partir de las reformas en

que se les confieren prerrogativas y financiamiento,
de donde sacan para mantener las campañas, los
medios de comunicación se niegan a publicar men-
sajes de las campañas si no son pagados; y esto lleva
a deformar el profesionalismo informativo. Con sus
obvias excepciones, hubo críticas muy fuertes al sis-
tema y otras líneas más apegadas al partido, pero la
población tiene derecho a mensajes elaborados con
objetividad y respeto a la variedad”.

A manera de una conclusión que defina eficaz-
mente el quehacer instutucional de la CEE, Alberto
Morales sostiene que la Comisión “podrá seguir
afinando su estilo, su manera de prever el trabajo
para los próximos comicios... pero la gran respon-
sabilidad es de los partidos políticos, hacia su inte-
rior. Ya no se puede gritar «Fraude» irresponsa-
blemente. En ese sentido, la CEE es sólo una válvula
para los partidos”.

Participación ciudadana

Tal pareciera que el acceso de la propaganda electo-
ral a los medios hubiera posibilitado comprometer a
los ciudadanos a sufragar. Sin embargo, el compor-
tamiento de lo población votante ha sido diverso e
inesperado. Las explicaciones y puntos de vista de
los comunicadores consultados no son menos en-
contradas. Manuel Rossete, al igual que Sonia García
y Alberto Morales, observa la actividad política entre
la gente “con responsabilidades” y salarios mínimos:
amas de casa, obreros, maestros, burócratas y tra-
bajadores en general. “Los partidos políticos, afirma
el columnista, deben incrementar sus actividades para
atraer su atención... En la medida que los medios
tengan datos y que puedan informar a la población,
ésta va a participar más”.

Juan López Dávila se refiere a su propia expe-
riencia: “Yo he vivido la época de un sistema unipar-
tidista en donde era difícil hablar de democracia.
Ahora toda esa cultura está siendo calada por las
aperturas que involucran a las clases medias y secto-
res populares, con reticencia de las clases altas, por-
que hay intereses creados que ven con preocupación
los cambios. La gente mayor, como yo, ha visto esto
con una ilusión muy grande, porque es la primera
vez en nuestra vida que vemos una situación de este
tipo: de cambio, de participación, de que nuestro
voto realmente vale y se toma en cuenta. En los sec-
tores más modestos de la escala social falta mucho
porque el hambre impide que se pueda pensar si-
quiera en democracia. La gente joven, aunque ha
vivido una parte de su vida este unipartidismo, siente
mucha desconfianza por los partidos políticos”.

Por el contrario, Mario Lozano y Carlos Ferráez
han visto una clase media y media–baja casi desapa-
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recidas, muy involucradas en la política, porque son
las que más resienten cuando las cosas no van bien.
En su opinión, hay una gran participación de jóvenes
entre los 18 y los 30 años, que están muy conscien-
tes y empujan con más fuerza por un México y un
Veracruz mejor.

Sin embargo, Jorge Rizzo nos comparte otra
visón de los hechos: “Los veracruzanos que no han
participado en la política son los de mayor edad y los
que están arribando a la mayoría de edad; existió
ese contraste, por ejemplo, en las últimas eleccio-
nes: la mayor parte de los integrantes del padrón
son jóvenes y hay una gran ausencia de votantes el
día de los sufragios; por otro lado, también la tercera
edad se abstiene de votar, abandonando la oportu-
nidad de construir el Estado mexicano. También es
un hecho que parece que en las zonas residenciales
no les interesan las elecciones y en cambio en una
colonia popular o en un pueblo, el día de votaciones
es día de fiesta”. Y concluye enfático: “Los distintos
medios de comunicación pueden ser factor contra
el abstencionismo; pero no podemos ignorar los as-
pectos educativo y familiar, incluso religioso, que li-
mitan o no la acción política”.

El momento actual

El momento político actual en Veracruz plantea va-
rias reflexiones en torno al origen y futuro de nues-
tro deambular rumbo a la democracia. En este
sentido, el resultado de las dos últimas jornadas elec-
torales arroja un saldo positivo para los veracruzanos:
funcionarios públicos electos abierta y democrática-
mente. Aunque se requiere conocer los matices que
los profesionales de la información consultados han
puntualizado con oportunidad.

“Mi apreciación personal acerca de nuestro
momento político, sostiene Juan López Dávila, es
que se requiere un tratamiento objetivo de los pro-
blemas sociales, para que haya conciencia e interés
de la gente en los procesos políticos, al margen de
los partidos; pero que la gente se preocupe, analice
las propuestas de los candidatos, en general, elevar
el nivel político del Estado y que la población reciba
información adecuada, profunda, sobre los proble-
mas que le atañen”.

Manuel Rossete se refirió al gobierno actual y a
la importancia de las reformas electorales: “El de
nuestro Estado es un momento muy importante,
creo que el cambio de Gobierno es realmente eso.
Al anterior Gobierno le reconozco haber ciudadani-
zado los mecanismos de elección popular: eso no
tiene reversa”.

Jorge Rizzo reflexionó sobre el quehacer gu-
bernamental, “desde un punto de vista eminente-

mente económico, que es el que impacta a la socie-
dad, falta mucho por hacer para que se logren re-
sarcir los atrasos ancestrales que existen en nuestro
Estado –que en ese sentido está lleno de contras-
tes–; no ha habido un programa integral que logre
disolverlos”.

Carlos Ferráez enfatiza que ahora empieza la
etapa de trabajo del gobernante para convencer a
todos aquellos que en un principio no aceptaron su
propuesta. La contienda fue ardua, pero las ganan-
cias valieron la pena: “Los resultados del análisis y del
laboratorio electoral están a la vista: tenemos go-
biernos municipales conformados en parte por par-
tidos de oposición –de izquierda, de centro, de de-
recha–, y eso hace a Veracruz un Estado fuerte,
porque las diferentes corrientes políticas le dan plu-
ralidad. El principio de orden es lo más importante
que puede haber en un pueblo deseoso de evolu-
cionar... Yo creo que se ha hecho un muy buen tra-
bajo en lo democrático”.

Sobre el porvenir

En el recuento de los alcances y metas que aún es-
tán por concretarse, el actual panorama del ámbito
político–electoral en Veracruz ofrece razones para
pensar que el proceso democrático, iniciado con las
primeras reformas al Código Electoral del Estado, va
por buen camino. Es cierto que la sociedad todavía
está en espera de que los medios de comuniación
masiva cumplan con su verdadera función de infor-
mar, sin distinción, sobre los diversos proyectos po-
líticos que ofrecen las organizaciones y los partidos
políticos que contienden en cada proceso electoral;
no obstante, se han dado las circunstancias legales
para que, en un futuro inmediato, esta problemática
sea superada. La salida no sólo se encuentra en una
instancia, sino en el esfuerzo conjunto del Estado y
de los ciudadanos, de los partidos políticos y de los
medios de información, de los diversos sectores de
la población –como el empresariado que apoya a
uno u otro partido– y de las instituciones reguladoras
de los comicios. Apostar por la democracia no es
suficiente, es necesario involucrase en forma activa.

Para este fin el papel de los medios será decisi-
vo, sobre todo ahora que la Santa Inquisición parece
levantar la apabullante censura que a lo largo de nues-
tra historia ha prevalecido.

En las últimas elecciones veracruzanas del siglo
asistimos a una mayor apertura en los medios de
comunicación, esperamos que ese ímpetu prevalezca
y aumente para bien de una sociedad que aspira a
los postulados republicanos del iluminismo francés:
Libertad, Igualdad y Fraternidad y a una Democracia
en el sentido más amplio de la palabra.



Conceptos de orden

n la literatura de relaciones internacionales, y gracias a estudiosos como
Martin Wight o Hedley Bull, se manejan dos conceptos diferentes de
orden.

En primer lugar, un concepto puramente descriptivo; orden es, en
esta concepción, una estructura de poder y de intereses. Un entrama-
do de fuerzas, instituciones, discursos y prácticas que determinan una
correlación de fuerzas; un marco de actuación o prácticas que, en este
contexto, son aceptables y otras que no lo son.

Podemos hablar, en ese sentido, que en el periodo de 1947 a
1991, la era de los bloques (la Guerra Fría), existía un orden liberal
internacional, cuya espina dorsal, en lo militar, era la hegemonía esta-
dounidense; en lo económico, el capitalismo y sus instituciones inter-
nacionales y, en el discurso, los valores liberales amenazados por el
expansionismo ideológico soviético.

Podríamos hablar también de un orden socialista y de que la paz
armada establecida entre ambos bloques, la Guerra Fría, constituía un
orden internacional. La carrera de armamentos, la disuasión nuclear,
las esferas de influencia, los conflictos armados en el Tercer Mundo y la
ausencia de conflicto bélico en la frontera alemana de los bloques fue-
ron rasgos de ese orden.

/Francisco Javier Peñas Esteban*
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* Universidad Autónoma de Madrid. Conferencia impartida en la Unidad de Estudios de Posgrado
de la Universidad Veracruzana, el 8 de diciembre de 1998.
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Pero, en la literatura, se maneja otro concepto
de orden, un concepto que podríamos denominar
finalista. En esta concepción el orden no es sólo lo
que hay; no se refiere sólo a cómo está estructurada
la política mundial, sino que se busca, se reflexiona
sobre un orden que sirva a determinados valores. Y,
de entre todos los posibles valores, para los teóricos
de las relaciones internacionales el valor clave es la
paz, no la justicia o la libertad.

De tal manera que una reflexión con este se-
gundo concepto de orden en mente es más que una
pura descripción, es una reflexión sobre qué institu-
ciones y sobre qué prácticas permitirían realizar esos
valores.

Las relaciones entre estos dos significados de
orden son complejas. Y esto por varias razones:

1. Después de cada conflicto mundial de cierta im-
portancia, se discute sobre el segundo concepto: ¿qué
orden deseamos para servir a tales o cuáles valores?
Y normalmente se obtiene el primero: una determi-
nada correlación de fuerzas o determinado marco
de lo aceptable y de lo no aceptable, que tiene que
ver o no con los valores que se buscaban.

La Guerra Fría es un buen ejemplo. El discurso
antifascista de las sociedades aliadas incluía valores
que se deseaba rigieran la posguerra venidera. Se
diseñaron algunas instituciones que encarnarían esos
valores –notablemente, la Organización de las Na-
ciones Unidas. Se aprendía, o eso se pensaba, sobre
los errores cometidos en otras postguerras.

Pero lo que se obtuvo fue algo muy distinto. En
palabras del gran historiador de la Guerra Fría, John
Lewis Gaddis, sin que los protagonistas lo desearan,
el orden de posguerra –sin ninguna consideración
hacia la justicia ni hacia los sufrimientos de muchos–
sirvió a la paz mundial durante cuarenta y cinco años.

2. Entre el orden que se desea y el orden que se
obtiene se interponen lo que podríamos denominar
los avatares del destino. En otras palabras, entre uno
y otro concepto de orden se interpone la contingen-
cia histórica, la casualidad, los efectos no deseados de
la acción y, por supuesto, los errores de los diseñadores
del orden, las equivocadas interpretaciones de los
datos.

En palabras de Michael Walzer, los juicios de ne-
cesidad son cosa de los historiadores y no de los agen-
tes históricos. Lo que un agente histórico considera,
en un momento determinado, como una necesidad
ineludible, es en realidad un error garrafal cuyas con-
secuencias le alejan del concepto finalista que buscaba
y le sitúan en el concepto de orden que, en última
instancia, se asienta.

Volviendo a la Guerra Fría, los historiadores em-
piezan a descubrir, al tener acceso a los nuevos ar-

chivos, muchos de estos errores garrafales: los esta-
dounidenses se confundieron al interpretar la obse-
sión soviética en equiparar seguridad y territorio; los
soviéticos, malinterpretaron, por ejemplo, algunos de
los rasgos del Plan Marshall.

3. Pero no todo es contingencia y correlación de fuer-
zas. O si lo es, lo es siempre que dentro de las fuer-
zas se considere la fuerza de las ideas. Las ideas, los
valores y los discursos cuentan, y mucho. Ésta es
una de las tesis principales que aquí se quiere defen-
der. Volveremos sobre ello. Baste por ahora con otro
ejemplo histórico: la descolonización.

¿Por qué en un plazo de algo más de 20 años
desaparecieron los imperios coloniales que tan fir-
memente asentados parecían?

Ciertamente, en la descolonización tuvo mu-
cho que ver el que ninguna de las grandes potencias
salidas de la contienda mundial era, por diferentes
motivos, partidaria de los imperios coloniales de la
vieja Europa. Además, algunos pueblos colonizados
lucharon denodadamente para lograr su independen-
cia. Vietnam derrotó militarmente a los franceses en
Bien Diem Phu; los argelinos derrotaron a los fran-
ceses, si no militarmente, sí políticamente gracias a
una prolongada guerra de guerrillas; y Gandhi y los
independentistas hindúes derrotaron a Gran Breta-
ña moralmente. Pero estas derrotas militares, políti-
cas y morales se debieron, en gran medida, a que las
metrópolis estaban atrapadas en su propio discurso
antifascista –de autodeterminación, justicia e igual-
dad racial–, con lo que el esfuerzo colonial, la guerra
colonial, perdía legitimidad por momentos.

4. Las relaciones entre la concepción descriptiva del
orden y la finalista están a menudo oscurecidas por
la hipocresía en los discursos de los estadistas. Des-
de que la política internacional es objeto de discu-
sión pública, allá por el último tercio del siglo XIX, y
desde que los gobernantes tienen necesidad de ga-
nar elecciones o de aparecer como honrados, altruis-
tas y portadores de los más altos principios morales,
los discursos que justifican sus acciones están siem-
pre formulados en términos de bienes universales y
no en los términos egoístamente comunitarios que
se acercan más a la realidad.

El ejemplo paradigmático lo tenemos en el dis-
curso del presidente norteamericano George Bush
al final de la Guerra del Golfo, el 6 de marzo de
1991, quien dice en uno de su párrafos:

Ahora podemos ver un nuevo mundo que aparece
en el horizonte. Un mundo en el que hay grandes
perspectivas para un nuevo orden mundial en el que
los principios de justicia y juego limpio protegerán a
los débiles frente a los fuertes. Nuestro éxito en el
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Golfo conformará el nuevo orden mundial que bus-
camos.

Podemos admitir que Bush estaba exultante,
había tenido una bonita guerra –a nice little war, como
se decía en los tiempos de las guerras coloniales de
la reina Victoria de Inglaterra– en la que había triun-
fado rotundamente y que le había salido extraordi-
nariamente barata.

Pero podemos, creo que sin hacerle injusticia,
calificar tal discurso de hipócrita y reformularlo en
otros términos, algo así como:

En este nuevo mundo que tenemos, el desorden ha
sido ahuyentado; los Estados no se atreverán a
devorar a sus vecinos tan fácilmente; además hemos
garantizado un flujo de petróleo a precios módicos,
lo que es esencial para nuestra forma de vida. Estados
Unidos aparece como la gran potencia mundial y todo
esto con escasos costes en vidas humanas y en
recursos financieros.

Nada hay de deshonroso en este segundo dis-
curso. Ningún estadista debería sentirse avergonza-
do por haber defendido y hecho prevalecer los
intereses nacionales de su país: Richelieu, Bismarck
o Gladstone estarían orgullosos de ello. Pero un go-
bernante de nuestros días no puede permitirse se-
mejante sinceridad.

No oculto que la narración anterior sobre las
dos concepciones del orden es una narración inte-
resada. Estaba dirigida a sacar unas conclusiones con
las que acabaré este epígrafe. Y estas conclusiones
se dirigen a sustentar mis reflexiones sobre lo que
he denominado retos y tareas.

Algunas conclusiones, por tanto:

1. Parafraseando a Marx, los hombres hacen su
propia historia, pero en condiciones heredadas del
pasado. En relaciones internacionales, los hombres
reaccionan ante coyunturas e intereses y hacen su
propia historia, aunque el resultado final –en la larga
duración de Braudel– puede ser inesperado.

2. La correlación de fuerzas, el poder, es un ele-
mento central y constitutivo del orden, pero...

3. Pero los valores y las ideas son trascendenta-
les. Recojo aquí una brillante idea de David Beetham:
el poder no puede sustentarse sólo en la fuerza, ne-
cesita legitimidad. Y esta legitimidad se sitúa en el
discurso: en la idea de que el poder tiene derecho a
ejercerse como tal y en que puede proporcionar los
bienes que promete.

El orden como correlación de fuerzas necesita
legitimidad, necesita justificar que es un orden al ser-
vicio de determinados valores. Y, para aquellos a los
que la correlación de fuerzas no satisfaga esta necesi-

dad de legitimación, abre una brecha por la cual invalida
lo existente y promueve un cambio político y social.

Nuevas relaciones internacionales
y nuevo orden mundial

Con el pesimismo –algunos lo llamarán cinismo– que
caracteriza a los teóricos realistas de relaciones in-
ternacionales, F. S. Hinsley escribía en 1982:

Al final de cada guerra desde finales del siglo XVIII, y al
contrario de lo que había sucedido anteriormente,
los Estados líderes hicieron un esfuerzo concentrado,
cada vez más radical que el anterior, para reconstruir
el sistema, según pautas que les permitieran, si así lo
creían, evitar nuevas guerras [...] Estas iniciativas son
tan características de la forma en que opera el sistema
internacional como de la dinámica de sus guerras.
También lo es el hecho de que al final esas iniciativas
quedaran en nada.

La fortaleza de los pensadores realistas en asun-
tos internacionales estriba en que pueden siempre
aducir múltiples ejemplos históricos que avalan sus
tesis. En este caso, Hinsley nos hablaría del Congre-
so de Viena de 1815, el cual restauró unas fronteras
y un principio de legitimidad dinástica que fueron ba-
rridos en las décadas siguientes; de la Paz de Versalles
de 1919, que algunos consideran el inicio de la gran
crisis de los veinte años que acabaron en la Segunda
Guerra Mundial; de las conferencias de Yalta y San
Francisco que, entre otras cosas, diseñaron un siste-
ma de seguridad colectiva, las Naciones Unidas, pen-
sado para el futuro, pero adecuado para el pasado,
no para un mundo dividido en bloques.

Bien, ¿qué nos depararán estas nuevas relacio-
nes internacionales de la Posguerra Fría y este orden
mundial surgido del fin de la contienda bipolar?

Una primera precaución sería no intentar defi-
nir de forma concluyente sus parámetros, pues es
muy posible que el polvo levantado por el fin de la
contienda no se haya asentado todavía y la fluidez e
imprevisibilidad sean sus principales características.
¿Surgirá un orden tan estable y, por ende, tan injusto
como el de la Guerra Fría? ¿Estamos ante una gran
transformación que se llevará por delante la mayor
parte de los elementos esenciales de nuestra cultura
política? ¿O, en realidad, nos estamos dejando llevar
por nuestra tendencia, más acusada en periodistas
que en académicos –todo hay que decirlo–, a con-
fundir terremotos de grado uno en la escala de
Richter con el Apocalipsis? No sabemos o, por lo
menos, yo no lo sé.

Algunos datos apuntan a importantes transfor-
maciones. Un caso reciente puede servir de ejem-



plo: la detención en Gran Bretaña del General Pino-
chet por orden de un juez español. Semejante situa-
ción hubiera sido impensable durante la Guerra Fría,
y nos debe llevar a reflexionar sobre la nuevas nor-
mas de convivencia internacional y sobre los nuevos
actores en la política mundial.

Pero hay otros elementos de continuidad: al fin
y al cabo, lo único que ha pasado es que el orden
liberal dominante, durante muchas décadas, ha engulli-
do una parcela del globo que hasta entonces se le
resistía. En este sentido, debemos esperar más de
lo mismo.

Cabe, sin embargo, destacar algunos rasgos de
esos atisbos de nuevo orden mundial.

En primer lugar, estamos ante el fin de un mun-
do estable y predecible al que extrañamente nos ha-
bíamos acostumbrado. Digo extrañamente porque
el mundo de los bloques se asentaba sobre la ame-
naza nuclear y así, de primeras, la posibilidad de ser
borrados del mapa, por una situación como la que
describe Stanley Kubrik en Teléfono rojo. Volamos ha-
cia Moscú, no parecería una perspectiva ciertamen-
te encantadora. Sin embargo, uno de los fenómenos
más curiosos del fin de la Guerra Fría es que su nos-
talgia se convirtió en moda. A finales de los ochenta,
Lawrence Eagleburger, subsecretario de Relaciones
Exteriores de Estados Unidos, puso de moda en
Washington la nostalgia de la Guerra Fría: nostalgia
de un mundo predecible, jerárquico y ordenado.

El mismo presidente Bush sostenía que los nue-
vos grandes enemigos serían la incertidumbre, la
impredictibilidad y la inestabilidad. Parece acertado
decir que las cancillerías todavía no han cogido el tran-
quillo a la nueva situación mundial y eso les lleva a
añorar la Guerra Fría. Es decir, que no sabemos cuál
es el orden mundial porque posiblemente no hay
nada que pueda ser calificado de tal. No hay pautas
fijas en las relaciones internacionales tras la Guerra
Fría –orden en el primer sentido descrito, orden
como correlación de fuerzas estable– y, lo que es
más importante, la discusión sobre los parámetros
del nuevo orden mundial –en el sentido finalista del
término– está abierta.

Si parece que uno de los rasgos del nuevo orden
mundial es que el gran desafío histórico a la moderni-
dad liberal –el socialismo real– ha desaparecido, tam-
bién hay que tener en cuenta que el comunismo, como
desafío, lo era sólo en parte. Era un desafío al modelo
liberal, no a la modernidad. Como experimento mo-
derno, compartía con el liberalismo la fe en el progre-
so, en la industrialización, en la urbanización, en el
universalismo, en la gran palanca de la razón. Ambas
concepciones de la modernidad dominaron el mun-
do, arrastrando y aplastando a otros desafíos
premodernos. Hemos pasado de una brecha entre dos
concepciones de la modernidad a pequeñas brechas,

en las que lo moderno, ya sólo liberal, se ve desafiado
por otras formas de entender la vida: el poder o la
producción. Dicha situación, formulada en términos si-
niestros e interesados, es la que describe Samuel P.
Huntington en su «choque de civilizaciones».

En esta nueva circuntancia, no creo que se pue-
da hablar de crisis del Estado–nación, aunque sí de la
de algunos. Vayamos por partes. En primer lugar, la
conocida tesis de que la globalización está poniendo
en entredicho al Estado–nación. Creo que habría que
distinguir entre, por un lado, la autoridad y, por otro,
el control del Estado–nación. Ciertamente, la globa-
lización ha hecho perder al Estado parte de su capa-
cidad de control sobre la variables macroeconómicas,
sobre flujos y otros. En cierta forma, rompe la cohe-
sión nacional, en la medida en que regiones o ciuda-
des compiten por inscribirse, de la mejor manera
posible, en la nueva economía. Por otro lado, las fa-
mosas antenas parabólicas impiden que el Estado
censure lo que sus ciudadanos deben o no conocer.
El control de los flujos de capitales estaría en manos
de los magnates de las finanzas y el de la informa-
ción, en manos de compañías multinacionales.

Pero no puede decirse lo mismo sobre la auto-
ridad del Estado. No hay ninguna duda de que el
Estado ejerce el monopolio de la autoridad, que ejer-
ce de soberano y se resiste a ceder dicha soberanía.
Dos ejemplos bastarán. En primer lugar, las dificulta-
des en la Unión Europea para llegar a políticas exte-
riores, de defensa y de seguridad comunes. En se-
gundo lugar, se están encontrando con una fuerte
resistencia las voces que tienden a debilitar la idea de
la soberanía del Estado y a propugnar criterios más
porosos sobre lo que el Estado tiene o no derecho a
hacer dentro de su territorio, es decir, los que sos-
tienen la necesidad de abrir las puertas al derecho
de intervención. Un Estado grande y potencialmen-
te rico como China se ha resistido –y se resiste con
éxito, como lo demuestra el viaje de su primer mi-
nistro por Estados Unidos, realizado en 1998, al es-
crutinio internacional de su política interna. Creo que
estos ejemplos apuntalan el argumento de que no
hay crisis del Estado–nación con mayúsculas.

Pero sí ha habido crisis de muchos que se de-
nominaban a sí mismos Estado–nación. Habría que
ir por partes. La crisis generalizada de los Estados se
ha producido en África. ¿Son estas crisis fruto de la
globalización? Sí, si se entiende por tal la extensión
de las formas europeas de organizar la comunidad
política y la producción y distribución de bienes. Es
decir, más bien parece que la Guerra Fría y las ex-
pectativas de desarrollo económico y construcción
nacional, que eran dominantes entre las élites de estos
países en los años setenta, pospusieron una crisis, o
mejor dicho, ocultaron la debilidad de una idea del
Estado compartida por la población. Con el fin de la
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Guerra Fría y de la tregua histórica que proporciona-
ron las expectativas de desarrollo y construcción na-
cional, dichos Estados se mostraron frágiles, si no
inexistentes más allá de la capital y de su hinterland.1

En este sentido cuando se habla de crisis del
Estado–nación se parte de una idea falsa –que los
estudiosos de la relaciones internacionales nos en-
cargamos de difundir profusamente–, según la cual,
el mundo estaba organizado en Estados–nación a
nuestra imagen y semejanza; menos desarrollados,
más pobres, menos consolidados, pero Estados–
nación al fin y al cabo. Si esta afirmación es correcta,
lo que está en crisis, en África por lo menos, no es el
Estado–nación sino la falsa idea que sosteníamos de
que el mundo estaba organizado en Estados–nación
efectivos. La apariencia de una soberanía de iure, le-
gal, de un reconocimiento internacional, escondía la
ausencia de una soberanía de facto, positiva, de un
control efectivo del territorio.

Más complicado es el análisis de la fragmenta-
ción de las repúblicas en Europa Oriental. No entra-
ré a examinar sus causas, sobre las cuales soy un
lego, pero llama la atención que la respuesta a la cri-
sis de estas repúblicas, que pretendían ser autóno-
mas, sea la creación de otros gobiernos que, ahora
sí, son Estados–nación, en los que estatalidad y na-
cionalidad son por fin, o así lo afirman ellas, congruen-
tes. Yugoslavia desaparece pero Croacia o Serbia
afirman alcanzar sus objetivos nacionales.

Sean cuales sean las causas de estos conflictos,
sí determinan un aspecto nuevo del panorama inter-
nacional. Los conflictos son internos a los Estados y
no entre ellos. ¿En qué sentido nuevo? Si no me falla
la memoria, en la Posguerra Fría se presentaron po-
cos conflictos interestatales: Perú y Ecuador repre-
sentan sólo un ejemplo. En contraste, hubo múltiples
conflictos intraestatales. ¿Pero es esto algo totalmen-
te novedoso? Creo que no. Durante toda la Guerra
Fría los conflictos intraestatales han sido más nume-
rosos que los conflictos interestatales. Lo que pasa-
ba es que el uso de estos conflictos en la pugna bipolar
les dotaba de un carácter internacional, les vinculaba
al enfrentamiento entre bloques. Angola fue campo
de enfrentamiento entre las superpotencias, pero era
una guerra civil. Hoy sigue habiendo una guerra civil
que el Gobierno parece ir ganando, pero ya no hay
enfrentamiento internacional.

En este repaso a algunos rasgos de ese nuevo
orden internacional, me gustaría resaltar que uno de
sus principales componentes es la homogeneidad.
Otro es precisamente todo lo contrario: la frac-
turación. ¿En qué sentido es un mundo más homo-
géneo? Obviamente, porque ha desaparecido el gran
desafío al orden liberal, el gran otro. Pero también
por la forma en que esto ha ocurrido: por bancarro-
ta. El socialismo real ha desaparecido no sólo como

formación social, sino como alternativa filosófica. Tam-
bién ha desaparecido el otro gran mito movilizador
de las conciencias de izquierda y progresistas de los
años setenta: lo que podríamos llamar el tercermun-
dismo. No hay más alternativas que la modernidad
liberal, ni en el campo de los mitos ni en el de los
discursos. Hay críticos, gracias a Dios, hay insatisfe-
chos, y sus críticas pueden ser certeras y aceradas,
pero no hay alternativas, por lo menos a la vista, ca-
paces de generar entusiasmos por encima de cultu-
ras locales.

Hoy existe un único horizonte normativo con el
que se está de acuerdo o en desacuerdo, pero que
es, sin duda, el punto de referencia de la discusión.
Este horizonte incluye estatalidad, democracia, dere-
chos humanos, mercado, etcétera. Aunque también
incluye conflictos que hoy están muy mal vistos –¡qué
diferencia con hace veinte años!– y excluye otras,
como las ilusiones y proyectos de grandes transfor-
maciones, el tomar el cielo por asalto, como, según
Marx, intentaron los comuneros parisinos de 1871.

Sin embargo, este mundo homogéneo es un
mundo muy fracturado. No me refiero a las fisuras
que señala el profesor Huntington, sino a las que
han señalado otros estudiosos, con menos audien-
cia y, todo hay que decirlo, menos oportunismo. Voy
a citar dos de esas descripciones.

J. M. Goldgeier y M. McFaul afirman la existen-
cia de una sociedad de grandes potencias unidas por
la interdependencia económica y por la homogenei-
zación política, de tal manera que puede descartarse
un escenario multipolar. Con el fin de la Guerra Fría,
el mundo se mueve más hacia un orden internacio-
nal, gobernado por la acción colectiva de las grandes
potencias, que hacia el equilibrio de poder. Los con-
flictos entre las grandes potencias serán habituales,
pero se dirimirán en los tribunales o en las salas de
reunión, no en los campos de batalla o en los cen-
tros de mando y control.

No obstante, esto no refuerza la tesis del fin de
la historia. En primer lugar, porque la tendencia hacia
la homogeneización ideológica y sistémica no sigue
una trayectoria lineal, sino que es un fenómeno con-
tingente “catalizado por el fin del comunismo”. En
segundo lugar, las normas compartidas no lo son
globalmente, sólo por el centro. Si esto es así, la teoría
clásica del realismo en relaciones internacionales ten-
drá poca capacidad para explicar el centro, donde
no habrá equilibrio de poder y proliferarán los acto-
res no estatales, pero seguirá pudiendo explicar, en
gran medida, el comportamiento de los Estados “den-
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1 Hinterland: Voz alemana con la que se designa al territorio que depende
económica y culturalmente de un centro comercial próximo. [N. del
E.].



tro de sistemas regionales situados fuera del centro
económico y político”.

Al respecto, Goldgeier y McFaul sostienen:

Estamos contando la historia de los dos mundos de
la política internacional en la era de la Posguerra Fría.
En el centro, la interdependencia económica, la
democracia política y las armas nucleares debilitan el
dilema de seguridad. Las grandes potencias no sufren
presiones para que se expandan. El resultado es una
relación acorde con el modelo liberal de relaciones
internacionales. Los conflictos no desaparecen, pero
no son resueltos militarmente. En la periferia, sin
embargo, no existe la disuasión absoluta [...] Co-
existen una variedad de regímenes políticos que van
desde las democracias a las monarquías; la
interdependencia entre los Estados de la periferia está
subordinada a la dependencia del centro. Hay
presiones hacia la expansión motivadas por la
búsqueda de la riqueza, por presiones demográficas
o de seguridad [...]. El realismo estructural puede
explicar los gobiernos regionales de seguridad en la
periferia.

El nuevo orden establecido entre los Estados
del centro, las normas, reglas y procedimientos que
implantó la hegemonía norteamericana, han sido
institucionalizados en regímenes multilaterales. Nin-
gún Estado o actor principal en el centro está intere-
sado en desmantelar el “sistema capitalista interna-
cional liberal” y las amenazas antisistémicas están en
retroceso.

En la periferia, el poder y la riqueza están toda-
vía en disputa. Las amenazas militares externas o in-
ternas continúan poniendo en peligro la existencia
de los Estados. La predictibilidad, que se basa en la
continuidad de normas y reglas, no existe, ya que
muchos sistemas regionales carecen de homogenei-
dad sistémica. Los líderes de la periferia se verán
obligados a acumular poder militar como forma de
supervivencia.

Se ha ido estableciendo una nueva relación en-
tre el centro y la periferia: la seguridad de uno y de
otra no están vinculadas, salvo en el caso de que
estén implicados el petróleo o materias primas de
interés estratégico. El centro no intervendrá en la
periferia, a menos que el suministro de petróleo, por
ejemplo, se vea amenazado o que las presiones de
los ciudadanos y medios de comunicación lo hagan
aconsejable.

Sin embargo, como profundizan Goldgeier y
McFaul:

los cambios tecnológicos, políticos y económicos no
han modificado las tradicionales relaciones entre los
Estados en la periferia. El deseo de muchos Estados

de la periferia de acercarse al centro para obtener
beneficios económicos puede inducir a la coopera-
ción más que al conflicto. Pero los vínculos tradicio-
nales entre la riqueza y el poder militar en la periferia,
la preocupación por consolidar la soberanía estatal
frente a las amenazas militares internas y externas, y
las continuas disputas fronterizas, fomentarán la po-
lítica de poder al viejo estilo entre los poderes regio-
nales.

Otro autor, Barry Buzan, en un artículo dedica-
do a las nuevas pautas de seguridad en el mundo de
la Posguerra Fría, propone otro modelo de centro–
periferia y descarta la denominación Tercer Mundo,
pues considera que no hay casi rasgos comunes en-
tre los países que se consideran parte de él. Por «cen-
tro» entiende “el núcleo de economías capitalistas
dominantes” y por «periferia» “un grupo de Estados
más débiles en términos industriales, financieros y
políticos que operan en un juego de relaciones, en
gran parte establecidas por el centro”; por «semipe-
riferia» entiende “un grupo de países más fuertes,
que aspiran a ser miembros del núcleo”.

Nuestro autor sostiene que entre los países del
centro no hay ni divisiones ideológicas importantes
ni un poder rival y, por tanto, el orden del día de la
seguridad no estará dominado por temas político–
militares. El rasgo dominante de la Posguerra Fría es
la existencia de una comunidad de seguridad entre
los grandes centros del poder capitalista. Propone el
uso del término «grandes potencias» al estilo de las
de antes de 1945, y considera que en sus relaciones
no se incluye el uso de la fuerza militar.

Buzan habla de una sociedad internacional cuya
gestación es, en parte, comunidad; es decir, surge de
la sociedad europea y luego occidental, desarrollán-
dose mediante vínculos comunes de valores, expe-
riencias e identidades; y, en parte, sociedad, esto es,
construida y contractual. Es también una sociedad que
tiene un centro –occidental– muy desarrollado y muy
entretejido por regímenes, legislación, valores, sec-
tores y periferias concéntricas. La sociedad global
poscolonial sería multicultural y se estructuraría en “cír-
culos concéntricos de compromiso con la sociedad
internacional”, siendo los Estados parias, el círculo ex-
terior.

He aquí dos descripciones del orden de la Pos-
guerra Fría que nos hablan de un mundo fracturado,
a pesar o, quizá, gracias a la globalización.

Destacaré un último aspecto de este nuevo or-
den mundial. Por encima de los roces y las diferen-
cias, los países occidentales desarrollados son los gran-
des impulsores de ese horizonte moral, y podríamos
decir que actúan en las relaciones internacionales co-
mo un protagonista único. Si podemos definir el po-
der acudiendo a las metáforas del marco y de la pa-
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lanca, podríamos argumentar que la fuerza de ese
protagonista colectivo radica en que ha establecido
el marco, el vocabulario y la agenda de la discusión;
entendiéndose por éstas el horizonte moral, los tér-
minos a usar y el orden del día. Por más que se resis-
ta, el Primer Ministro chino tiene que viajar a Estados
Unidos a discutir, en los términos de Occidente, so-
bre los temas que interesan a Occidente –las inver-
siones en China, por ejemplo–, y ha de soportar un
rapapolvo por su particular forma de entender los
Derechos Humanos.

Si pensamos en Estados más débiles que Chi-
na, como es el caso de los africanos –no me atrevo
a hablar por desconocimiento sobre los Estados lati-
noamericanos–, vemos cómo en las reuniones en-
tre los países occidentales y los ministros africanos,
estos últimos asienten y firman. Porque también Oc-
cidente ejerce su poder como palanca, forzando a
otros a hacer lo que no quieren. Esta palanca no es
tan efectiva en unos casos como en otros, pero exis-
te y funciona. En el caso de China, con efectos len-
tos y renuentes. En el caso de los estados africanos,
la palanca de la condicionalidad política de la ayuda
tiene efectos inmediatos, incluso mágicos: convierte
en pocos meses a dictadores en demócratas de toda
la vida. Claro que como los efectos de la palanca no
pueden siempre ser perfectos, los países dominan-
tes a veces, y sólo a veces, declaran que determina-
das elecciones más o menos fraudulentas han sido
fair and free, limpias y libres, si hay otros intereses
en juego.

Retos

Podríamos aventurar una proposición: las épocas his-
tóricas en las que el orden mundial es estable y firme
son épocas de complacencia moral, épocas en las
que las conciencias no deben enfrentarse a agudos
dilemas morales, épocas en las que las certezas po-
líticas, sociales e intelectuales no se ven corroídas o
desafiadas. En etapas en las que los principios de le-
gitimidad están asentados, los principios de obliga-
ción política se dan tan por supuesto, que nunca se
habla de ellos y tales periodos aparecen ante la pos-
teridad como superficiales y farisaicos; por el contra-
rio, en tiempos de revuelta, estos principios son tan
centrales que están constantemente en la boca de
todos.

Ciertamente sería esquemático y determinista
vincular los desarrollos intelectuales –el desinterés
por la filosofía política o por el discurso normativo o
su revitalización– exclusivamente a los flujos de los
acontecimientos en la vida política. Hay una historia
intelectual con su propia lógica y su propia dinámica,
con su propia sucesión de periodos de ciencia nor-
mal y periodos de cambio paradigmático. Pero si

aceptamos que la revitalización de las reflexiones ma-
nifestadas en el mundo anglosajón, sobre la «guerra
justa» tuvieron mucho que ver con el predicamento
de algunos intelectuales a quienes les urgía condenar
la guerra de Vietnam y apoyar la de los Seis Días,
como el caso de M. Walzer, podemos afirmar que el
fin de la Guerra Fría –que abre nuevas posibilidades
de acción y ha generado nuevos conflictos, salvo que
uno se alinee con la tesis de F. Fukuyama–, puede
suponer el fin de muchas complacencias morales.

En los años noventa los principios de legitimi-
dad no parecen tan firmes como hace tiempo: la sa-
cralidad del Estado-nación, el principio de no injerencia,
los deberes y derechos de Estados, estadistas y ciu-
dadanos, con más o menos nivel de finura intelec-
tual, están en la boca de todos. El diseño de un nuevo
orden mundial conlleva necesariamente una discu-
sión ético–normativa –sobre lo justo y lo injusto, so-
bre qué valores tienen precedencia, sobre derechos
y deberes–,  puesto que como veremos más abajo,
el poder –la correlación de fuerzas que necesaria-
mente subyacerá a los principios formales de ese or-
den– no podrá legitimarse, por sí sólo, sin justificar
por qué ése es el mejor de los mundos posibles.
Nuestro primer reto es, por tanto, zambullirnos en
la discusión ético–normativa sobre el nuevo orden
mundial.

Vuelvo ahora al tema de la legitimación del po-
der. Como ya hemos visto, el poder no se legitima
sólo con la fuerza. Y ningún poder puede mantener-
se indefinidamente sin una legitimidad, ya la enten-
damos en términos de hegemonía gramsciana o en
términos de falsa conciencia de los oprimidos. O, como
lo entiende D. Beetham, en términos de una visión
compartida por poderosos y desposeídos del dere-
cho a ejercer el poder como tal, y de que éste se
encargue de proporcionar los bienes –orden, bien-
estar, justicia, en el ámbito interno; orden, estabili-
dad, protección, en el ámbito internacional– que
justifiquen su jerarquía. Y si el poder debe legimiti-
marse ante sus súbditos, y debe hacerlo argumen-
tando su derecho a ejercer de tal y su capacidad de
proporcionar los bienes –materiales y espirituales–
que aquellos esperan, el discurso es imprescindible,
es el significante de tal justificación. De la misma ma-
nera, aquellos que quieran desafiar a ese poder, trans-
formarlo o derrocarlo, empezarán su labor por un
discurso que niegue su idea del derecho y su idea
del bien. ¿Cuál es el derecho que el poder reclama?
Y en realidad, ¿qué es un derecho?, ¿qué bienes ne-
cesitamos y cómo se distribuyen?, ¿la justicia es  equi-
dad, imparcialidad o jerarquía?, ¿debe el orden pre-
ceder a la justicia o ésta al orden? Y si el poder no es
legítimo, ¿qué medios nos están permitidos para de-
rrocarle? Sean cuales fueren las preguntas, la justifi-
cación del orden y su descalificación son materias



del discurso y, en última instancia, de argumentos
éticos. He aquí un segundo reto que debemos dis-
cutir: la legitimidad de ese nuevo poder, de esa nue-
va correlación de fuerzas mundiales.

Hoy podemos observar que algunos temas es-
tán en discusión. Ya hemos mencionado que se ha-
bla mucho de la crisis del Estado–nación. Bien, puede
ser que la misma concepción del Estado–nación sea
uno de los temas a discutir. Mi postura al respecto es
paradójica, puesto que, por un lado, considero al Es-
tado moderno como la fuente de muchos males y
creo que su asentamiento ha sido la sacralización de
una contingencia, de una herencia dinástica, de unas
fronteras arbitrarias a las que damos un profundo sig-
nificado moral. Como decía Rosseau, hemos puesto
tanto empeño para crear la armonía entre nosotros
que nos hemos hecho enemigos del resto de la huma-
nidad. Sacralizando el Estado–nación, por ejemplo,
abrimos paso a la guerra y cerramos el paso a una
justicia distributiva internacional.

Aunque por otro lado, el Estado es la única de-
fensa que tenemos contra las fuerzas incontroladas
del mercado y lo público es un vehículo de justicia
amenazado por las privatizaciones.

El principio de soberanía y el de intervención
también están sobre el tapete. La discusión es am-
plia y rica y no podemos reproducirla aquí, sólo re-
señar que ella se debate sobre valores fundamentales
–como el valor de la humanidad frente al valor de la
comunidad– y que se complica aún más cuando se
baja al terreno político y uno se pregunta: Si admitimos
el derecho a intervenir para proteger los derechos hu-
manos, ¿quién intervendrá? Y si debilitamos el princi-
pio de soberanía, ¿quién sufrirá las consecuencias?, pues
es improbable que Panamá intervenga en Estados Uni-
dos y bastante probable que suceda al revés.

Otro tema, otro reto es el del principio de au-
todeterminación. A todos nos asusta que el mundo
se parcele en Estados cada vez más pequeños, que
serían, en principio, más incapaces de resistir a las
fuerzas incontrolables del mercado. Además, la ex-
periencia enseña que son más las secesiones que aca-
rrean derramamiento de sangre que las que se
realizan de forma pacífica. ¿Pero con qué derecho,
Yo, español, miembro de una nacionalidad satisfe-
cha, puedo negar a otros el derecho –el mismo que
nosotros ejercemos– a la mítica congruencia entre
Estado y Nación?

Un último reto, aunque se sitúa casi más en el
de las tareas. ¿Por qué es la guerra la gran preocupa-
ción de los teóricos de las relaciones internaciona-
les? ¿Por qué no el hambre? ¿Por qué elegimos como
blanco de nuestro estudio uno de los siete jinetes
del Apocalipsis y no a otros? ¿Por qué son tan esca-
sos en nuestras filas los argumentos que abogan por
una justicia distributiva internacional?

Tareas

Cuando era mucho más joven me enteré que mien-
tras el hambre en el mundo era una realidad palpa-
ble y extendida, en Canadá, creo recordar, se arrojaba
el trigo sobrante al mar, para no poner en peligro los
precios mundiales del grano. Aquello me convenció
de la irracionalidad de este mundo, de la contradic-
ción en los discursos que hablaban de una humani-
dad común, pero que sacrificaban esa hermandad
en función de los precios del mercado.

En este aspecto, el mundo no ha cambiado
substancialmente. Sí ha cambiado en que, gracias a
la CNN –otro aspecto de la globalización–, podemos
ver el espectáculo del hambre en directo mientras
cenamos en nuestras casas. A eso lo llamó el escri-
tor inglés C.P. Snow la infamia definitiva. Lo que no
vemos por televisión es la destrucción de los pro-
ductos alimentarios excedentes.

Como ciudadanos, creo que semejante situa-
ción, como otras tantas de igual y palpable injusticia,
nos obligan a asumir algunas tareas. Lo que no soy
capaz de decir es cuáles. Cierto que el medio inter-
nacional es un ámbito poco propicio para la acción
de los ciudadanos. También pienso que si no se me
ocurre ninguna tarea clara, debo pararme a reflexio-
nar, a pesar de que, como se dice vulgarmente, el
tiempo vuela. Pero me argumento a mí mismo que si
Marx dejó la vida pública activa y se retiró a estudiar
y a escribir El Capital, quizá pararse a reflexionar no
sea tan mala idea. Quizás incluso sea mejor idea que
dar palos de ciego o actuar mediante concepciones
de épocas pasadas.

Y aquí se produce una feliz coincidencia. Por-
que como estudioso de las relaciones internaciona-
les es necesario que arrime el hombro a la tarea de
que los internacionalistas dejemos de ser lo que Kant
decía, al referirse a los clásicos del derecho interna-
cional del siglo XVIII, que eran: tristes consoladores
que intentaban encauzar la guerra cuando ésta era el
mal absoluto. Como sostiene un colega británico,
Ken Booth, los internacionalistas hemos sido duran-
te demasiado tiempo terapeutas de los capitanes de
los barcos negreros, racionalizadores de la inhuma-
nidad de la disuasión nuclear, justificadores de deter-
minadas razones de Estado...

Bien, ya es hora que empujemos la disciplina de
las relaciones internacionales, que la saquemos de la
pobreza y de la sequedad ética, del atasco episte-
mológico del positivismo desmedido y la pongamos
a trabajar sobre los retos antes mencionados.

Así el estudioso y el ciudadano podrán caminar
por la misma senda. Hacia dónde y durante cuánto
tiempo es algo que no me atrevo a predecir.
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l asunto central del presente escrito es la exposición de aquellos antece-
dentes de orden histórico que, según nuestra perspectiva de análisis, ex-
plican, de alguna manera, gran parte del comportamiento político–electoral
de la población ubicada en la región de Orizaba, fundamentalmente en la
elección de sus representantes a gobiernos municipales, así como de otros
puestos de representación popular, como diputaciones.

Lo que afirmamos es que el pasado inmediato de la población, en el
cual las organizaciones sindicales y los respectivos liderazgos penetraron
los diferentes poros de la sociedad regional, ha sido fundamental acerca
de cómo se expresa la cultura política de gran parte del electorado. En la
región de Orizaba, durante mucho tiempo –más de cuarenta años en el
caso específico de la ciudad de Orizaba– predominaron formas de con-
trol autoritario sobre los trabajadores asalariados, situación que, por otra
parte, no se limitaba a los espacios reducidos de la fábrica, sino que se
extendía al conjunto de la sociedad a través del llamado poder obrero. Este
poder representaba la presencia hegemónica de los liderazgos obreros
en puestos de elección popular, básicamente en los municipios.

Esta realidad socio–política regional vive una crisis interna que coinci-
de con las elecciones de 1988, que se refleja en una quiebra del voto
corporativo expresado en el triunfo electoral de otras fuerzas partidistas,
fundamentalmente del Partido Acción Nacional (PAN). La pregunta es: ¿por
qué el PAN tiene una presencia indiscutible en la gran mayoría de los muni-
cipios que componen el corredor industrial del Golfo, espacio donde existe
una clase obrera heredera de distintas tradiciones de lucha?

/Joel Reyes Hernández*

E

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

  * Ponencia presentada en el coloquio Veracruz: elecciones en cuatro tiempos, organizado por el Instituto
de Investigaciones Histórico–Sociales, Universidad Veracruzana, julio de 1997.

Orizaba:
de la CROM al PAN



Sin lugar a dudas, en cada uno de los municipios
es posible encontrar indicadores que con distinto
peso inciden sobre el problema. Por nuestra parte
nos limitaremos a abordar el caso específico de la
realidad regional de Orizaba, ya que contamos con
una investigación particular sobre el asunto. La ex-
posición abordará, como primera parte, un resumen
de los antecedentes de orden histórico sobre la re-
lación entre dirigentes y dirigidos, así como la pre-
sencia de la burocracia sindical en los poderes locales,
para enseguida plantear algunas reflexiones sobre la
situación actual respecto de los resultados registra-
dos a nivel del comportamiento electoral.

Desde el punto de vista geográfico, la región de
Orizaba se localiza en la zona central del Estado de
Veracruz, lugar de asentamiento de ciudades tan im-
portantes como Orizaba, Córdoba, Xalapa y el Puer-
to de Veracruz. A diferencia de las zonas norte y sur
del Estado, cuyo desarrollo regional está vinculado a
la extracción y producción de petróleo y materias
primas agropecuarias, la parte central tiene una ma-
yor diversificación de su planta industrial que com-
prende desde la industria: azucarera, cervecera y
textil, propio de las primeras etapas de industrializa-
ción en el Estado, hasta las actuales industrias side-
rúrgica, metalúrgica, metalmecánica, naval y química.

Usamos como sinónimos los conceptos de
zona, región, valle o planta industrial de Orizaba,
espacio socio–demográfico que comprende los mu-
nicipios de: Ixtaczoquitlán, Orizaba, Río Blanco, No-
gales y Ciudad Mendoza. Aunque existen diferencias
evidentes entre estos municipios, aparecen como un
todo articulado a través de la antigua carretera a Méxi-
co, hecho que a momentos borra la posible frontera
entre un municipio y otro. En general, de acuerdo
con los proyectos industrializadores gubernamenta-
les, dicho corredor industrial abarca tres municipios:
Orizaba, Ixtaczoquitlán y Córdoba. Sin embargo, a
pesar de su cercanía, esta última ciudad presenta ca-
racterísticas diferentes en su planta industrial instala-
da –básicamente pequeña y mediana industria–, así
como de sus tradiciones laborales. En suma, queda
delimitada para nosotros la llamada zona Orizaba a
partir de los cinco municipios citados, excluyendo la
ciudad de Córdoba.

Ahora procederemos a analizar algunos elemen-
tos característicos del corredor industrial ya delimi-
tado: actividad productiva a que se dedican las
principales industrias de la región, el número de tra-
bajadores y la pertenencia de los mismos a una de
las tres centrales obreras existentes en la zona: CROM,
CTM y CROC.

Lo primero que se observa es que en los muni-
cipios de Orizaba, Río Blanco, Nogales y Ciudad
Mendoza la industria textil y de bebidas sigue mante-
niendo una presencia indiscutible, con un total de

seis establecimientos, con antecedentes en la zona
desde finales del siglo XIX. Clasificadas como indus-
trias no dinámicas, absorben cerca del 60% de la
fuerza de trabajo de la región.

A diferencia de los municipios anteriores vincu-
lados entre sí productivamente, en Ixtaczoquitlán en-
contraremos que, a partir de 1943, se han instalado
diversas industrias, cuya característica común es re-
flejar en gran parte los resultados de la política llama-
da «de sustitución de importaciones» con empresas
tales como la cementera, la papelera, la química y
otras.

Ixtaczoquitlán se ha convertido en el lugar de
asentamiento y expansión de pequeñas y grandes
empresas de la región, gracias a sus 250 hectáreas
destinadas a tal propósito y a la existencia de comu-
nicaciones, energéticos y recursos hidráulicos.

La división de la industria en vieja y nueva ra-
mas, que coexisten, delimitadas temporalmente, nos
sirve de pretexto para hablar de lo que nosotros lla-
mamos geografía del poder sindical y que plantea-
mos por medio de la pregunta siguiente: ¿quién es
quién dentro del reparto del poder y control sindical
en la zona industrial citada, hasta antes de la crisis de
1988?

Se reconoce la presencia hegemónica de la CTM

en el plano nacional, quedando en segundo lugar
otras centrales obreras, como la CROM y la CROC. Sin
embargo, esta situación nacional no se reflejaba en
el plano regional del Valle de Orizaba: de 1918 hasta
finales de los años cuarenta, prevaleció la hegemo-
nía y poderío de la CROM; sin embargo, a pesar de su
desmoronamiento a partir de 1928, con motivo del
asesinato de Obregón, tanto la región de Orizaba
como de Puebla se mantuvieron fieles dentro de las
filas del moronismo. Esta situación explica la débil
inserción de la CTM en la zona, ya que, en el momen-
to de su llegada (1938), pretendió disputarle la titula-
ridad de la fábrica textil de Cocolapan a la CROM.
Hecho que devino en actos sangrientos, en los que
tuvo que intervenir directamente el general Cárde-
nas, con cuyo respaldo la CTM logró obtener el triun-
fo deseado; con todo, éste se tornó en un evento
aislado, que impidió toda posibilidad de expansión
ante la hostilidad y fuerza real de la CROM. El tiem-
po histórico de la CTM estará marcado por las nue-
vas industrias que se van instalando en el Municipio
de Ixtaczoquitlán, el cual, al estar dedicado a las
actividades agropecuarias, pierde poder frente a los
demás.

La segunda central obrera en importancia, cro-
nológicamente hablando, fue la CROC, desde 1952
hasta 1988. Curiosamente, la corriente moronista
de la zona dio origen a la CROC. Una vez fuera del
escenario político la figura de Morones, comenzó
una lucha interna por obtener el control político de
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la CROM, sobre todo entre los líderes sindicales
poblanos (Grupo Atlixco) y los orizabeños. El resul-
tado final de esta contienda será el desplazamiento
de estos últimos, al quedar la dirección en manos de
Antonio J. Hernández, líder sindical poblano. Esta
derrota obligó a la fracción orizabeña, dirigida por
Eucario León, a buscar nuevos caminos organizativos.
Así, en 1944, se formó en la región la llamada Alian-
za de Sindicatos Obreros y Campesinos de la Repú-
blica Mexicana y luego, el 21 de julio de 1945, se
fundó la Confederación Nacional de Trabajadores
(CNT) junto con otras organizaciones de Puebla, en
el Distrito Federal y Oaxaca. La CNT va a ser una de
las cuatro centrales obreras que, en 1952, bajo el
gobierno de Ruiz Cortines, dará origen a la Confe-
deración Revolucionaria de Obreros y Campesinos
(CROC).

Se pueden señalar algunos momentos clave de
lo que sería el proceso de debilitamiento y casi ex-
tinción del poderío sindical croquista en la zona. El

primero se sitúa a partir de 1978, cuando se des-
prende de su organización el sindicato de papeleros
de Kimberly Clark, para afiliarse a la CTM.

Un segundo movimiento de grandes propor-
ciones fue emprendido por los obreros textiles de
Río Blanco, en 1982. Una Comisión Fiscalizadora
denunció un cuantioso fraude realizado por el Co-
mité Ejecutivo. El desfalco se cometió en contra de
la línea de autobuses 7 de Enero, propiedad de los
trabajadores, quienes expulsaron definitivamente a
Mario Martínez Déctor –su asesor permanente– y
nombraron un nuevo Comité elegido por la base.
Aunque no cambiaron de central obrera, los traba-
jadores marcaron el deseo de manejar en forma in-
dependiente y autónoma su organización sindical.

Por último, se encuentra el movimiento exito-
so de los trabajadores cerveceros, quienes, en un
primer momento, lograron el derrocamiento del
Comité Ejecutivo y la expulsión del jerarca Da-
niel Sierra Rivera, eterno líder y asesor general



del Sindicato de Obreros Artesanos de la Indus-
tria Cervecera (SOAIC). Este desenlace lo provocó
el cambio de los trabajadores a la central CTM, de-
jando a la CROC regional sin una base social, eco-
nómica y política fuerte.

En estos momentos, el panorama de la com-
posición de las fuerzas sindicales regionales ya es di-
ferente. Los sindicatos más importantes que se
desprendieron de las filas croquistas los fue absorbien-
do la CTM local, que es la más fuerte de la región en
términos políticos. Su atractivo consistió en dejar már-
genes de libertad entre los trabajadores para que
atendieran su propia organización; sin embargo, no
existe comparación con el poder acumulado que de-
tentó la CROC, su antecesora. Esto se explica de al-
gún modo por el rechazo de la población al evaluar
los resultados de los gobiernos municipales, en ma-
nos de representantes obreros. En segundo lugar,
aparece la CROM, donde después de la sustitución de
Raúl Rodríguez Feria, comenzaron a aparecer can-
didatos que no vienen directamente de la central o-
brera, sino de sectores populares del PRI. En tercer
lugar, quedaría la CROC, con una fuerza política redu-
cida casi a nada.

Consideramos necesario aportar algunos datos
generales acerca de qué era, desde el punto de vista
organizativo, la CROC en Orizaba y cuáles eran sus
métodos de control sobre los trabajadores, lo cual
es importante por su repercusión sobre gran parte
de la realidad socio–política regional.

Históricamente, se había desarrollado en la zona,
desde la época del auge cromista, una forma de con-
trol obrero que pudiéramos calificar de autoritaria y
represiva, cuya última heredera directa fue la CROC.
Se tiene noticia de que antes de la fundación de la
CROC nacional, en la Cervecería Moctezuma se for-
mó una organización de trabajadores: el Grupo Orien-
tación, de clara inspiración cromista, cuyos objetivos
eran la toma del poder y la democratización de la
vida sindical. Por diferentes medios, el grupo lide-
reado por Daniel Sierra Rivera se apoderó de la di-
rección, desviándolo de sus propósitos originales. Su
primera acción de fuerza fue aplicar, salpicada con
hechos de violencia, la famosa cláusula de exclusión
–arma favorita entre los líderes sindicales para des-
hacerse de la oposición– a cerca de 500 trabajado-
res. Testimonio de esa época, la llamada Sociedad
Civil de Ex–trabajadores de la Cervecería Moctezu-
ma, S. A., aglutinó a jubilados y pensionados separa-
dos injustamente de su trabajo, según reza la denuncia
sobre la malversación de fondos en la construcción
del edificio sindical y otros de interés obrero.

A partir del Grupo Orientación, y pertrechados
en la fábrica económicamente más grande y pode-
rosa de la región, se empezó a crear el temido im-
perio croquista, que poco a poco se introdujo en

todos los poros de la sociedad civil, al grado de que,
desde su seno, se tomaban las decisiones fundamen-
tales para la comunidad. Tal afirmación parece exa-
gerada, pero debemos tomar en cuenta que hasta el
momento no existía en la zona una empresa que
sumara, con sus tres turnos, aproximadamente 7,000
trabajadores, y que, con tales condiciones de poder
y control obrero, el gobierno estatal consciente que
la CROC regional ocupara un papel relevante en la
política local: Daniel Sierra Rivera fue tres veces Pre-
sidente Municipal de Orizaba y Diputado en dos oca-
siones. Dichos puestos políticos se vinieron a sumar
al patrimonio de esta central obrera, de tal manera
que casi siempre estuvo presente en los momentos
clave de elección oficial de candidatos a nivel estatal
y federal.

¿Cómo funcionaba el Grupo Orientación? Por una
parte, mantenía un verdadero aparato de vigilancia
que operaba sobre los trabajadores dentro y fuera
de la fábrica, con el fin de detectar todo comentario
adverso a la política sindical, a través de otros traba-
jadores, llamados por sus compañeros perros de oreja.
A la posible disidencia, se le decretaban suspensio-
nes temporales o la aplicación de la cláusula de ex-
clusión. Las asambleas sindicales se convertían en
reuniones de tipo formal, ya que los delegados de-
partamentales informaban previamente sobre su con-
tenido a los trabajadores. Ante un medio hostil para
los obreros y con la amenaza del despido de por
medio, la mayoría guardaba un disciplinado silencio.
Cuando se presentaban épocas de elección del Co-
mité Ejecutivo, la participación del trabajador consis-
tía en llenar una papeleta en blanco con su número
de ficha como trabajador y los nombres de la planilla
por la cual «votaba», que previamente le habían en-
tregado miembros del sindicato. A quien faltase a ese
supuesto ejercicio de democracia directa, lo suspen-
dían por tres días.

Los antecedentes de la crisis de la CROC pueden
señalarse a partir de los siguientes hechos:

a) el cambio de los trabajadores papeleros de
Kimberly Clark, de la CROC a la CTM, en el año de
1978;

b) el derrocamiento del líder sindical Mario
Martínez Déctor, en 1982, por los obreros textiles
de Río Blanco;

c) la crisis económica de la Cervecería Mocte-
zuma, que desembocó en la compra de la misma
por parte de los empresarios del Grupo VISA de
Monterrey.

Ya apuntamos que la CROC basaba su hegemo-
nía a partir del control de la Cervecería Moctezuma
y la fábrica textil de Río Blanco. Cuando en 1968
inició sus actividades la empresa papelera Kimberly
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Clark en Ixtaczoquitlán y la titularidad del contrato
colectivo quedó en manos de la CROC, el poder de
dicha central aumentó con el ingreso de más de mil
trabajadores.

Explicar en detalle el proceso por el cual los tra-
bajadores lograron liberarse del yugo croquista re-
basa los límites del presente trabajo. Sólo diremos que
la aplicación estricta del conocido modelo de con-
trol obrero, por parte de los asesores sindicales, ge-
neró un clima de descontento utilizado por un grupo
de obreros organizados bajo el liderazgo de Ángel
Mejía Granados, quien después de varias batallas, lo-
gró desafiliar a la organización sindical de la CROC e
ingresar, en 1978, a la CTM.

En 1982, estalló un movimiento por parte de
los trabajadores textiles de Río Blanco, donde, ade-
más de defender la decisión de elegir democrática-
mente a sus representantes, se expulsó al líder sindical
Mario Martínez Déctor, acusado de cometer cuan-
tiosos fraudes en contra de la organización sindical.
La derrota de este líder representó un duro golpe
para la CROC regional. Los trabajadores no decidie-
ron independizarse de dicha central; pero, al pro-
fundizar en su lucha, inyectaron a la zona nuevos bríos
en favor de la democracia sindical.

El tercer elemento, que en principio no corres-
ponde a una acción por parte de los trabajadores, lo
representa el proceso reestructurador que llevó a
cabo el Grupo VISA de Monterrey como nuevo due-
ño de la empresa Moctezuma. Los cambios tuvie-
ron efecto en el nuevo trato entre empresa y
sindicato. El SOAIC se encontró con una patronal que
prácticamente prescindía de sus servicios en la tarea
de controlar a los trabajadores por métodos coerci-
tivos. Incluso le manifestó de muchas maneras que
la empresa no estaba dispuesta a soportar la existen-
cia de un poder paralelo dentro de la fábrica. Por
ello, no sorprende el desenlace que tuvo como an-
tecedente un movimiento de trabajadores descon-
tentos, realizado del 15 al 22 de junio de 1988, donde
se desconoció a los integrantes del Comité Ejecuti-
vo y a su asesor Daniel Sierra Rivera.

¿Cuáles son los efectos, en el mediano plazo,
que pueden registrarse dentro del comportamiento
político–electoral de la población, teniendo en cuenta
el proceso de liberación que vive uno de sus secto-
res básicos, representado por los trabajadores indus-
triales de la región?

Sin duda, la presencia de variables tan impor-
tantes como la crisis y sus efectos en el empleo, así
como el despido de trabajadores motivado por efec-
tos de la reestructuración productiva, han termina-
do por provocar la fragmentación de los trabajado-
res como fuerza política. De hecho, los ha colocado
en una situación defensiva frente a los embates del
capital. A nivel organizativo, sus liderazgos conti-

núan manteniéndose dentro de la práctica que no
rebasa la concepción de un sindicato de la circu-
lación, esto es, sus preocupaciones centrales tie-
nen que ver con demandas de mejora económi-
ca y muy poco sobre condiciones de trabajo y,
mucho menos, de llegar a intervenir con propues-
tas alternativas a la introducción de nuevas tecnologías.

Incluso, puede afirmarse que existe un retroce-
so en cuanto a la seguridad en el empleo y respecto
a las formas de contratación de la fuerza de trabajo.
Por ejemplo, en la fábrica textil de Río Blanco se ha
introducido como modalidad la contratación de fuer-
za de trabajo femenina, teniendo en cuenta su con-
trol y la poca experiencia organizativa que posee;
además, una gran cantidad de trabajadores tiene con-
tratos de 30 días, con la intención de que no acumu-
lar antigüedad.

Se observa un cambio cualitativo, al comparar
las nuevas generaciones con las anteriores. Ya no exis-
te una fuerte identidad que los defina frente al capi-
tal. Los nuevos trabajadores no sienten una continui-
dad entre las distintas generaciones y, por lo mismo,
no consideran el legado histórico un producto cultu-
ral que pudiera servirles como punto de partida para
enfrentar a la patronal. Para ellos, la presencia en la
fábrica obedece a razones de obligatoriedad, a partir
de que prácticamente fueron empujados por la crisis
a resolver un asunto de sobrevivencia personal. An-
teriormente, ser trabajador, pertenecer a la clase
obrera, representaba un orgullo acompañado por
un reconocimiento social. Regularmente, el futuro
trabajador atravesaba, como parte de un proceso
de socialización, de la escuela textil nocturna a la fá-
brica, o viceversa. El asunto es que dentro de esta
lógica de reconocimiento de status, el obrero parti-
cipaba colectivamente en la construcción de un no-
sotros identitario.

El patrimonio sindical en manos de su burocra-
cia terminó en manejos poblados de corrupción, de
tal manera que, actualmente, muchos de los viejos
edificios son alquilados o vendidos a particulares. En
medio de una situación de vacío de poder y la falta
de proyecto político, gran parte de la memoria co-
lectiva de los trabajadores ha terminado en la basu-
ra, al denunciarse cómo se han tirado archivos, libros,
documentos, etcétera.

Todo esto ha sido provocado por la carencia,
de parte de los trabajadores, de un proyecto alter-
nativo que tuviera en cuenta no sólo la expulsión de
la burocracia sindical, sino, además, la reorganiza-
ción política, sindical y cultural de los intereses obre-
ros. Muchos trabajadores han manifestado que no
se interesan por la política, imaginándola más como
una práctica cupular, un quehacer propio de la élite,
que como una participación colectiva a través de or-
ganizaciones sindicales.



De hecho, con la expulsión del aparato buro-
crático no llegó la democracia como ejercicio coti-
diano entre los trabajadores de base. En Ciudad
Mendoza, la presencia del Movimiento Obrero In-
dependiente (MOI) sirvió para radicalizar a los traba-
jadores en su propósito de librarse de los líderes
eternizados en los puestos sindicales. Al final, se que-
dó aislado con una propuesta que no fructificó.

Habría que anotar que el desarrollo socio–de-
mográfico de los municipios señalados muestra un
aumento de población joven, fundamentalmente de
grupos medios. Esto plantea una realidad distinta res-
pecto al comportamiento electoral de la población.
Los trabajadores ahora aparecen reducidos al mun-
do de la fábrica y se expresan como votantes bajo la
concepción general de ciudadanos. En ese sentido,
la presencia del PAN, con su política ciudadana, con-
traria a una concepción corporativista, ha surgido
como una alternativa viable. Sin embargo, habría que
aclarar que, en la mayoría de los municipios com-
prendidos en el presente análisis, el partido domi-
nante (PRI) no tenía vida propia, ya que era un apén-
dice de las organizaciones obreras y, en especial, de
los líderes. Esta franca debilidad lo convierte en un
flaco opositor ante una fuerza política mayormente
estructurada, como es el PAN. Por otra parte, la opo-
sición de izquierda estuvo compuesta por grupos mi-
noritarios de trabajadores, artesanos e intelectuales,
en los cuales se ha advertido la ausencia de la clase
obrera industrial. Actualmente, la oposición se com-
pone de grupos que se desprenden del PRI, estable-
ciendo en ocasiones alianzas con parte de la vieja
izquierda.

Ciudad Mendoza ha sido el único municipio
donde la disputa por el poder se ha desarrollado entre
dos partidos: el PRI y el PRD. Este último tiene como
antecedente haber sido formado por ex–priístas y
por grupos de izquierda. En el trienio 1994–1997
llegó al poder el PRD. Este triunfo es significativo, en
el sentido de que rompe el mecanismo tradicional
de alternancia de poder, impuesto por líderes de la
burocracia sindical, que consistía en que, entre un
trienio y otro, se alternaban la presidencia municipal
y la diputación local. En 1997, perdió la presidencia
municipal el PRD y llegó el PRI, sólo que ahora lo re-
presenta la Línea de Autobuses de Choferes y Co-
bradores, un grupo social que siempre había estado
marginado.

La aceptación del PRI obedece al desarrollo de
una política que les ha dado resultado para sus propó-
sitos electorales, que consiste en llevar adelante una
política popular entre diversos sectores de la pobla-
ción, a partir del poderío económico de la agrupación.

Nogales ha sido uno de los últimos municipios
donde el PAN ha obtenido el poder. Anteriormente,
había ganado el PRI, ya que su candidato se apoyaba

en la población rural y en el voto pasivo evangélico.
Río Blanco cuenta con una administración pa-

nista. Tanto en Nogales como en este municipio, los
candidatos no pertenecen a la iniciativa privada. Los
candidatos han sido personas desplazadas del sector
obrero: uno jubilado y otro despedido. La lucha par-
tidaria ha sido entre el PRI–PAN–PRD y el Verde
Ecologista. La mayoría, excepto los del PAN, tiene un
pasado priísta.

Orizaba, la ciudad con mayores niveles de ur-
banización, ha registrado el triunfo del PAN en dos
ocasiones. La iniciativa local logró su presencia a tra-
vés de los candidatos. La oposición, encabezada por
el PRD, apenas ha obtenido una regiduría de un total
de diez, demostrando su escaso poder. Ixtaczoquitlán
tiene una población eminentemente rural, donde el
priísmo mantiene una fuerza política importante; sin
embargo, el hecho de que exista una planta indus-
trial de la que fluyen recursos para el municipio, ha
influido determinantemente en la recomposición de
la élite política. En las elecciones recientes, ganó el
PAN de una manera apretada. Tal parece que la pre-
sencia de trabajadores industriales en las unidades
habitacionales del municipio le ha dado un nuevo giro
a la política local.

Al entrevistar a la población, encontramos que
en su opinión la preferencia sobre el PAN obedece a
la idea de un manejo honesto de los presupuestos
municipales. En sí, representa un rechazo a la co-
rrupción de gran parte de los gobiernos presididos
por la burocracia sindical. Por otro lado, les interesa
la atención dedicada a los problemas concretos que
atraviesa su comunidad. En este caso, el PAN ha de-
mostrado mayor eficacia para atender sus deman-
das. Llama la atención que muy pocas personas
manifestaran su asistencia a las reuniones de Cabildo
abierto con la intención de exponer sus problemas y
puntos de vista sobre algunos asuntos de la comuni-
dad. Habría que destacar que el PAN no realiza nin-
gún tipo de movilización popular, salvo en el caso de
Ciudad Mendoza, donde la experiencia del Parlamen-
to Democrático fue una manera de movilizar a la
población para que participara en el diseño de la
política municipal.

En suma, el panorama político regional muestra
el ascenso del PAN como una organización partidaria
alternativa al PRI, anteriormente apoyado en el voto
corporativo de la burocracia obrera, actor fundamen-
tal en las decisiones de la sociedad. Por el momento,
la tendencia bipartidista PRI–PAN sigue ganando terre-
no en la región, con beneficio para el segundo parti-
do. Se ha tratado, sobre todo, de un voto de castigo
en contra de los errores cometidos por el PRI en su
largo periodo hegemónico, asunto que, por otra par-
te, ha traído consigo la reestructuración interna de
las élites políticas.
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éxico perdió casi la mitad de su territorio el 2 de febrero de 1848, al ser
intervenido y derrotado por el ejército de Estados Unidos. No deja de ser
curioso que este suceso haya pasado desapercibido, al cumplirse  siglo y
medio, tanto para el Gobierno mexicano como, en general, para la his-
toriografía mexicana, ¿acaso el simple recuerdo, visto ahora, pudiera lle-
gar a lastimar las tan comprometidas relaciones que, en todos los ámbitos
–sobre todo en el económico–, tiene el país con su vecino, tan distante y
tan cercano? Esta especie de olvido oficial, sin embargo, no es asunto
reciente: la pérdida del lejano norte, las circunstancias, tan complejas, en
que los hechos internos y externos ocurrieron, ha sido un tema poco
tratado, inclusive en sus aspectos más importantes.1

Habría que confrontar, por otra parte, la visión norteamericana res-
pectiva, ya que sus historiadores han estado sumamente activos desde
aquel entonces y se han acercado al asunto de la Guerra con México; sólo
que hay un problema: los analistas de aquel país saben muy poco del

/Ángel José Fernández

M

1 Naturalmente, existen ejemplos en nuestra historiografía, unos de época y otros recientes, que han
abordado desde distintas perspectivas el conflicto de la invasión estadounidense de 1846–1848.
Destaca, entre los primeros, el de José María Roa Bárcena: Recuerdos de la invasión norteamericana
(1846–1848) por un joven de entonces (1883); Mariano Otero: Ensayo sobre el verdadero estado de
la cuestión social y política que se agita en la República Mexicana; entre los pioneros de este siglo, los
trabajos de Vito Alessio Robles: Coahuila y Texas en la época colonial y Coahuila y Texas desde la
consumación de la Independencia hasta el Tratado de Paz de Guadalupe Hidalgo; el de Luis G. Zorrilla:
Historia de las relaciones entre México y los Estados Unidos de América. 1800–1958; el de Alberto
María Carreño: La diplomacia extraordinaria entre México y Estados Unidos, 1789–1947. De entre
los segundos, Carlos Bosch García: Material para la Historia diplomática de México. (México y los
Estados Unidos, 1820–1848); Gastón García Cantú: Las invasiones norteamericanas en México (1971).
Josefina Zoraida Vázquez destaca, entre todos, por su persistencia en el tema; de entre sus numerosos
aportes, me interesa distinguir, para el caso que me ocupa, el preparado al alimón con Lorenzo
Meyer: México frente a Estados Unidos. (Un ensayo histórico 1776–1988); y los coordinados e
introducidos por ella: Interpretaciones de la Historia de México. De la rebelión de Texas a la Guerra del
47; México al tiempo de su guerra con Estados Unidos (1846–1848) y La intervención norteamericana
1846–1848. Asimismo, pueden verse los trabajos de Jesús Velasco Márquez: “Visión panorámica de
la historia de los Estados Unidos” y “Regionalismo, partidismo y expansionismo. La política interna
de Estados Unidos durante la guerra contra México”. Finalmente, debo señalar la obra que José
Emilio Pacheco acaba de dar a la publicidad bajo el título de Crónica de 1847.
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Texas en1836
y el fracaso

de Gorostiza



nuestro y los de aquí, en su gran mayoría, descono-
cen la historia de Estados Unidos. Los norteameri-
canos se fijaron sobre todo en México a partir de la
aparición del Ensayo político sobre el Reino de la Nue-
va España de Humboldt, impreso en 1827, libro que
les abrió los ojos a europeos y norteamericanos, al
mostrar y demostrar, con sus estadísticas, su análisis
y su mirada de conjunto, las riquezas del espectro
novohispano.2

Con todo, no se ha realizado el estudio que
requeriría el problema, al que habría que añadir una
perspectiva europea, o si se quiere universal, que
abarcase, aun dentro de una incipiente panorámica
de la economía mundial, la totalidad visionaria que
ha propuesto, en este y otros sentidos, Pierre Chau-
nu, en su esclarecedor y original artículo “Interpreta-
ción de la Independencia de América Latina”,3 en el
que observa, a partir de un modelo propiamente
norteamericano de colonización, los rasgos de la es-
pecificidad, in extenso, de sus preclaros motivos ex-
pansionistas. Una remisión inmediata aclararía, bajo
los postulados de Chaunu que, en primer término,
al darse la Independencia de México y quedar libre
el naciente Estado–nación del yugo español, del que
estuviera sujeto durante tres centurias, la República
instaurada necesitaría de una nueva dependencia, de
un nuevo eje de poder. La monarquía de Iturbide,
que se dio muy próxima a la promulgación de la In-
dependencia, resultó fallida por carecer de sustento
autónomo y, más temprano que tarde, habría de re-
solverse como imposible por haberse apoyado so-
bre las endebles estructuras del dominio colonialista
español.4

El concierto internacional

Se tendría que observar, por tanto, la situación local
en relación con la internacional, para adquirir una
visión objetiva de conjunto y, también, la local en sí
misma. En el concierto internacional, Europa sopor-
taba, además de los conflictos en África y América,
los específicos de cada reino o Estado. Alemania pug-
naba por consolidarse, in situ, como Estado–nación;

Italia, que vivía una lucha similar, se enfrentaba para
desaparecer sus señoríos, para obtener su condición
de Estado unificado; Inglaterra, en cambio, había ad-
quirido en su fuero interno un régimen parlamenta-
rio, tenía una estructura gubernamental fuerte y se
perfilaba, con su política exterior, como potencia que
disputaba con Francia y Holanda la hegemonía pla-
netaria del comercio y de las finanzas universales;
había obtenido el triunfo sobre España en la Guerra
de los Siete Años y se había perfilado como potencia
mundial.

Inglaterra, Francia y Holanda competían por con-
solidar sus mercados en la propia Europa, en Asia,
en el Atlántico y, en particular, en el Caribe; pero
también Inglaterra, a su vez, combatía contra sí mis-
ma, al haberse desentendido pronto de la autono-
mía de las trece colonias norteamericanas y al
observar que, casi de inmediato, Estados Unidos se
constituía como Estado confederado independien-
te. El Old Empire inglés, sin embargo, vivía, ya hacia
finales del siglo XVIII, “una reacción” –en lo concer-
niente a España–, debido a que el Commonwealth
británico de América había alcanzado madurez y por-
que el Imperio británico era mucho “más exigente y
más eficaz que el Imperio español”. Habría que con-
siderar, además, la acción combinada contra este Im-
perio: el “catastrófico corte virtual de las comuni-
caciones”, por parte de Inglaterra, y “el derrumbe
de la metrópoli de 1808 a 1814”, causado a España
por la invasión francesa a la Península –acto externo
pivote, por lo demás, de las independencias de Méxi-
co y del resto de la América Latina continental.

Al mismo tiempo, la supremacía de Estados Uni-
dos, al modernizar los transportes con el tendido del
ferrocarril, al instalar “una potencia industrial en el no-
roeste” y al establecer “un auténtico polo americano
de dominación” aislaron a México de Europa y a Es-
paña de América.5 Otros factores externos que cola-
boraron para que se diera esta nueva forma de domi-
nio consistió en la demostración del expansionismo
norteamericano –más allá del llamado Destino Mani-
fiesto–, a través de la colonización, así como en la in-
yección de capitales extranjeros, oriundos inclusive de
Estados europeos aún no consolidados, como los ita-
lianos, y en los tratos de comercio en la América his-
pánica de productos europeos no españoles.6

El conflicto político interno de México, debido a
sus muchos vaivenes de separatismo y de unión, ob-
servó gran movimiento, aunque poca efectividad para
agenciarse solidez como Estado–nación. Por lo pron-
to, padecía la anomia de una fiebre reformadora y
antirreformista, de y desde donde diversos grupos
asociados por interés e ideología, por creencias co-
munes o sólo por intereses personales, los que se
disputaron, a partir de 1821 y hasta 1867, el poder y
la gloria nacional.

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

3 Reproducido en Secuencia, núm. 9, pp. 154-171.

2 Puede consultarse la visión norteamericana en Orígenes del radicalismo
angloamericano.

5 Chaunu: op. cit., p. 167.

4 Se sabe, por lo demás, que el régimen monárquico de Agustín I respetó
el acuerdo hispánico concedido a Moses Austin, para colocar familias
de inmigrantes y negociar con tierras en el enclave texano. Gorostiza,
en la “Introducción” a su correspondencia, impresa por primera vez en
Filadelfia, en 1836, tras su fracaso como diplomático, calificó de grave
error el refrendo de la concesión y el asunto de límites que quedaron
asentados en el Tratado Adams–Onis, de 1819.

6 Cfr. Annino, Antonio: “Empresarios y obreros italianos en América Latina.
Fuentes e investigaciones”.
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El conflicto de la separación de Texas se dio,
precisamente, en torno al debate interno del cen-
tralismo de la República, dado tras la emisión del Plan
de Cuernavaca en mayo de 1834. El Plan produjo a
principios del año siguiente la fundación del partido
de Santa Anna, que disputaría en el Congreso contra
los partidos conservador y liberal la supremacía.7 La
etapa centralista estuvo a punto de desmembrar al
país. Yucatán, por ejemplo, soportaba una crisis de
poder de doble filo: se enfrentaba a la capital y, en su
interior, luchaban entre sí los criollos de Campeche,
Valladolid y Mérida por apropiarse del poder estatal;
de igual forma, los criollos se enfrentaban a los ma-
yas, cuyo conflicto se había gestado desde el comien-
zo de la etapa republicana. En la península se había
roto el pacto colonial y estaba a punto de estallar la
Guerra de Castas, que habría de desatarse inmedia-
tamente después de la crisis de la postguerra de Méxi-
co con los norteamericanos, en 1848.8

En el centro del país, hubo brotes de otro con-
flicto interno al fundarse el Distrito Federal en 1824,
cuyo territorio fue sustraído sobre todo al del Estado
de México, al que también le mermaron tierras de
su jurisdicción para formar el de Guerrero, y varios
más que pasaron a otros estados, como sucedió con
los de Morelos e Hidalgo.9 Hubo la idea, cuando
menos en el papel, de conformar con los sitios del
«lejano norte» el Estado Interno de Occidente –que
abarcaría las provincias de Durango, Chihuahua, So-
nora, Sinaloa y Nuevo México– y la Gran Provincia
Interna de Oriente, que agruparía las de Tamaulipas,
Nuevo León, Coahuila y Texas, cuya capital sería
Saltillo.10

La cuestión de Texas

El Estado de Coahuila y Texas padecía, al mismo tiem-
po, un conflicto que polarizaba las fuerzas de poder
locales. Con escasa población y con pocos pueblos,
aislados, asimismo, entre sí por cuanto a su localiza-
ción geográfica y cultura se refiere, las provincias de
Coahuila y Texas también se hallaban dispersas y ale-
jadas del poder central, lejos de Dios y cerca de Esta-
dos Unidos; pero, además, alejadas de la capital de la
República. Hubo un contraste muy severo: Texas no

fue poblado por carecer de minas e indios que tra-
bajaran la tierra, en tanto que el crecimiento demo-
gráfico de Estados Unidos, al occidente de las mon-
tañas Allegheny, “fue espectacular”;11 por otro lado,
aumentó su población anglo–americana, entre 1800
y 1839, de tres mil a cien mil habitantes. Texas veía
más hacia el polo norteamericano que hacia el suyo,
el novohispano o mexicano: era víctima de su veci-
no y mostraba dependencia comercial, principalmen-
te con Luisiana y Nueva Orleáns, en los corredores
terrestre y fluvial que circulaban hacia el noroeste de
la ribera del río Sabinas, uno de los puntos fronteri-
zos de Texas y la frontera colonial de Nueva España
con los Estados Unidos.

Los extensos territorios del Estado de Texas, que
incluso durante la Colonia y a través de las misiones
fue imposible de integrar, soportaban en su mayoría,
hacia 1834, el peso de estar considerados de manos
muertas y políticamente supeditados en exceso a
Coahuila, con lo que Texas quedaba más en el des-
amparo y mucho más propenso a las estrategias de
los principios de expansión estadounidenses.

Además de esta contaminación económica, tam-
bién la había en punto a manifestaciones ideológicas
y religiosas. El Estado de Texas se resentía de una
debilidad católica: ni los lentos siglos coloniales bas-
taron para imponer allí, en definitiva, el catolicismo
como única religión de culto permitido. En semejan-
tes circunstancias, se dio desde el centro de México
la Ley de Desamortización de Bienes Nacionales, que
permitió la venta de tierras a extranjeros, con la in-
genua condición de que los nuevos colonos no com-
praran más esclavos para trasladarlos a los predios
adquiridos y que quienes se avecindaran en esos te-
rritorios fueran practicantes, con exclusividad, de la
religión católica.

El Estado de Texas –que se localiza entre los
paralelos 25° 51’ y 36° 30’ de latitud norte y los me-
ridianos 93° 27’ y 106° 43’ de latitud oeste con rela-
ción al meridiano de Greenwich– había sido sujeto
de muchos cambios en su territorio: se le habían agre-
gado algunas tierras y otras, en parte, se le habían sus-
traído. Durante la Colonia, a su vez, Coahuila le había
quitado vastas porciones territoriales a Texas y se le
habían agregado otras de algunas misiones desapa-
recidas. A partir de 1685, tras la frustrada expedición
francesa de La Salle, el Imperio español se vio obli-
gado a extender los confines de la Nueva España has-
ta el río Netches y a fundar, en 1690, aun con poco
éxito, la misión de San Francisco de los Texas, sobre
el curso del río, aunque esta misión y el “conexo
intento precario de colonización dejaron una gran
faja de territorio inhabitado, entre la misión y las mi-
siones más septentrionales de Coahuila”.

La reducción de indios gentiles sólo compren-
día la faja que se extendía entre las mitades inferiores
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7 Cfr. Sordo Cedeño, Reynaldo: “El Congreso centralista y la guerra de
Texas”, pp. 41-53.

8 Reed, Nelson: La guerra de castas de Yucatán, pp. 82-104.
9 Cfr. O’Gorman, Edmundo: Historia de las divisiones territoriales de México.
10 Soto, Miguel: “La disputa entre Monclova y Saltillo y la Inde-pendencia

de Texas”, pp. 123-174.
11 Alonso Fernández, Teodoro: “Algunas consideraciones sobre las

relaciones México–Estados Unidos. El caso de Texas”,  p. 45.
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de los ríos Trinidad y Sabina y una porción que se
prolongaba hacia el este del Sabina, hasta tocar el río
Rojo, sólo abarcaba las tierras que habitaban los in-
dios texas o asinais. Texas, además, experimentó un
crecimiento hacia el oeste y por el sur, al fundarse
San Antonio, en 1718, y una reducción por el lado
del este, ya que sus linderos se contrajeron por esa
dirección hasta el río Sabinas, “dejando a los france-
ses establecidos en Luisiana toda la porción de terri-
torio situada al oriente de dicho curso de agua”.12

Al colonizarse Nuevo Santander, a partir de
1746, los límites de Texas se señalaron en el río
Nueces; además, se le añadió a Texas el presidio de
San Sabá, disputado por Nuevo México, Coahuila,
Nueva Vizcaya y el propio Estado de Texas. En 1805,
el Estado se incrementó más hacia el oeste, hasta las
cercanías del río Pecos.13 Ya en 1811, el virrey de
Nueva España había dispuesto que se elaboraran
mapas y planos de las provincias Interna y de Occi-
dente, que se terminaron sólo hasta 1816. Esta dis-
posición coincidió con una disputa de límites entre
los gobiernos de España y Estados Unidos del Norte
por la posesión de Texas, que se prolongó de 1804
a 1819. La Corona española sostenía que la línea di-
visoria entre Luisiana y Nueva España era el río Sa-
binas; Estados Unidos alegaba en su favor, ni más ni
menos, que sus límites deberían correrse hasta el
río Grande o Bravo del Norte (hecho que vendría a
ocurrir sólo después de la pérdida de la Guerra de
1846–1848).

El 22 de febrero de 1819 se firmó un tratado
por el cual Estados Unidos renunciaba “a sus dere-
chos sobre Texas” y España a los suyos “sobre el
territorio de Oregón”, con lo que el arreglo se reali-
zó por la vía del canje. Oregón habría de ser, así, el
primer fruto conseguido sobre México por el inci-
piente expansionismo norteño, aunque dicha nego-
ciación diplomática en torno a las fronteras no-
vohispanas hubiera sido establecida por la metrópoli
española y Estados Unidos.

Al acaecer la Independencia de México, por dis-
posición del Acta Constitutiva de 1824, se formó el
Estado Interno de Oriente, con los territorios de
Coahuila, Nuevo León y Texas, al que más tarde ha-
bría de segregársele Nuevo León para formar el Es-
tado del mismo nombre, en tanto que los otros dos
se integrarían como el Estado de Coahuila y Texas.
La Constitución del nuevo Estado, del 11 de marzo
de 1827, dispuso que a éste lo conformara “la re-
unión de todos los coahuiltejanos” y que su territorio
fuera el comprendido por “las provincias conocidas
antes con el nombre de Coahuila y Tejas”.14

Esta unión perduró hasta el año 1836 y, sólo
teóricamente, hasta el 2 de febrero de 1848, fecha
de la firma del Tratado de Guadalupe Hidalgo. Sin
embargo, ya desde 1829 el Estado de Texas había

dado inicio, por su cuenta y riesgo, a su anhelo sepa-
ratista, primero para convertirse en Estado indepen-
diente de Coahuila y, enseguida, obtener su au-
tonomía para anexarse a Estados Unidos. En esta
campaña participó de forma activa Stephen F. Austin
–y después su familia–; aquél recomendaba, en 1833,
en plena guerra civil mexicana y bajo la epidemia del
cólera que asolaba a la capital de la República, que
todos los ayuntamientos organizaran “un gobierno
local para Texas en clase de Estado para la Federa-
ción”, salvándolo así “de la anarquía” y “de la ruina
entera, aunque negase el gobierno general su con-
sentimiento”.15

A raíz de esta situación, comenzaría la actua-
ción diplomática del escritor y comediante veracru-
zano Manuel Eduardo de Gorostiza (1789–1851),
en su calidad de enviado extraordinario de México
en Washington, para tratar de solucionar lo irrever-
sible: que el Estado texano se desprendiera de Méxi-
co, una vez conseguida la separación de Coahuila;
se convirtiera en Estado independiente y después
conviniera su anexión a Estados Unidos. Los límites
del actual Estado norteamericano de Texas fueron
precisados sólo hasta 1850, mediante una ley emiti-
da por el Congreso norteamericano.

El conflicto México–Estados Unidos

Coincide lo mismo la historiografía mexicana de épo-
ca como la de nuestro tiempo en afirmar que la cues-
tión texana fue la “causa directa de la guerra” entre
México y Estados Unidos de 1846–1848.16 Se cum-
plían, con certeza irrefrenable, los postulados de la
Doctrina Monroe; Texas amplió el territorio del país
vecino; extendió, con su conflicto, las fronteras nor-
teamericanas y propició, frente a la inestabilidad mexi-
cana y ante el poderío del Imperio, una presión
revestida por visos políticos, militares y socio–eco-
nómicos.
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12 Alessio Robles (1938), pp. 6-7.
13 Eugene Bolton, Herbert: Texas in the Middle Eighteenth Century,

Berkeley, 1915, y William Campbell Binkley: The Expansionist Movement
in Texas, Berkeley, 1925, citados por Alessio Robles (1938), pp. 7-14.

14 Constitución Política del Estado Libre de Coahuila y Tejas, expedida en
Leona Vicario (Saltillo), en 1829. Tendría tres departamentos: Béjar,
que abarcaría todo el territorio de Texas y un solo partido; Monclova,
que comprendería los partidos de Monclova y Ríogrande; y Saltillo,
con los partidos de Saltillo y Parras.

15 Carta al Ayuntamiento de Béjar, enviada desde México por Austin, el
2 de octubre de 1833. Cfr. Coahuila. Textos de su Historia, pp. 116-
117.

16 Vázquez, Josefina Zoraida: “México y la guerra con Estados Unidos”,
en México al tiempo de su guerra con Estados Unidos (1846–1848), p.
31.



El antecedente más inmediato del conflicto lo
dictaba, como condición indispensable, el propio es-
tado interno por el que atravesaba México, que se
había complicado desde el momento de la Indepen-
dencia y al no haber quedado sujeto a ninguna fuer-
za que le indicara la dirección de su política, las líneas
de su regulación interna, la orientación de sus insti-
tuciones y el conjunto de ideales en que pudiera sus-
tentar los valores de su identidad nacional.

México había llegado a su etapa independiente
en la bancarrota, con una economía descapitalizada;
contaba con una población heterogénea y dividida
por grupos e incipientes clases sociales; carecía de
experiencia política y atravesaba, entonces, por un
periodo de exacerbado regionalismo, lo que impe-
día su unidad nacional. Frente a la situación interna,
quedaba la externa, que en Europa le resultaba fa-
vorable gracias a la visión de los viajeros del Viejo
Continente, como la de Humboldt, el pintor Rugen-
das y los alumnos y seguidores de aquél, quienes
habían descrito, dibujado y puesto al óleo la riqueza
nacional, el prodigio de recursos, todo lo cual incita-
ba a la aventura. La visión extranjera que se cernía
sobre México lo ubicaba como “blanco de las ambi-
ciones de los países comerciales y del expansionismo
norteamericano”.17

El Virreinato próspero, frente a la realidad del
México independiente, de increíble precariedad,
mostraba, hacia 1846, una relación asimétrica en
relación con Estados Unidos. Dos sociedades en per-
manente contraste: la mexicana, que había sido con-
quistada en “los albores de la modernidad”; la norte-
americana, que en poco tiempo se había adueñado
de una “revolución económica” que había consoli-
dado “esa modernidad”. Para Norteamérica, “la con-
tienda armada fue breve, poco sangrienta, y se con-
solidó con el reconocimiento de la independencia
de las 13 colonias por su propia metrópoli en 1783,
lo que legitimó la integración de Estados Unidos al
concierto de las naciones”.

La Revolución francesa, que prolongó en Euro-
pa un cuarto de siglo de luchas, benefició la expan-
sión local de América para Estados Unidos, que
experimentó, entre tanto y sin interferencias, “su sis-
tema político”; que aprovechó “las necesidades de
Napoleón” para “adquirir la Luisiana y amenazar las
Floridas para obligar a España a cederlas”. En 1820,

Estados Unidos “había duplicado su territorio y su
población contaba con una economía en crecimien-
to”.18 Nueva España, en cambio, a pesar de ser “el
principal baluarte de su metrópoli”, no se había in-
corporado al mercado internacional y, en tanto que
contaba con territorio tan extenso como mal comu-
nicado, quedó aislado del contexto mercantil. Méxi-
co “estaba en crisis, endeudado, descapitalizado, con
una élite fragmentada y una población pauperizada”.19

Ante semejantes circunstancias, apareció el fan-
tasma de la actitud ambivalente de México frente a
Estados Unidos: de “admiración y desconfianza”; de
las cuales, en el caso de Texas, ha sido y es fácil cons-
tatar que ganó, frente a la coyuntura nacional de
México, la primera. Las “promesas de oportunidad y
libertad fueron un poderoso imán para atraer inmi-
grantes”; de igual modo, hicieron presión las condi-
ciones internas nacionales, de completo desarreglo,
frente a las muestras de progreso que, según los ob-
servadores, «eran evidentes».

Ya desde 1822, el enviado Poinsett “había plan-
teado” y replanteado la «conveniencia» de “mover la
frontera”. Pese a la derrota diplomática de aquél, Méxi-
co se vio obligado a ceder –tras la derrota militar de
Santa Anna y su cautiverio en 1836, a una negocia-
ción que de suyo era impostergable. A esto debe
sumársele la “trágica e incomprensible decisión” del
general Vicente Filisola, segundo en el mando mexi-
cano, “de obedecer las decisiones del prisionero”, con
lo que “selló la suerte de Texas, pues la penuria de la
hacienda mexicana y la colaboración de los Estados
Unidos con los texanos imposibilitaron su reconquis-
ta”. El apoyo velado o abierto de Estados Unidos a
Texas hizo que la pugna contra México distara mucho
de ser “una simple guerra civil”. Con su participación,
Estados Unidos “la convirtió en una guerra internacio-
nal”.20

El presidente norteamericano Jackson, ante los
hechos, declaró estado de «neutralidad» para evitar,
de su parte, una conciliación interna, “pues temía in-
crementar las contradicciones entre Norte y Sur”.
Presionó, sin embargo, a México para que cubriera
de inmediato las reclamaciones por concepto de pago
de los haberes de la guerra y envió a nuestro país a
su nuevo ministro Powhatan Ellis, quien reemplazó
a Butler, al haber sido deportado, después de que
éste se hubiera encargado de atacar en la prensa
mexicana al general José María Tornel, en agosto de
1836. Ellis amenazó de plano a las autoridades na-
cionales y ocasionó el “rompimiento de las relacio-
nes” entre ambos países.

El gesto intervencionista norteamericano más
evidente fue, desde luego, además de lo anterior,
remitir al general Edmundo Gaines a Texas, con el
pretexto de “prevenir” una incursión de las tropas
mexicanas contra los texanos, “a pesar de haberse
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17 Ibidem, p. 21.
18 Ibid., pp. 18-19.
19 Ibid., pp. 19-28.
20 Vázquez, Josefina Zoraida  y Lorenzo Meyer: México frente a Estados

Unidos. (Un ensayo histórico 1776–1988), pp. 32-48.
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ratificado el tratado de límites que fijaba al río Sabinas
como frontera”.21 El exembajador Butler era –según
José María Ortiz Monasterio, oficial mayor de Rela-
ciones Exteriores con funciones de Ministro– un “bri-
bón”, en tanto que su sustituto Ellis le había “presen-
tado una letanía de reclamaciones”, mientras que el
canciller mexicano rechazaba “con moderación y
amistad” todo lo que era exorbitante.22

El fracaso diplomático de Manuel Eduardo
de Gorostiza

La misión diplomática de Manuel Eduardo de
Gorostiza en Washington duró sólo unos meses de
1836. Había recibido la instrucción del ministro Ortiz
Monasterio, el 19 de enero de ese mismo año, para
que viajara a esa ciudad como enviado extraordina-
rio y ministro plenipotenciario de México; su comi-
sión era arreglar con Estados Unidos “los asuntos
que pudieran conexionarse con las cuestiones de lí-
mites y Tejas”.23 Partió del Puerto de Veracruz a Nue-
va York, el 9 de febrero, y llegó a su destino el día 27
de ese mismo mes.

La primera parte de su actuación consistiría en
“celebrar un nuevo segundo artículo al tercero del
tratado de límites vigentes”, celebrado el 3 de abril
de 1835. Gorostiza halló en malos términos la ne-
gociación con los texanos, contaminada por la inter-
vención directa de Estados Unidos; el general
norteamericano Gaines había incursionado con sus
tropas, a quien el secretario de Guerra de aquel país
había ordenado, de acuerdo con la pesquisa del di-
plomático de México, llegar “hasta el viejo fuerte de
Nacogdoches, que estaba dentro de los límites de
los Estados Unidos según éstos los reclamaban” y
“poner a cubierto de toda agresión los establecimien-
tos de los blancos situados en los lados del Sabinas”.24

El mero pretexto que le dieron al general Gaines
para posesionarse del Sabinas fue el contenido de
“unas cartas forjadas” que unos amigos de Texas le
habían presentado y en las cuales se hablaba “de una
invasión de Mexicanos e Indios sobre Nacogdoches”.
La contraparte a lo aquí expuesto, explicó Gorostiza
al gobierno de México, fue que, además de esta si-
tuación, en Washington corría como polvorín la no-
ticia “del resultado de la jornada de San Jacinto”: la
derrota del general Santa Anna, su prisión y los arre-
glos bajo los cuales ordenaba a Filisola –como ya se
anotó– que resolviera a cualquier precio su libertad.25

En semejantes circunstancias, no resultaba fácil
el papel del enviado de México, sobre todo cuando
los diplomáticos norteamericanos cambiaron “con ha-
bilidad el terreno en el que hasta entonces se había
lidiado, trasladándose a otro, si no menos ofensivo
hacia la dignidad, derechos e intereses de México, al

menos más plausible a los ojos sobre todo del Públi-
co Americano”.26 Y si bien era cierto que la pérdida
militar de San Jacinto dio al traste con las conversa-
ciones sobre el problema y el cese de todos los ne-
gocios de carácter diplomático, Gorostiza había
advertido ya a la Secretaría de Relaciones de la Repú-
blica Mexicana –el 25 de abril de 1836, en oficio re-
servado–, que no era conveniente que las tropas
norteamericanas entraran “en nuestro territorio como
neutrales”, porque con estas exaccciones se perdería
Texas, como finalmente ocurrió, “sin salvar siquiera el
honor” nacional.

El 12 de julio, Gorostiza giró a México el oficio
número 35, en el que avisaba que la tropa de Gaines
“había vuelto a recibir órdenes de adelantarse hasta
Nacogdoches”; el 13 de octubre, por medio de una
nota a la Cancillería, Gorostiza explicó con prolijidad
que él, en su calidad de enviado extraordinario, no
podía permitir “la violación del territorio mexicano
por las tropas del General Gaines” ni “la existencia
de semejante derecho; porque equivaldría a reco-
nocer que cada Nación lo tenía para ocupar militar-
mente el territorio de las demás, sin otro trabajo que
el de crearse antes una aparente necesidad para obrar
así”, con lo que se amenazaban la soberanía y la in-
dependencia de México.27 Reclamaba Gorostiza, asi-
mismo, la nefasta actitud del presidente nortea-
mericano James Knox Polk, quien, apoyado en las
bases del jusnaturalismo, se alejaba en su provecho
de la verdad, bajo el pretexto de otorgar seguridad a
los texanos en su lucha contra los indios y en la de-
fensa de la seguridad y de la soberanía de ese terri-
torio y del de Estados Unidos.

El canciller Ortiz Monasterio, por su parte, le
envió a Gorostiza una serie de notas confidenciales,
que ahora son útiles para cruzar información sobre
estos acontecimientos. La número 43, del 30 de ju-
lio de 1836, le comunicaba sobre el armisticio con
los texanos y que el general Urrea se había puesto
“a la cabeza del Ejército y el Supremo gobierno” y
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21 Cfr., ibid., p. 48.
22 Carta de Ortiz Monasterio a Gorostiza, remitida desde México a

Washington, el 15 de octubre de 1836.
23 Cfr. De Maria y Campos: Manuel Eduardo de Gorostiza y su tiempo. Su

vida. Su obra, p. 191.
24 Manuel Eduardo de Gorostiza: Correspondencia que ha mediado entre

la Legación Extraordinaria de México y el Departamento de Estado de
los Estados Unidos sobre el paso del Sabina por las tropas que mandaba
el General Gaines, Philadelpia, 1836; reimpreso en México por el editor
José M. F. de Lara, en 1837. Cito por la edición de 1924, que incluí en
la bibliografía, pp. 31-48 passim.

25 Ibidem, p. 47.
26 Ibid., pp. 47-48.
27 Nota de Gorostiza al Departamento de Estado, fechada en Washington

el 15 de octubre de 1836. Cfr. ibid., pp. 108-115.



que “muy pronto quedará escarmentada la osadía
de los texanos, y vengado el honor nacional”.28 En la
número 44 le informaba a Gorostiza que, según el
The Natches Couries, el general Gaines se hallaba
desde poco antes del 8 de julio “en la frontera” y
que amenazaba con “pasar a Nacogdoches, con to-
das las fuerzas disponibles”; le comentaba que había
solicitado «explicaciones» a Ellis y le daba la orden
para que preparara de inmediato “la reclamación
conveniente”.29 La situación se tornaba grave: Goros-
tiza se sentía presionado; recibía, el 6 de septiem-
bre, la instrucción para continuar en Estados Unidos
y, a la vez, era informado desde México que el ge-
neral Santa Anna le había remitido al presidente nor-
teamericano una carta personal, cuyo contenido tuvo
por fuerza que desviar el curso de las negociaciones
diplomáticas.30

Pocos días después del último comunicado de la
Cancillería de México, Manuel Eduardo de Gorostiza
daba por terminada su misión diplomática ante Was-
hington. Le explicaba a Asbury Dickins, secretario
del Interior, que

en tan tristes circunstancias […] faltaría a su deber si no
diera el último paso que le quedaba dar como Repre-
sentante de México, para demostrar al menos que re-
siente en todo su tamaño el agravio hecho a su patria
por los Estados Unidos; declarando, como declara, bajo
su sola y propia responsabilidad, que desde este mo-
mento considera su misión como concluida.31

Gorostiza abandonó Estados Unidos el 16 de octu-
bre y regresó a México el 3 de diciembre de 1836.
El día 21 de este último mes, en su casa de Tacubaya,
recibió el comunicado de Ortiz Monasterio, mediante
el cual tanto el presidente como el Gobierno de la
República reconocían su función como enviado ple-
nipotenciario y en el que aprobaban “la conducta que
observó durante [su] misión”. Hubo, pues, dos rit-
mos diferentes en el devenir del problema texano:

por una parte, el que dictaba la visión expansionis-
ta de Estados Unidos que, bajo cualquier pretexto
–como el sostenido de la invasión de los indios y
mexicanos a probables territorios de Luisiana, Flori-
da y puntos anexos–, resultaba suficiente para que
tendiera sus redes de protección y dominio. En esta
ocasión, con dedicatoria a sus vecinos y colonos de
Texas, a quienes ofrecían protección, remitiéndoles
sus fuerzas militares; salvaguardaba con ello la inferi-
da violación a su soberanía, que se veía amenazada,
según sus diplomáticos, y, asimismo, con todo esto
conseguía su propósito de fondo: prolongar su fron-
tera desde el río Sabinas hasta el Bravo o del Norte.

El otro ritmo, sugerido en tempo lento, prove-
nía de México, desde el centro mismo del país, don-
de se debatían otros aspectos, como el de la
búsqueda del poder, y desde donde la fuerza de los
grupos de diversa índole pugnaba por establecer sus
reales corporativistas, sus principios idóneos para las
causas. En torno a este ritmo, las oligarquías regio-
nales daban también asiento a sus poderíos indiscu-
tibles, luchaban contra el centro y a favor de ciertos
grupos. Lo rigurosamente real fue la separación de
Texas –primero de Coahuila y después de México–,
así como su posterior anexión a Estados Unidos. Ade-
más, esta acción, que había demostrado con creces
la política del expansionismo norteamericano, sería
para el caso mexicano sólo un anticipo de lo que,
una decena de años más tarde, resultaría la Guerra
de 1846–1848: el desastre nacional que costaría al
país la mitad de su territorio.

Visto el debate político y diplomático desde la pers-
pectiva norteamericana, la separación de Texas de
México, su anexión en 1845 a Estados Unidos y la
invasión a México de 1846 a 1848, podría tener otra
explicación, desde el punto de vista  del impacto re-
gional, ante la lucha partidista por la unidad nacional
y frente al problema de las constantes amenazas de
secesión, que tuvieran como fondo el proteccionis-
mo arancelario que exigía el norte y su perjuicio su-
reño; el seccionalismo regional y la posible ampliación
territorial del esclavismo.32

Frente al seccionalismo del norte industrial y pu-
ritano y del sur agrícola y esclavista, habría que revisar
el expansionismo norteamericano, de suma exigen-
cia territorial, a partir de una gran “movilidad horizon-
tal” y como consecuencia de los ciclos económicos.
Habría que analizar este aspecto más allá de “los prin-
cipios mesiánicos de la teoría del Destino Manifiesto”
y de la proclamación de la Doctrina Monroe. La crisis
de 1819 obligó “a muchos de los residentes de los
estados del medio oeste a trasladarse a Texas”; la de
1837, en cambio, produjo la movilidad hacia Oregón
y California.33

○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

28 Nota 43 de Ortiz Monasterio a Gorostiza, fechada en México el 30 de
julio de 1836. Cfr. De Maria y Campos, p. 206.

29 Nota 44 de Ortiz Monasterio a Gorostiza, fechada en México el 8 de
julio de 1836. Cfr. ibid., pp. 206-297.

30 Nota 63 de Ortiz Monasterio a Gorostiza, fechada en México el 6 de
septiembre de 1836, y Nota 75, sin fecha. Cfr. ibid., pp. 212 y 215.

31 Vid., Correspondencia de Gorostiza (1924), pp. 114-115.
32 Jesús Velasco Márquez: “Regionalismo, partidismo y expan-sionismo.

La política interna de Estados Unidos durante la Guerra contra México”,
p. 319.

33 “Dos en el Norte: en 1803, como reacción a la compra de la Louisiana,
y en 1814, como reacción a la guerra de 1812; una vez en el Sur, en
1832, como resultado de la aprobación de la ley arancelaria de ese
año”. Cfr. Jesús Velasco Márquez: Visión panorámica de la historia de los
Estados Unidos, p. 31.
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Este impulso expansionista, dado en dos eta-
pas, trajo como consecuencia la anexión de Texas
a la Unión Americana –el 4 de julio de 1845– y la
ocupación del territorio de Oregón y de la costa
del Pacífico; ambos factores, a los que debe
agregarse el de la promesa en campaña del presi-
dente Polk, que fincó su estrategia política con base
en una vociferante necesidad de agenciarse nue-
vos territorios, deben observarse desde la pers-
pectiva del equilibrio entre los estados esclavistas y
antiesclavistas.

La primera etapa expansionista se dio a partir
de la segunda mitad del siglo XVIII, en torno, por una
parte, a una “política de aislamiento internacional”,
iniciada por el presidente Washington en 1796, y,
por otra, la que propiciaría la búsqueda de una am-
pliación del comercio, situación que arrojó la Guerra
contra Gran Bretaña, en 1812, que habría de termi-
nar con la firma del Tratado de Gante, en 1814. Cabe
en esta etapa la firma del Tratado Adams–Onís, dado
entre España y Estados Unidos en 1819, con el que
se modificaron las fronteras del sur con la Nueva Es-
paña, aunque dejó latente el brote de lo que daría
origen a la invasión de 1847.

La segunda etapa se dio en la década de 1840 y
tuvo que ver, directamente, con la anexión de Texas,
con las tierras del oeste y con la costa del Pacífico,
que pertenecían a México. La oferta política de Polk
para obtener la Presidencia de Estados Unidos con-
sistió en “reanexar Texas y reocupar Oregón”, que
garantizaba, otra vez, el equilibrio entre las tres re-
giones (norte, sur y oeste). Contemplado así, el
expansionismo podía considerarse como factótum
de unidad y como un principio de nacionalismo, que
tendería a combatir el exceso seccionalista de las re-
giones y buscaría, contra el fantasma de la secesión,
la unidad nacional. Por esta razón, el proyecto de
adquirir Texas o agregarlo a la Unión se tornó en
una necesidad, que incluyó, ya en 1829, más que la
persuasión específicamente diplomática, “el princi-
pio del uso de la fuerza para obtener el territorio” y
sirvió como argumento “para justificar la guerra con-
tra México”.34

El triunfo de Polk condujo también hacia “el ar-
tificio del avenimiento de los intereses regionales”,
sin importar que la causa de la guerra, a través del
señuelo del corrimiento de la frontera entre Texas y
México, y de aceptar “como legítima la dudosa re-
clamación texana”,35 acarrearía, a la larga, además,

no sólo la expansión del territorio, gracias al triunfo
militar del general Winfield Scott, sino una derrota
diplomática de Estados Unidos “muy costosa para el
futuro”, ya que la guerra trajo consigo, en el debate
interno de las regiones, una fuerte tensión, la des-
trucción “de los antiguos lazos de la Unión” y la pér-
dida del poder y la fuerza de los partidos políticos
nacionales de Norteamérica.

El expansionismo estadounidense ahondaría las
diferencias en los debates legislativos y camerales;
provocaría la división regional, donde el norte y el
oeste disputarían con el sur los embates de la Gue-
rra de Secesión, consecuencia del desequilibrio en-
tre los estados esclavistas y antiesclavistas.
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l pasado 19 de marzo, a once meses de la muerte de Octavio Paz,
dejó de existir Jaime Sabines, el poeta mexicano más leído durante la
segunda mitad del siglo. Tras penosas enfermedades y luego de tenaz
combate por mantenerse vivo, el poeta Sabines, que había nacido en
Tuxtla Gutiérrez en 1925, esto es, a poco menos de cumplir 74 años,
perdió la batalla y logró el reposo final.

Hijo de un exmilitar carrancista de origen libanés, el mayor Sabines,
y de doña Luz Gutiérrez, de prosapia chiapaneca, a quienes, a su muer-
te, inmortalizara en sendos poemas, Jaime Sabines había comenzado
desde su primera juventud a escribir una de las obras más originales de
la literatura mexicana contemporánea. Ajeno a la academia, alejado
por propia decisión de toda vana retórica, sin otras influencias visibles
que la lectura de la Biblia, de la siempre recordada lectura en voz alta
hecha por su padre de Las mil y una noches y de la poesía oriental de
Tagore y con una carga expresiva no muchas veces visitada por nues-
tros escritores, Sabines prefirió el lenguaje coloquial para ir constru-
yendo una de las obras de mayor vitalidad que hay en la poesía castellana.

Sabines dio inicio, en la ciudad de México, en los años posteriores
al fin de la Segunda Guerra Mundial, a los estudios informales en la
Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Nacional, ubicada en-
tonces en el antiguo edificio de Mascarones, que reunió dentro y fuera
de sus aulas a muchos de los que llegarían a ser el sustento de la litera-
tura mexicana de fin de siglo: Rosario Castellanos, Luisa Josefina Her-
nández, Dolores Castro, Rubén Bonifaz Nuño, Miguel Guardia, Jesús
Arellano, Emilio Carballido, Jorge Ibargüengoitia, Sergio Galindo y, en-
tre otros, al también recientemente fallecido Ricardo Garibay.

A finales de los años cuarenta, todos estos jóvenes comenzaron a
publicar sus primeros textos, lo mismo en la revista antológica Améri-
ca, que dirigía Marco Antonio Millán y patrocinaba la Secretaría de Edu-
cación Pública, que en las páginas de la revista Fuensanta, animada por
Jesús Arellano, quien editara además libros con el sello de su publica-
ción o con el de Metáfora. En Fuensanta se publicaron los primeros
poemas de Sabines y uno de sus libros, Tarumba, fue impreso por
Arellano dentro de la colección Metáfora.

A diferencia de Paz, Sabines nunca quiso hacer vida literaria. Prefi-
rió el anonimato y el disfrute de las experiencias humanas como cual-
quier hombre de la calle. En su poesía se refleja el diario vivir y la
ausencia de los recursos retóricos que siempre rechazó por principio.
Como el Paz de ¿Águla o sol? o las Visitaciones de Guillermo Fernández,
Sabines ensayó el poema en prosa en Adán y Eva, en el Diario y sema-
nario de poemas en prosa y en algunos trabajos, donde, además, ocupó
los versículos con bastante libertad como en su obra “Doña Luz”, que
escribió –como ya se dijo– a la muerte de su madre. En 1973 publicó
el que quizá sea su pieza poética más importante: “Algo sobre la muer-
te del Mayor Sabines”. A partir de allí, al editar su Nuevo recuento de
poemas, comenzó a ser leído por el gran público.

E

 don Jaime
Hasta luego,
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Como un recordatorio a su

quehacer poético, reproducimos en

este número de URNA/ 4 tres de

sus creaciones no reunidas, hasta la

fecha, en sus recopilaciones, la última

de las cuales fue reimpresa por el

CONACULTA en 1993 como Otro

recuento de poemas.

– Á. J. Fernández.



Dios se quedó vacío.
La cáscara de Dios, búscala, encuéntrala,
vuela en la eternidad sin rumbo fijo.
Ya no más para el hombre.
Lejos así del barro, del espíritu,
de todo, lejos, arrepentido.

Como la muerte,
se quedó vacío.

–¡El pobre Dios tan bueno!
¡Quién nos lo hubiera dicho!

FUENTE: Fuensanta. Pliego de Poesía y Letras, México, SEP, año I

(30 de abril de 1949), núm. 5, [p. 1].

 Jaime Sabines
Textos no coleccionados

Así es

de
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I

Al pie de tu cadáver sólo llora tu hija.
Nadie te pone amor, ni flores, ni recuerdos.
Desnuda estás, y sola, entre cuatro paredes
altas, altas y solas, sin penas y sin duelos.

Ni una silla siquiera, ni un banco en que la gente
si llegara a mirarte se sentara en silencio.
Arden las cuatro velas y arden las paredes
con una llama fría, un apagado incendio.

El hospital es tierno y son tiernas las manos
que te han puesto bonita en tu vestido viejo.
Tu nariz se adelgaza y tu blancura crece,
se derrama en tu piel como un viento.

Arañas, caen arañas del techo, caen cenizas,
papeles, sombras, trapos, caen del cielo,
rosas que Dios te tira,
ángeles en pedazos, y sueños.

II

Vas a morir tres horas
–despierta estás muriendo–
pero nomás tres horas
y tirarás el tiempo.
Es preciso que tires tanto dolor y mugre,
tanto remordimiento,
tanto odio, tanto amor descosido,
tanto tragar en silencio.

Empiezas a dar de vueltas
montando caballos muertos.
Tu cabeza de neblina
cae al suelo.
San Roque te agarra un brazo,
don Julio te corta el pelo,
y el agua hinchada del ojo
se queda viendo.

(¡Qué descanso en la barriga
ya con el tumor bien muerto!
¡Qué alivio de los pulmones
sin el aire negro!)

Con las uñas sin sangre
hay que raspar el hueco
donde estabas.
Hay que cortar la soga
donde colgó tu alma
tanto tiempo.

FUENTE: La Jornada Semanal, México, Nueva época (24 de marzo
de 1996), núm. 55, p. 3.

La
hermana

Rosa



I

El volcán hizo erupción a las diez de la noche. Empezó arrojando piedras y
arena, vapores, gases, ruidos tremendos. Los habitantes de Francisco León
no estaban durmiendo: les había llegado el espanto desde antes, por los
temblores, las fumarolas, el escándalo que había debajo de la tierra.

Ha de ser como el fin del mundo. Es, en realidad, el fin del mundo.
Uno piensa en «la cólera de Dios», pero, ¿por qué se encabrona Dios con
esta pobre gente?

Llueven las piedras. En vez de agua caen piedras, grandes, y peque-
ñas, arena gruesa, piedras molidas, la piedra pómez, que es la espuma de
la roca hirviendo, un aguacero de piedras, piedras que perforan las láminas
de zinc, arenales sobre los techos que caen, granizada mineral y caliente.

“Yo me metí con mis dos muchachitas debajo de la mesa, le puse un
colchón encima y todos los trapos que encontré. Por eso vivimos”, dice
una anciana robusta, despeinada, locuaz.

“Primeramente nos refugiamos todos en la iglesia, pero cuando em-
pezó a tronar y a caerse el techo, salimos corriendo y nos tapamos con lo
que pudimos, cada quien”, decía otro.

“Sáquennos ya de aquí, ¡qué joder! Siquiera a donde haya un camino
para seguir a pie”, esto lo gritaban todos. Llegamos a las once de la mañana
del día siguiente, el 29. Y la mayor parte de los hombres, jóvenes y viejos,
estaban borrachos. Y seguían bebiendo.

Mi hermano, el Gobernador, los regañó. Les dijo que había que tra-
bajar, limpiar la pista para que pudiera bajar el avión, la cancha de basquet
para el helicóptero. “Tiene medio metro de arena”. –“¡Y qué, cabrón!”

El día 30 pudimos bajar de nuevo. Les llevamos un poco de maíz,
galletas y latas de sardinas. Un médico y un socorrista los atendieron. Re-
gresamos cinco heridos en el helicóptero.

No se me va a olvidar su susto y su borrachera. Tenían razón.

Crónicas
del volcán
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II

–¿Lo vio usted, doña Concha? Es un muchachito
como de cinco años, pero no sabe hablar. Sólo dice
“má–ma”, “má–ma”.

–¿Le habló usted en su idioma?
–Seguro. Si yo lo sé su idioma. Le dije que se

viniera conmigo a mi casa. Pero no quiso, salió co-
rriendo.

–¿No le preguntaste su nombre, o el de su
mamá?

–No sabe. Sólo dice má–ma.
–Y ¿Para dónde se fue?
–Aquí a las tres cuadras, rumbo al río.
–¡Cómo serás pendejo! ¿Y cómo andaba vesti-

do?
–Tiene una camisita verde.
–Y su pantalón ¿De qué color es?
–No tiene pantalón.
–¡Qué burro! Orita lo voy a buscar.

III

–Ya ven muchachitas, por eso les digo que apren-
dan, aprendan a decir su nombre.

–¿Cómo te llamás vos?
–Rosa.
–¿Y vos?
–Yo me llamo Lelita.
–¡Eso es! Repítanlo, repítanlo. Rosa, Manuelita,

Rosa, Manuelita. Siquiera que sepan su nombre, por
si me pasa algo.

Me las regalaron este año, explica doña Con-
cha. Yo sólo tuve una hija, que ya se fue con un hom-
bre. Pero estas muchachitas, si Dios quiere, son mi
compañía, las voy a criar. Todavía tengo fuerzas, yo
misma traigo mi agua del río.

IV

Hemos perdido la fe en don Federico, el vulcanólogo.
Nos dijo que lo peor había pasado, que de ahí en
adelante todo iba a ser tranquilo.

Yo hice las cuentas muy ufano. A 20 kilos, de
promedio, por metro cuadrado, el volcán había arro-
jado el primer día 200 millones de toneladas de are-
na. ¿De dónde había sacado tanto? No era posible
que arrojara más.

Pero el sábado en la noche, a los seis días de su
nacimiento, volvió a hacer de las suyas, esta vez con
más fuerza, con abundancia, con una terrible gene-
rosidad.

Un espectáculo inicial de luz, sin sonido, miles y
miles de rayos entremezclados, horizontales, verti-

cales, diagonales, relámpagos que salían de la tierra
en columnas esbeltas a cinco o seis kilómetros de
altura; todo esto es un principio sobre el cráter, y
luego extendiéndose, aumentando su área, amena-
zando con llegar a Pichucalco, en donde estábamos
nosotros, sobrecogidos, paralizados, diciendo ton-
terías, haciendo comentarios frívolos. Durante me-
dia hora, increíble, indescriptible, aquella maravilla
silenciosa, sin truenos, sin sonido alguno, aterrado-
ra, fácil, sencilla. (¿No éramos, entonces, iguales a
los hombres primitivos, a los primeros pobladores
de la tierra, igual de inermes y desamparados? ¿De
qué servían las teorías, las conjeturas, el escaso co-
nocimiento, la ciencia de que presumimos y el «po-
der» del hombre frente a la naturaleza? O protección
o fuga, es la fórmula escasa de millones de años).
Luego llegó la pedriza, ésta sí con ruido, la granizada
tamborileando los techos, los vehículos, la gente que
huye aterrorizada, la noche que no encuentra al día.

Tenemos que echarle la culpa a don Federico.
Si es posible, lo arrojaremos al cráter por mentiro-
so, por vulcanólogo pendejo que no sabe nada.

Tenemos rencor de tener miedo, de estar asus-
tados, ni modo.

V

Doña Carmen nos da de comer. Es la esposa de
Manuel Carballo, presidente de Pichucalco. A punto
de reventar la señora, con el cuarto hijo prominen-
te, silenciosa y discreta, se levanta de madrugada y
trabaja todo el día para dar alimentos sin horario a
ocho o doce extras, hasta la medianoche o más. Nos
da pena, y le pedimos perdón a cada rato, pero su
comida es sabrosa y su casa un buen lugar.

Llegamos invariablemente con hambre y come-
mos aprisa y abundante, y mientras hacemos comen-
tarios y bromas sentimos la presencia del hogar,
balsámica, sedante.

No la olvidaremos a doña Carmen. Nos ha
aceptado como acepta al volcán, como una cosa in-
evitable y fatal. Mientras pasea su sonrisa alrededor
de la mesa, vemos en sus ojos temores y sombras,
tal vez algunas piedras que caen dentro de ellos para
siempre.

Ojalá que su niño nazca pronto, sin problemas,
y le dé la alegría que se ha extraviado.

VI

¿Han visto ustedes una evacuación? El Ejército inter-
viene, organiza, dispone, todo mundo obedece. La
gente de los albergues de Pichucalco, hacia Tabasco.
Hay que dejarlos vacíos para los que vienen, al rato,



de Chapultenango. Largas colas formadas a las ocho
de la mañana, que es medianoche, con las lámparas
del parque encendidas bajo la llovizna de polvo.
Muchas criaturas en brazos bajo los rebozos y niños
atados unos a los otros con sus propias manos, el
mayor colgado de la falda de la madre, y el padre
atrás, vigilante, llevando el envoltorio de ropa vieja,
patrimonio total de la familia. Gritos y pesquisas.
“¿Dónde está Manuel?” “¿No has visto a mi tía?” Nadie
se pregunta sobre el porvenir que no existe: lo im-
portante, ahora, es estar vivos.

El Ejército actúa con eficiencia: dos soldados
abajo y dos dentro del camión de volteo, unos em-
pujan y otros jalan, el transporte se llena en cinco
minutos. (¿Llegará viva esa viejecita que han alzado
en vilo? ¿Parirá en el camino la embarazada? Los ni-
ños sacan la cabeza de entre los cuerpos apretados
y miran con curiosidad lo que no entienden).

El volcán los ha sacado a arrastrar su miseria
frente a nuestros ojos, esa miseria suya, de siempre,
de siglos, a la que arrean ahora los espantos.

VII

No he podido dormir pensando en aquellos, los de
Francisco León.

Parece que primero fueron gases, bolas de fue-
go, nubes ardiendo que quemaban todo. Luego la
caída de las piedras, de montañas de piedras y de
arena caliente que no se podía tocar a los tres días.

Sepultados, amortajados en sus casas, así que-
daron. La vieja que conocí y sus niñas, el Presidente
Municipal que nosotros llevamos en helicóptero el
lunes, chaparrito y gordo, joven todavía; nuestro ami-
go Soto, el sismólogo, que don Federico llevó el vier-
nes pensando que volvería por él al rato, y todos
aquellos que conocimos brevemente y que no pu-
dieron salir.

–Yo a lo que Dios diga –me dijo un anciano, y
algunos más le hicieron coro–. Onde voy a poder
caminar tantas leguas, y con la arena tan alta que se
resbala uno.

–¿Por qué hicieron su pueblo en este lugar; tan
lejos de todo, entre tanta montaña, sin un camino,
tan lejos?

–Por el río tan bonito. Y por la tierra, que siem-
pre era buena.

Muchos, de las riberas, de los ejidos y rancherías,
salieron; pero en el mero Francisco León se queda-
ron quién sabe, ochenta, ciento cincuenta, doscien-
tas gentes. Quemados, asfixiados, sepultados diez
metros de espesor. Sólo el borde superior de los
muros de la iglesia sobresale en aquel paisaje lunar.

Era el único clima, el único terreno que le falta-
ba a Chiapas, el del desierto y la desolación.

A diez o doce kilómetros a la redonda no hay
nada, no dejó nada El Chinchón.

VIII

Era un hombre con cara de niño. Moreno, delgado,
de baja estatura. Nunca supe su nombre.

Había llegado a Pichucalco acompañando a sus
tres hijos heridos: un varón de quince años, una niña
de ocho y otro hombrecito de seis. Todos estaban
quemados, en la cara, en los hombros, en el pecho,
en las piernas, llagados, silenciosos. Sólo una vez lo
oí decir a la niña que se quejaba dentro de la ambu-
lancia: “Estáte quieta, Manuelita, yo voy a ir contigo,
¿lo oíste?”

Relataba lo sucedido como si se tratara de otra
persona, no de él mismo. En ningún momento lo vi
llorar.

 “Allá quedó mi mamá y también mi tío. Mi mamá
ya estaba viejita y no aguantó. Mi mujer y yo nos
salvamos porque habíamos bajado a Nicapa. Era
domingo, pues, y había reunión de campesinos; ahí
nos tocó la explosión y nos cayeron piedras. En la
madrugada subí a ver a mi gente. Mi casa estaba como
a doscientos metros, sólo las láminas del techo, no
sé cómo cambió de lugar mi casa. Los busqué y los
junté a mis hijos, los puse en una sombrita. Luego
bajé otra vez a pedir auxilio. Así pasó todo el día.
Hasta en la tarde es que llegué con el auxilio; cuesta
mucho trabajo, por la arena, se resbala uno mucho”.

”Ahorita los subieron a la ambulancia, se los van
a llevar; puede que lleguemos a Villahermosa a me-
dia noche.

”El dinero que le pedí al Gobernador es para
mis familiares, no traemos ni un centavo. Ellos se
quedan aquí en Pichucalco, yo pa’ qué quiero.

”Mañana me la van a traer a mi mamá y mi tío,
aquí los van a enterrar”.

”–Estáte quieta, hijita. Ya me voy a subir. Sí, se-
ñorita, orita. Con permiso”.

Esto fue el lunes en la noche. El miércoles al
mediodía regresó de Villahermosa a enterrar a dos
de sus hijos en Pichucalco. El otro seguía grave, me
dijeron.

IX

Cuando veníamos en la carretera, dejando  una cor-
dillera de polvo a nuestra espalda, los pajaritos del
monte salían a estrellarse contra el carro o se que-
daban quietos frente a nosotros para ser aplastados.
Era el desorden, el caos; no habían comido ni bebi-
do en ocho días y casi todos estaban ciegos. La are-
na seguía cayendo. Todo el campo era un paisaje
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nevado y ardiente.
Tal vez las lagartijas soportaron más, pero los

insectos, los escarabajos, las mariposas, las abejas,
¡las abejas!, todos se estaban muriendo, no había
cómo sobrevivir. La ecología cambió en una buena
extensión. Y no se diga cerca del volcán, allí no que-
dó nada: vacas rostizadas (como dijo don Federico),
perros y gatos, culebras, armadillos, tepescuintles, lo
que había sobre la tierra y en el aire, palomas, zopi-
lotes, gavilanes. Todo lo que volaba o se arrastraba,
familias humanas sepultadas, fugitivos cogidos en el
monte. No quedó nada. Arenales calientes, varillas
vegetales, arbustos arrancados, troncos ardiendo,
arroyos desquiciados, ríos que buscan salida, presas
originales, dunas donde no había, lomeríos de re-
ciente creación, hendeduras y grietas en los cerros,
columnas de vapor.

Desde Rayón me traje un pajarito vivo a Tuxtla,
dentro de un sombrero; pero cuando llegamos ya
estaba quieto.

X

El helicóptero se jodió en Pichucalco esa noche del
sábado, el 3 de abril. Estaba quietecito en la pista de
aterrizaje cuando la lluvia inesperada de piedras y de
arena le cayó encima. Se le rompieron las micas de
arriba, se le abollaron las aspas y se le metió polvo
hasta el último rincón de los pulmones.

Ahora lo reparan y yo hablo de él con cariño y
gratitud. Se portó muy bien. Claro que con el ronco
del capitán Caballero en los mandos y con el buen
chaparrito Rodríguez de mecánico (¿Cómo seguirá
éste con sus dedos del pie que se rompió para sal-
varnos?), ¡fueron tantas emergencias en sólo ese día
29 de marzo! Pregúntenle a Julio, mi hijo, que hasta
recortó la hoja del calendario. (“Ya no tengo miedo.
Llega un momento en que ya ni se puede tener mie-
do porque ya no cabe dentro de uno”). El miedo es
como el dolor: tiene un límite, un clímax, un punto
máximo del que ya no se pasa. El hombre se defien-
de del dolor con la inconsciencia (el shock) y del mie-
do también con la insensibilidad.

El helicóptero es fabuloso. Es lo que más se acer-
ca al vuelo personal del hombre. Juan sacaba la ca-
beza por la ventanilla del lado izquierdo y Caballero
por la del derecho.

Así podíamos bajar una y otra vez (cinco en to-
tal) porque nos habíamos quedado a ciegas. Alguna
nubecita de agua embarraba la arena sobre los cris-
tales: ¡A bajar, cerca de algún arroyo, para lavarlos!

Este helicóptero tiene separador de partículas:
es un trinchón. El polvo le puede hacer daño, pero a
la larga. Ahora el volcán lo limpia (afirmado: Rodrí-
guez). Con esta confianza, después de Pichucalco

bajamos en Nicapa –techos caídos, láminas perfora-
das como a balazos, gente arremolinada, un niño
muerto por una viga, tendido sobre unas tablas, cu-
bierto de arena, sólo la mano izquierda de fuera–,
bajamos en El Volcán, ejido, iguales condiciones, en
Chapultenango, casi no lastimado ese día, y en Fran-
cisco León, que ya conté, donde la borrachera ge-
neral y doña Concha.

El helicóptero se ha portado muy bien. Merece
una buena convalecencia y una medalla. ¿Qué le
gustaría más al helicóptero? ¡Eso es! ¡Un buen día!
Como a nosotros. Un aire limpio, limpio, y bonito
paisaje.

XI

Claro que además del volcán están las plagas. Los
que ayudan, los que socorren para retratarse, los
que simulan valor y energía, los especuladores, los
que hacen negocios con las colectas pro–damnifica-
dos, los simples ladrones y los periodistas. ¡Cómo
hacen daño estos últimos! Cada periodista se siente
dueño del volcán, toma unas fotos a la distancia, in-
terroga, exige vehículos y alojamiento, inventa a su
gusto, arma su propio rompecabezas y envía infor-
maciones falsas, parciales o mutiladas, que generan
más desorden, más espanto, más angustia innecesa-
ria. Una estación de radio de Tuxtla y dos de
Villahermosa hicieron más estragos en los primeros
días que el propio volcán.

Lo que confirma, otra vez, que es mucho peor
la alarma que el incendio.

En toda la semana fueron 17 los muertos y unos
70 heridos, pero se manejaron cifras de 400 y 2000.
¿Cómo es posible? ¿Es tanta la desconfianza que se
tiene de las versiones oficiales y es tanta, también, al
mismo tiempo, la capacidad de mentir?

Lo tremendo es que las mentiras se convirtie-
ron a los pocos días en vaticinios acertados. La se-
gunda erupción, la del 3 de abril, ha de haber dejado
satisfechos a todos los periodistas con imaginación.

Pero mi pregunta es distinta: ¿Por qué se ha de
medir la catástrofe por el número de muertos y no
por el de sobrevivientes?

Estas ocho o diez mil personas que se queda-
ron realmente, absolutamente, sin techo, sin tierra,
sin agua, sin pobreza, ¿no son la medida exacta del
desastre, la tragedia ambulante que golpea?

XII

El volcán ha cambiado. A los veinte días ha perdido
altura y se ha hecho más extenso. De los mil tres-
cientos y pico de metros sobre el nivel del mar, ha



bajado a mil cien, y su boca, o «caldera», como la
llaman técnicamente, ha crecido de cien metros,
aproximadamente, de diámetro, a unos trescientos.
En el fondo arenoso ya no se observa el cono de los
primeros días, ni aquel «tapón» que señalaba don
Federico: sólo se aprecian seis o siete columnas blan-
cas de vapor de agua y una de color gris, que arroja
arena a no gran altura. Juan está loco indudablemente
para tomar estas fotos directamente sobre el cráter.

Un sismólogo pasa reportes diariamente. De 400
microsismos que eran detectados cada día, en un prin-
cipio, ahora se han reducido a doce, a casi nada.

Calcula este muchacho que el magma se encuen-
tra a veinte kilómetros de profundidad, y dice que se
haría peligroso nuevamente al llegar a dos y medio o
tres kilómetros de la superficie. (Lo que no nos ha
dicho, porque no lo sabe, es en qué tiempo, ¿unas
semanas, unos días, unas horas apenas?, alcanzaría el
magma nuevamente este nivel de catástrofe).

La vulcanología, no cabe duda, es una ciencia
en pañales. Recoge datos históricos, establece dife-
rencias, clasifica tipos de volcanes, y nos da sólo con-
jeturas y posibilidades. No puede hacer más por el
momento. Y se equivocan aquellos que le piden pro-
nósticos deportivos.

Lo cierto es que El Chichón se ha quedado tran-
quilo. ¿Por cuánto tiempo? Nadie lo sabe. Todo vuel-
ve a la normalidad. Sobre las casas sepultadas y los
campos yermos, ya no hay nubes de polvo, baja la
luz, el sol, baja la lluvia. ¡La lluvia! El agua, nueva-
mente, limpia la atmósfera, enamora a la tierra, lava
y acaricia a los hombres.

En Tuxtla, abril de 1982.

FUENTE: Carla Zarebska: Jaime Sabines. Algo sobre su
vida, México, Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, 1994, pp. 235-241.


